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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Desarrollo Social, señor Bruno Baranda Ferrán.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 85ª y 86a, ordinarias, en 14 y 15 de enero del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby (boletín Nº 6.189-06).



--Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín Nº 8.335-24).



2.- Proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente (boletín Nº 9.199-05).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (boletín Nº 9.156-32).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica su aprobación a los asuntos que se indican:



1.- Proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 9.199-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 9.156-32) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.



3.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1.282, del año 1975, del Ministerio de Hacienda, que establece el monto de impuestos y exenciones en las actuaciones del Servicio de Registro Civil e Identificación (boletín Nº 9.192-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín Nº 8.643-02).



2.- Proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigente al 30 de junio de 2014 (boletín Nº 9.200-05).



3.- Proyecto de ley que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (boletín Nº 7.036-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.



Con el último manifiesta que ha accedido al archivo del proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (boletín Nº 8.579-25).



--Se toma conocimiento y se manda devolver a la Cámara de origen los antecedentes respectivos.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto de los tres proyectos de ley que se enuncian a continuación: 



1.- El que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines números 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



2.- El que amplía la competencia de la jurisdicción laboral en materia de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales y concilia el estatuto de responsabilidad extracontractual aplicable a las causas contenciosas derivadas del trabajo en régimen de subcontratación (boletín Nº 9.180-13).



3.- El que modifica la ley Nº 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (boletín Nº 9.230-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus respectivos antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos legales que se indican:



1.- Artículos 48 y 108, letra b), de la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial.



2.- Artículo 5, Nº 3, del Código de Justicia Militar.



3.- Artículos 34 y 35 del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración de la Dirección del Trabajo y le fija funciones.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



De la señora Contralora General de la República (s):


Informa, en respuesta a una consulta formulada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre la comisión de servicio que la Subsecretaría de Redes Asistenciales dispuso respecto de la ex Directora del Servicio de Salud de Atacama y sobre su situación administrativa.



Del señor Subsecretario de Justicia (S):


Da contestación a solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, referente a nóminas de jueces y ministros de Corte, en función de diversos criterios de clasificación relacionados con los artículos 2º y 3º de la ley Nº 19.253.



De la señora Superintendenta de Seguridad Social:


Comunica ampliación del plazo para que la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de la Región de Atacama responda a la petición, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, relativa al término del proceso de “reevaluación de incapacidad permanente” de ex trabajadores de Codelco, División El Salvador, aquejados de silicosis.



De la señora Directora Nacional del Instituto de Seguridad Laboral:


Responde petición, enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto de una nueva evaluación traumatológica especializada al señor Alfredo Flores Bizma, quien registra domicilio en la comuna de Linares.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Contesta petición, dirigida en nombre del Senador señor Bianchi, tocante a la instalación de señalética caminera en el Parque Nacional de Torres del Paine. 



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:


Adjunta copia del informe elaborado por el Servicio Nacional de Aduanas, sobre aplicación de la ley Nº 18.483, Estatuto Automotriz, en lo que se refiere a la importación de vehículos sin uso, materia que fuera consultada en nombre del Senador señor Navarro.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez, con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín Nº S 1.632-05) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 5). 



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de esa Cartera  atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 8.853-10) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7 ).


--(Aplausos en tribunas, debido al ingreso a la Sala de la Senadora señora Lily Pérez).

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a las personas que se encuentran en las tribunas guardar silencio, pues no está permitido hacer manifestaciones mientras transcurre la sesión.



Continúa la lectura de la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15) (Véase en los Anexos, documento 8).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tres informes, recaídos en los proyectos de ley, todos ellos en primer trámite constitucional, que conceden la nacionalidad chilena, por especial gracia, a las siguientes personas:



1.- Sacerdote señor Ramón Seco Pérez (boletín N° 9.187-17) (Véase en los Anexos, documento 9).


2.- Sacerdote señor Andrés Lacalle Andrés (boletín N° 9.188-17) (Véase en los Anexos, documento 10).


3.- Sacerdote señor José Antonio Ortega Martín (boletín N° 9.189-17) (Véase en los Anexos, documento 11).


Además, el recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al artista bailarín señor Luis Ortigoza Marchisio (boletín N° 9.123-17) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Quedan para tabla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional del Senador señor Espina, para ausentarse del país a contar del 21 del mes en curso.



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor PROKURICA.- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hoy se ha dado cuenta del proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor.



Se tomó la decisión de que vaya a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



La iniciativa considera solo un asunto de gasto, y fue aprobado por unanimidad en todas las Comisiones que lo la estudiaron.



En consecuencia, pido enviarla únicamente a la Comisión de Hacienda, con la finalidad de tratarla a la brevedad.



--Se accede a lo solicitado.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar, como si fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, los siguientes asuntos:



a) Proyecto sobre modificación de  la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda.



b) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género.



c) Proyecto que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, a fin de establecer dieta para consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA.



2.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley signado con el número 7 en la tabla, esto es, el que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, y, en el séptimo lugar, el proyecto signado con el número 2 de la tabla, es decir, el que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad.



3.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22, los proyectos de ley que otorgan la nacionalidad chilena por gracia a los sacerdotes señores Ramón Seco Pérez, Andrés Lacalle Andrés  y José Antonio Ortega Martín.


Asimismo, en la misma tabla de Fácil Despacho, tratar el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, a fin de otorgar al Subsecretario de Relaciones Exteriores atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero y que afecten al Estado de Chile.


4.- Citar a sesión especial para mañana, miércoles 22, a las 15:40, para pronunciarse sobre el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez.


5.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción, hasta las 12 del martes 4 de marzo, en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



6.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja, hasta las 18 de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra respecto de los acuerdos de Comités.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido recabar la autorización para que la Comisión de Transportes sesione en paralelo con la Sala, para los efectos de poder despachar en la sesión de mañana el proyecto de ley de televisión digital; o, en su defecto, que se autorice tratarlo derechamente en la Sala mañana.



Nos preocupa despachar en este período legislativo la mencionada iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, esta materia se analizó en Comités.



No hay informe todavía. Se trata de una materia largamente discutida, que reviste una connotación bastante más profunda de lo que se podría pensar.



Tiene que pasar a la Comisión de Transportes, efectivamente. Y una vez que llegue el informe, daremos la cuenta respectiva. Y el Presidente de la Comisión puede citar a sesión para mañana en la mañana.



Después decidiremos en Comités, si hay acuerdo, si resulta fácil despejar las materias que vienen en el veto desde la Cámara de Diputados y tratarlo en la tarde.



En los Comités no hubo acuerdo para establecer ese criterio, por cuanto la iniciativa sobre televisión digital es compleja. Se vetan una serie de artículos. Además, dentro del texto hay diversas propuestas e ideas esenciales. De manera que no podemos tomar un acuerdo sobre lo propuesto.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.





)-------------(
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, los dirigentes de la ANEF me han hecho presente que la Cámara de Diputados despachó el proyecto sobre incentivo al retiro, largamente trabajado entre el Ministerio de Hacienda y ellos.



Seguramente, el oficio llegará en el transcurso de la presente sesión.



Por eso solicito que se autorice a la Comisión de Hacienda para sesionar en paralelo con la Sala, al objeto de que esta iniciativa pueda ser despachada mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, el oficio correspondiente no  ha llegado. Una vez que se reciba, se dará cuenta de él.



A juicio de la Mesa, no hay problema en autorizar a la Comisión de Hacienda para que sesione en paralelo.



Después la Sala podrá acordar si lo trata mañana.



Evidentemente se trata de una iniciativa que, al parecer, ha concitado la unanimidad.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.





)-------------(
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, pido que se recabe autorización para que la Comisión de Gobierno sesione en paralelo con la Sala desde las 17. Debemos ratificar a esa hora la solicitud relativa al nombramiento de los integrantes del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se autorizará.



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE COBRO EJECUTIVO DE CRÉDITOS PARA LA VIVIENDA

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a los acuerdos de Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9018-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 65ª, en 29 de octubre de 2013.



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del otorgamiento de subsidios habitacionales de los programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, fundamentalmente en lo que dice relación con las viviendas vacías, arrendadas o destinadas a usos no habitacionales. Para ello, el proyecto eleva a rango legal la obligación del beneficiario o de su grupo familiar de habitar la vivienda y, en caso de incumplimiento, dispone un procedimiento expedito de cobro ejecutivo, dando prioridad al SERVIU para la adjudicación del inmueble. Las viviendas recuperadas serán entregadas a familias en situación de urgencia habitacional.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo hace presente que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió solo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio o análisis, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Pérez San Martín y señores Pérez Várela, Sabag y Tuma.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 13 a 19 del primer informe de la señalada Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.
El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la Comisión de Vivienda y Urbanismo aprobó por unanimidad la idea de legislar respecto de la presente iniciativa, originada en mensaje del Ejecutivo, que tiene por finalidad que no se produzca la distorsión de que personas que no ameritan el subsidio habitacional lo reciban para después darle un destino distinto a la vivienda obtenida a través de él.



Sin embargo, pedí la palabra para explicitar que en el proyecto está considerada la excepción según la cual aquellas familias que, por ejemplo, hayan recibido una vivienda social ubicada en una zona balnearia y cuyo único ingreso sea el proveniente del arrendamiento del inmueble, puedan seguir arrendándola con autorización del SERVIU. 



Lo que queremos señalar es que el objetivo del texto legal tiene que ver con aquellas personas a quienes no les correspondía el subsidio habitacional o que habiéndoles correspondido no le dan el destino adecuado al inmueble obtenido a través de él. Sin embargo, hay excepciones que serán consideradas por el respectivo Ministerio.



Por lo tanto, creo que deberíamos aprobar el proyecto que nos ocupa



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, todos, cuál más, cuál menos, hemos visto situaciones de viviendas construidas con fondos públicos y donde, en ocasiones, las personas o familias beneficiadas no hacen uso de ellas. Es más, hay un grupo, quizás reducido, de individuos altamente inescrupulosos que postulan a un subsidio teniendo ya una solución habitacional y que lo usan simplemente para capitalizar a sus familias, para incorporar los inmuebles a su patrimonio, o para arrendarlos; nunca con la intención de usarlos.



Algunos hemos sido partidarios de que, frente a la realidad de viviendas que no son usadas por los beneficiarios, más que buscar un camino que permita un juicio rápido y que el SERVIU pueda demandar, se introduzca el día de mañana, como política pública, que las viviendas sociales no se escrituren a nombre del potencial beneficiario hasta que se demuestre su uso efectivo por la persona durante un período de tiempo. 



El mecanismo planteado implica un gasto para el Estado y es más engorroso. Es un poco más rápido y lo vamos a votar a favor, pero lo que debemos hacer es cambiar la lógica de fondo: no escriturar las viviendas sociales a nombre del beneficiario hasta que quede demostrada su ocupación, de forma tal que, en caso de que ello no ocurra, el Estado las pueda recuperar sin ningún problema por hallarse aún inscritas a su nombre.



Vamos a votar a favor, señor Presidente, pero con la reserva de que consideramos que la solución definitiva va por otro camino. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos tratando el proyecto como si fuera de Fácil Despacho y hay dos Senadores más inscritos para intervenir. 



Por lo tanto, propongo a la Sala que abramos la votación para ir ganando tiempo.

El señor PÉREZ VARELA.- Sí, ningún problema.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela para fundamentar el voto.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, dos cosas, muy brevemente.



Creo que el proyecto en análisis va en la línea correcta, porque significa entregar atribuciones a las direcciones regionales del SERVIU para velar por que las viviendas entregadas a través de subsidios sean realmente ocupadas por sus beneficiarios y que estos correspondan a personas que cumplen con todos y cada uno de los requisitos.



En consecuencia, el darles atribuciones para interponer demandas ejecutivas apunta a resolver un problema que hoy día existe. Uno constata en diversos sectores poblacionales que, o las viviendas se hallan desocupadas, o han sido arrendadas, provocando gran decepción y frustración en aquellos grupos familiares que, reuniendo todos los requisitos, no han podido acceder a una solución habitacional.



A mi juicio, este es el camino adecuado. 



Por ende, no me parece pertinente la vía que ha propuesto el Senador Letelier, pues implica precarizar la propiedad de personas responsables producto de que un pequeño grupo actúa en forma incorrecta. Estimo adecuado este camino, esto es, que se pueda comprobar de manera eficaz y eficiente el hecho de que las viviendas estén siendo utilizadas por quienes obtuvieron el beneficio.



No entregarles el título de dominio a las familias y trasladar el peso de la prueba a personas modestas que sí cumplen no me parece un procedimiento adecuado, el que además podría prestarse para abusos. Yo prefiero que la autoridad recurra a los tribunales de justicia para pedir la restitución de las viviendas.



Según las autoridades del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, son alrededor de 9 mil las viviendas que se encuentran en la situación descrita. Por consiguiente, es bueno que los SERVIU regionales posean esta atribución, que permitirá restituir y, además, reasignar esas viviendas a familias que verdaderamente se interesan en ocuparlas.



Por eso, vamos a votar a favor de la normativa propuesta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag para fundamentar el voto.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este es un proyecto del Ejecutivo que la Comisión de Vivienda y Urbanismo aprobó por unanimidad y que se ha pedido que la Sala lo vea como si fuera de Fácil Despacho con la finalidad de que se convierta en ley lo antes posible.



Se trata de dotar de una herramienta efectiva a la Administración para el buen resguardo de los recursos públicos, por cuanto a todos nos consta que en la entrega de diversas viviendas o subsidios se han producido irregularidades y abusos increíbles. Hay personas que poseen hasta dos o tres casas. Algunas son profesionales que ganaron un subsidio solidario. ¡Es una situación sencillamente inaceptable! 



Por eso, el proyecto dota al Ministerio de Vivienda y Urbanismo de todas las facultades legales necesarias para proceder urgentemente y asignar tales viviendas a personas que realmente las necesitan.



Por supuesto, votaré favorablemente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor), y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 3 de marzo, a las 12.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos al segundo proyecto que será tratado como si fuera de Fácil Despacho, el cual figura en el número 12 del Orden del Día.

RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE DERECHO DE IDENTIDAD DE GÉNERO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Lily Pérez y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8924-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier):


En primer trámite, sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer una regulación adecuada que permita a toda persona obtener, por una sola vez, la rectificación de su partida de nacimiento y el cambio de sexo y nombre en el Servicio de Registro Civil e Identificación cuando no coincidan con su verdadera identidad de género, de conformidad con las disposiciones constitucionales y los tratados internacionales en materia de igualdad, no discriminación, derecho a la identidad y protección en general de la dignidad humana y los derechos y libertades fundamentales.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Gómez, Orpis y Letelier.



Cabe tener presente que el artículo 5° de la iniciativa tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables. 



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 23 a 28 del primer informe de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.




Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, tal como se consigna en el informe, concurrí con mi voto favorable a aprobar la idea de legislar respecto de esta iniciativa.


La jurisprudencia de las leyes números 17.344 y 4.808 regula el cambio de nombre pero no el de sexo. Esta última circunstancia se deja a criterio del juez si se genera como consecuencia del cambio de nombre.



Lo que hace este proyecto es abordar directamente el cambio de sexo. 



Las personas transexuales presentan una diferencia entre su sexo genético y su sexo psicológico. 


Tal como se consigna en la página 23 del informe, concurrí a aprobar la idea de legislar, pero dejé expresa constancia de que -abro comillas- “trabajaré en la discusión particular de este proyecto” porque tengo diferencias importantes en cuanto a su texto.


¿Dónde están mis diferencias, señor Presidente?


Una se halla relacionada con el artículo 2°, relativo a la definición de identidad de género. Esta norma parte señalando que se trata de una “vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente profundamente”. 



Desde mi punto de vista, el cambio de sexo va más allá de  una vivencia interna, como lo indica el texto. A mi parecer, tiene que ver además con aspectos psicológicos y genéticos cuya prueba no solo depende de la voluntad del solicitante. El tribunal debe contar con elementos de juicio para comprobar tal circunstancia.



Esa es la diferencia fundamental que tengo con el proyecto, porque este se estructura sobre la base de una gestión no contenciosa del solicitante, quien solo debe probar mediante información sumaria que es conocido en sus relaciones sociales con una identidad de género que no coincide con su sexo registral (artículo 4°). Se le prohíbe al tribunal “decretar de oficio que se realicen exámenes médicos ante el Servicio Médico Legal u otra repartición para formar su convencimiento sobre la solicitud” (artículo 6°). Además, para acreditar dicha circunstancia respecto de las personas que deseen cambiar de sexo, tampoco será exigible por parte de aquellos el uso de medios farmacológicos, psicológicos, psiquiátricos o de tratamientos quirúrgicos (artículo 4°).



Creo sinceramente, señor Presidente, que debemos abordar el problema que viven los transexuales. Sin embargo, la solución no puede quedar supeditada solo al sentir íntimo y profundo de la persona y a cómo esta sea conocida en sus relaciones sociales, sino que debe complementarse con otro tipo de pruebas, especialmente de carácter médico, sea del ámbito psicológico, quirúrgico o farmacológico, decretadas por el propio tribunal.



Aprobada la normativa en sus actuales términos, se pueden generar múltiples problemas: con los hijos, con el carácter confidencial, al momento de contraer matrimonio, con el estado civil, etcétera.



Por eso, señor Presidente, hechas estas observaciones, anuncio que voy a aprobar la idea de legislar, pero que concurriré con un conjunto de indicaciones en la discusión particular.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, me alegro de que estemos analizando hoy un proyecto que fue presentado hace varios meses. 



Efectivamente, como dice la moción, creo que va a ayudar a que mucha gente sea más feliz y, para ser feliz, hay que vivir la vida de manera coherente, con congruencia. En la actualidad, numerosos transexuales deben asumir por obligación una profunda inconsistencia entre su sexo biológico y su identidad de género.



Es bien importante despejar esto, porque por ahí alguien podría pensar que la transexualidad es una enfermedad determinada por elementos genéticos, ambientales, en fin. Claramente eso no es así. La transexualidad tiene que ver con una vivencia muy particular, íntima, de la sexualidad y con cómo ejerce esa sexualidad un ser humano.



Por eso, no estoy de acuerdo en que se planteen una serie de requisitos para poder gozar de este “beneficio” -entre  comillas-, a fin de no pasar por lo que pasan hoy numerosas personas que viven de cierta manera la sexualidad, que poseen una identidad de género, que se ven a sí mismas y se reconocen de determinado modo y a las cuales, sin embargo, la sociedad les impone un género y, muchas veces, hasta el nombre.



Conozco múltiples casos. En el último tiempo conocí uno en Arica. Se trata de una persona que no solo se siente de género masculino, sino que además se hizo algunas intervenciones quirúrgicas, aun cuando no es necesario entrar al quirófano para que alguien pida cambiar su género o su sexo registral. Esta persona interpuso una demanda en Valparaíso y ha estado esperando una resolución como cuatro o cinco años. O sea, aquello depende hoy de la voluntad de un juez, sin que se respeten en absoluto los derechos de los individuos a vivir -insisto- de manera coherente y en congruencia con su vida sexual y su vida en general dentro de la sociedad.



Por lo anterior, me parece que este es un proyecto muy necesario para que Chile cuente con una legislación que, además, se adapte a la normativa internacional, a los tratados que nuestro país ha suscrito en materia de derechos humanos y de no discriminación. El Pacto de San José de Costa Rica, por ejemplo. 



Así que comparto el espíritu de esta iniciativa. 



Ahora bien, es muy importante señalar -porque se han hecho algunas preguntas en debates anteriores- cómo y quién evalúa, al final del día, la transexualidad. ¿Lo hace un juez, un psicólogo? ¿Depende de la intervención quirúrgica que la persona se haya hecho?



La verdad es que aquello no es así. Se trata de una vivencia íntima, personal, de cómo un individuo percibe su sexualidad. Por eso se habla justamente de “identidad de género”. Y lo que permite este proyecto es que las personas puedan vivir y desarrollarse de acuerdo a la identidad que tienen, desde la perspectiva psicológica, desde la perspectiva social.



Habrá una discusión particular, pero yo quiero fijar mi punto de vista. Quien mejor puede definir su sexualidad, su sexo, su género, es justamente la persona que se halla dentro de su cuerpo, que se mira y se relaciona con el resto del mundo de determinada manera.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Voy a abrir la votación para que vayan fundamentando el voto. Creo que es lo mejor.



En votación.



--(Durante la votación). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto que patrocinamos algunos Senadores y Senadoras es de autoría, en términos reales, de la Organización de Transexuales por la Dignidad y la Diversidad, la cual fue representada en la Comisión por una especialista en derechos humanos de la Universidad de Concepción: la abogada Ximena Gauché.



Lo que está en discusión es si Chile, en primer término, se pone al día con sus obligaciones internacionales. Existe un marco básico del derecho a la identidad. Y esta dice relación con diferentes aspectos, incluyendo la identidad sexual y de género.



Nuestro país no reconoce plenamente, en la práctica, el ejercicio de este derecho de identidad, a pesar de que la Constitución plantea en su artículo 1° que el Estado está al servicio de la felicidad de las personas, y establece en el artículo 19 nuestra obligación de respetar los convenios internacionales.



Por razones de Derecho y por doctrina de derechos humanos, es evidente que nos hallamos en deuda con quienes son transexuales.



En Chile uno puede cambiarse de nombre, puede ponerse un nombre masculino o femenino. Eso no está en discusión. El problema es si en el carné de identidad se reconoce el cambio de acuerdo a la vivencia interna de uno. Y eso es parte del debate que tendremos en particular.



Este proyecto establece el procedimiento de definición de la identidad de género de manera no contenciosa, como ha planteado el Senador Orpis. Por eso, la Comisión se abrió a aprobarlo en general. Se trata de una evidencia interna individual del género que no corresponde con el sexo asignado de manera administrativa en el certificado de nacimiento.



Este debate viene de larga data. Y mi mayor inquietud al plantear por qué varios vamos a votar a favor -invitamos a todos a proceder en igual sentido- es que las personas puedan ejercer su derecho de identidad. ¿Cómo el Estado puede negarle la identidad a un ser humano? ¿Cómo puede la sociedad imponerle la identidad a una persona? La identidad no se funda solo en aspectos físicos, como algunos creen. Puede tener ese componente por momentos. Pero la identidad sexual es un elemento constitutivo de la identidad de todo ser humano. 



Lo que queremos aquí, señor Presidente, bajo los lineamientos que están en la iniciativa, es que se entienda que la vivencia sexual de cada persona conforma una parte muy importante y especial de la identidad, que debe ser valorada por el Estado. Y, a través de este procedimiento no contencioso, se debe permitir que una persona, con una convicción de vivencia interna, pueda ir a un tribunal, cumpliendo ciertas formalidades, y solicitar el cambio de género. 



Es importante destacar, como se ha hecho aquí, que no se puede poner como obligación en ningún momento -porque este es uno de los problemas cotidianos en nuestro país-, para que el tribunal se pronuncie, el uso de medios farmacológicos, sicológicos, siquiátricos o, lo que es más brutal, el tratamiento quirúrgico. Lo señalo, porque hoy existen juzgados que se abren a este debate, pero solo si hay mutilaciones quirúrgicas. De realizarse alguna intervención quirúrgica, debe ser algo complementario, de decisión de cada persona.



Señor Presidente, hay un tema que quiero dejar planteado y que no está en el texto que vemos hoy: en qué momento se puede acceder a los tratamientos hormonales. Ello es particularmente importante para personas que se sienten mujeres como identidad pero que están en cuerpo de hombre, a fin de evitar cierto desarrollo fisiológico que no desean. Este es un aspecto que no viene en este articulado, pero tenemos interés en discutirlo.



Vamos a votar a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, obviamente quiero adherir a este proyecto que hemos presentado un grupo transversal de Senadoras y Senadores. La verdad es que es muy necesario para dar respuesta legal a aquellas personas que son transexuales. La transexualidad no es un problema, como algunos lo quieren mostrar; no es una anormalidad, como otros lo manifiestan; no es una enfermedad ni una patología. La transexualidad es una condición con la que nacen hombres y mujeres que sicológica y emocionalmente tienen un sexo distinto a su genitalidad. Eso es, en términos médicos.



Por lo tanto, lo que nosotros debemos hacer, como Congreso Nacional y particularmente como Senadores y Senadoras, es dar una respuesta legal y ayudar, por esa vía, a las personas que viven situaciones de discriminación producto de esta condición. Eso es lo que nosotros tenemos que realizar.



A mi juicio, este es un proyecto en el cual debemos avanzar, tal como progresamos en su momento con la promulgación de la Ley Antidiscriminación y tal como hemos avanzado en el acuerdo de vida en pareja. Porque es preciso darle carne a lo que significa la identidad de género, que es una de las categorías que dejamos establecidas al interior de la Ley Antidiscriminación. En efecto, esta incluye la categoría “identidad de género”. Y hay que dotar de contenido esa definición. Y eso es lo que nosotros queremos intentar hacer con esta iniciativa.



Obviamente, hay muchísimos casos. Probablemente algunos de ellos nunca van a salir en los medios de comunicación, porque son muy fuertes, muy duros y las personas y sus familias prefieren tenerlos guardados para sí, pues cuesta mucho darlos a entender. Porque todavía hay gente que se ríe, que frivoliza, que desprecia, que clasifica y etiqueta a las personas por cómo se ven y no por cómo son.



La importancia de este proyecto radica en que apunta a lo más profundo del ser humano, pues tiene que ver con el respeto a la dignidad de las personas. Las personas no eligen nacer con una determinada condición. Las personas son como son, y hay que respetarlas en su dignidad. La labor del Estado, del Poder Ejecutivo, es ayudar a que se implementen normativas que les permitan resolver su vida y alcanzar su plena realización y felicidad. Y una de las tareas que tienen los Poderes Ejecutivo y Legislativo es entregar esas herramientas a través de las leyes.



De ahí la relevancia de esta iniciativa. Y en el nombre de muchas personas -Valentina, Alejandra, Andrés- a quienes hemos tenido la fortuna de conocer, a ellas y a sus familias, durante la tramitación de este proyecto, creo que es muy importante dar esta señal.



Por eso, obviamente voto que sí.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Les ruego a los asistentes en las tribunas no hacer ningún tipo de manifestación.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como se ha señalado, este proyecto se inició en moción de las Senadoras Pérez San Martín y Rincón y de los Senadores Escalona, Lagos y Letelier, y fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos.



Esta iniciativa apunta a reconocer y proteger el derecho a la identidad de género de las personas, para lo cual se propone regular la posibilidad de que toda persona, por una sola vez, pueda rectificar su partida de nacimiento y cambiar de sexo y de nombre en el Registro Civil e Identificación, cuando no coincida con su identidad sexual.



La idea viene a dar cumplimiento a numerosas legislaciones internas e internacionales, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos; el Pacto de San José de Costa Rica; la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer; y las leyes números 20.609, que establece medidas contra la discriminación; 19.628, sobre protección de la vida privada; 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en acciones vinculadas a su atención de salud, entre muchas otras.



No existen antecedentes respecto a la cifra de eventuales beneficiarios, pero, en este caso, no se trata de un asunto numérico, sino de dignidad y de respeto al derecho a la identidad de cada persona.



Por otra parte, el Ejecutivo informó su pleno respaldo a esta iniciativa, lo que refuerza nuestra voluntad de aprobarla en general.

Asimismo, es posible que la discusión en particular no sea tan sencilla, pero nadie puede negar que la condición sexual de la persona debe ir acompañada del reconocimiento a su derecho a ser identificada de la forma que desee.



Naturalmente, voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos, por un minuto.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, efectivamente, tengo un compromiso con usted, porque estamos en Fácil Despacho.



Solo quiero intervenir para decir que voy a votar entusiastamente este proyecto por todas las consideraciones que han señalado los Senadores Letelier, Lily Pérez, Sabag.



Con entusiasmo lo haré…

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿A favor?

El señor LAGOS.-… a favor. Sí, Su Señoría.



Cabe señalar que este no es solo un tema de discriminación y de ponerse al día con nuestros compromisos internacionales, sino que tiene que ver también con la dignidad de las personas. Y a eso apunta la iniciativa.



Hemos ido avanzando de a poco en los últimos 15 años -¡me quedan 10 segundos!-: ya terminamos con los hijos ilegítimos en Chile, pusimos fin a la discriminación, al menos en la ley; avanzamos en el acuerdo de vida en pareja, y, hoy día, estamos dando un paso adelante -si conseguimos los votos para aprobar la idea de legislar de este proyecto- que nos encamina hacia un Chile un poquito mejor, señor Presidente.



Muchas gracias.



¿Estuve en el tiempo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien, señor Senador. Ocupó 50 segundos.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, tal como se ha expresado esta tarde en la Sala, pienso que efectivamente estamos dando un paso por hacer un mejor país, una mejor sociedad, lo cual nos hace mucha falta.



Hemos avanzado lentamente, pero lo vamos logrando. Y lo hemos hecho en términos de luchar contra la discriminación que lamentablemente subyace en nuestro país.



Tengo la impresión de que todavía nos dejamos llevar mucho por la apariencia de las personas. Las juzgamos por su físico, por sus características y, en realidad, nos preocupamos poco de conocer su esencia.



A mi juicio, hoy día, el proyecto reviste una tremenda importancia en ese sentido. Nosotros estamos haciendo justicia con un grupo particularmente discriminado, vulnerable, maltratado y que muchas veces ha sufrido de una tremenda violencia, como por desgracia hemos conocido.



A través de esta iniciativa, entonces, les mejoraremos la vida a muchas personas, y vamos a ser capaces, además, de dar cumplimiento a las normativas internacionales, las cuales hemos suscrito como país, como Estado.



Por eso, felicito al conjunto de investigadores, a quienes trabajaron en este proyecto. Al mismo tiempo, me alegro de que la Comisión de Derechos Humanos haya adherido a él y que hoy día lleve la firma de todos sus integrantes, porque, claramente, también es un tema de derechos humanos. Como ya señalé, se trata de un grupo particularmente vulnerable y discriminado.



Estimo importante, además, reconocer el trabajo de la Organización de Transexuales por la Dignidad y la Diversidad, como también el de la Fundación Iguales, las que han apoyado esta moción.



Por esas razones, señor Presidente, y porque soy consciente de que no se le puede impedir a una persona, a la cual se le asignó un nombre con el que no tiene identificación ni vivencia algunas, adaptarse a su realidad y tener el nombre que necesita y con el que se identifica plenamente.



Considero importante que las personas vivan su identidad de género abiertamente, y no haya esa incongruencia, que se ha dado muchas veces, entre el nombre y sexo asignado con que se les registra y su verdadera identidad de género.



Por todas esas razones, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me sumo a la votación favorable del proyecto de ley.



En mi concepto, esta iniciativa pone a nuestra legislación en consonancia con lo que hemos reclamado durante mucho tiempo: la identidad de género y la no discriminación.



Reconocer y proteger la identidad de género es nuestra obligación como Parlamento, y dentro de nuestra legislación debemos mantenerla en la forma más precisa.



Me parece bien el proyecto de ley. Sin embargo, me llamó mucho la atención el artículo 6°, porque obliga a la persona que tramite una solicitud de rectificación de identidad de género a publicarla en un extracto en el Diario Oficial los días 1° y 15 del mes o el día hábil siguiente.



A mi juicio, con dicho requisito se vulnera la privacidad con la que se tiene que resguardar la identidad de género, por las mismas razones que aquí se han señalado. Hay gente que no entiende acerca de esto e, incluso, muchas veces se presta más bien para hacer bromas o realizar acciones que van en desmedro de quienes viven esta condición y que desean resolver su situación.



El referido precepto establece que cualquiera podrá oponerse a la solicitud y que la oposición deberá fundarse en dos causales. La primera de ellas dice relación con la “existencia de un perjuicio directo o indirecto de carácter moral o patrimonial que afecte al opositor a consecuencia del cambio de sexo y género del o la solicitante”. Si alguna persona solicita el cambio de identidad de género, no veo que eso vaya a provocar un daño moral o patrimonial a otra. Habría que explicar el hecho de que se publique ese tipo de solicitud en el Diario Oficial, en determinados días.



En seguida, también puede constituir motivo de oposición la “existencia de una causa criminal pendiente entre el opositor y el o la solicitante”.



Por lo tanto, yo pediría a la Comisión que revisara dicho artículo. Porque se trata de una tramitación voluntaria que no es controversial.



En consecuencia, no es necesario este tipo de publicación. Y, en ese sentido, debemos resguardar la privacidad de las acciones que pretenda realizar una persona para fijar su identidad de género.



Por las razones expuestas, en la Comisión se debería revisar el artículo 6°, sin perjuicio de hacer lo mismo con otros preceptos para perfeccionar el proyecto.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señor Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque ese es el acuerdo.



Felicito a quienes han estado detrás de esta iniciativa. Y a riesgo de nombrar solo a algunos, en especial a Luis, a Valentina y a Andrés -que sé que están en las tribunas-, debo decir que hay muchos y muchas más que nos acompañan el día de hoy.



No entraré a relatar el proyecto, ya lo han hecho mis colegas, solo deseo agradecer a todos los Comités que permitieron que en la tabla de Fácil Despacho lo viéramos en general el día de hoy.



Sé que hay muchas cosas que debemos mejorar en la discusión en particular. Algunas ya las han mencionado los Honorables colegas. Pero esta es una señal -prácticamente al término de esta legislatura- potente, porque se cumple con nuestros compromisos internacionales, genera igualdad en la tratativa nacional y permite dar una muestra poderosa al país para poner fin a la persecución y al bullying que muchas veces afecta a estas personas. Así pudimos verlo en Talca, junto a Andrés, cuando quemaron la casa de una familia transgénero. Y, en esos momentos, nos acompañó uno de los dirigentes de estas agrupaciones.



El paso que da el Senado de la República el día de hoy es contundente, y espero que, a la brevedad, se materialice en la aprobación en particular del proyecto de ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

 El señor GIRARDI.- Señor Presidente, yo me alegro sobremanera de que durante la discusión de esta iniciativa el Senado haya ido evolucionando positivamente desde sus visiones de prejuicio muchas veces, de distancia, de temor. Y lo más probable es que ella se apruebe, con algunas abstenciones (igual las valoro) y casi sin ninguna oposición.



Creo que ello expresa que la sociedad chilena cambió; que la política, que es conservadora, va detrás de las reformas. 



El esfuerzo de entender el mundo que viene y de comprender la sociedad y hacerse cargo de las alteraciones que se registran en ella me parece muy importante. Y lo valoro.



Lo que estamos discutiendo es quizá de los temas más esenciales de la vida misma. No hay elemento más autónomo, más relevante, que defina mejor la presencia de la vida que la sexualidad y la existencia de seres humanos con una sexualidad particular.



A lo largo de la historia, en las visiones más conservadoras ha habido un intento por reducir la sexualidad a la reproducción, negándole al ser humano la expresión maravillosa de una sexualidad que trasciende lo reproductivo; que tiene que ver con la belleza, con el arte, con la emoción, con la conciencia propia, con una suerte de mirada de la evolución y de la trascendencia de la persona.



Por eso, uno podría decir que, desde el punto de vista médico, biológico, hay un sexo genético, un sexo fenotípico y un sexo conductual o sicológico.



Sin embargo, a mí me da lo mismo la definición que determine si el sexo que va a primar será el genético, el fenotípico o el de opción, el conductual. Yo pienso que, dado que esto es lo que define al ser humano, debe tratarse de una decisión libre de cada cual.



Cada ser humano ha de poder determinar en qué sexualidad quiere desenvolverse. ¿Por qué? Porque la sexualidad es lo más trascendente de los seres vivos.



Lo que somos y todo lo que conocemos en la vida tiene que ver con la sexualidad.



En la naturaleza, sus colores verdes, su belleza, el agua, el aire, los olores, todo lo que nos rodea es producto de la sexualidad. Somos seres vivos en la sexualidad, y ello nos ha permitido llegar acá.



Por lo tanto, al hablar de esta materia tal vez estamos mirando la punta del iceberg, haciendo una reflexión muy esencial.



Quizás una visión más compleja de la sexualidad tiene que ver no solo con el imperativo de devolverle a cada ser humano la autonomía, la dignidad, el respeto para vivir su sexualidad como le parezca, sino también con la necesidad de que se entienda lo que a muchos les cuesta asimilar: que somos parte de una familia evolutiva extendida; que provenimos de una sexualidad común; que tenemos una hermandad con las plantas, con los seres vivos, con todo lo que nos rodea.



Y eso también forma parte de una reflexión en el sentido de que tal vez la misma evolución que hoy día estamos experimentando al entender que todos los seres humanos tenemos iguales derechos y la misma dignidad -independiente del color de nuestra piel, de nuestras opciones sexual, religiosa o política- nos permitirá discutir en el Congreso Nacional, dentro de algunos años, los lazos indisolubles que nos relacionan con el resto de los seres vivos, de los que nos hemos separado, a los que vemos como cosa separada, a los que no sentimos parte de la naturaleza, la que estamos destruyendo de la misma manera como lo hicimos durante siglos con quienes tenían colores, visiones, religiones, convicciones y orientaciones sexuales diferentes.



A mi entender, este es un paso terapéutico para la sociedad chilena. Y espero que ella siga evolucionando, pues falta mucho más.



Tenemos una visión económica que niega al resto de nuestra hermandad de seres vivos, que nos aísla de nuestra naturaleza, y en nombre de esa ceguera estamos provocando daños que finalmente se van a volver contra nosotros, contra esta especie que ha dominado el planeta y que debe humanizarse.



Y un sentido de esa humanización se expresa precisamente en la discusión que sostenemos ahora, que es mucho más profunda.



Este proyecto es bastante más relevante que varios otros que hemos debatido, porque habla de elementos esenciales: de lo que nos define como especie, como seres humanos, como personas con dignidad.



Así que valoro mucho esta discusión y el coraje de quienes presentaron la iniciativa que nos ocupa.



Por eso, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- No voy a abundar en los antecedentes ya entregados, señor Presidente.



Tengo un juicio muy positivo sobre este proyecto. Creo que es una expresión de valoración de la diversidad y del pluralismo que deben existir en nuestra sociedad.



Pero deseo marcar un aspecto que no se ha mencionado y que considero en extremo relevante.



Con respecto a la dicotomía que se da entre la declaración médica de determinado sexo en su momento y la identidad que siente una persona y su posibilidad de modificar por una sola vez, sea con relación al sexo o al nombre, esa definición, establecida en un acta del Registro Civil, vale la pena señalar que se rompe con el carácter objetivo (de objeto) del procedimiento y surge la subjetividad (esta tiene que ver con el sujeto).



Dicho punto me parece muy relevante en materia de legislación.



Porque, en su argumentación, las distintas instituciones que concurrieron al debate de la Comisión reclamaron por el concepto de identidad desde un enfoque del Derecho.



La identidad tiene que ver con los elementos a que hice referencia. Primero, el valor de la diversidad y del pluralismo, que exige una tolerancia no siempre observada, desgraciadamente, en nuestra sociedad. Y segundo, el reconocimiento de que lo objetivo tiene mucha significación en los objetos.



Pero en materia de Derecho la subjetividad es muy importante, pues la identidad surge respecto de las emociones y los sentimientos, de las interpretaciones o experiencias del sujeto; o sea, estos elementos son subjetivos, propios, individuales, únicos.



Por consiguiente, es muy relevante asimilar aquello, porque la objetividad que en algunos momentos se reclama tiene que ver con enfoques de intersubjetividad. Esto es, varios se ponen de acuerdo sobre algo y creen, piensan o declaran que es objetivo. Pero ello siempre choca con la subjetividad.



La verdad nunca es objetiva, en mi opinión. Siempre es subjetiva, porque impacta a un sujeto; es procesada, asimilada o rechazada por él. Entonces, es de la esencia que tiene carácter subjetivo.



Además, si la experiencia de que se hace mención es relevante, ella tiene que ver con elementos condicionantes del sujeto, los que se encuentran en la estructura de su entorno o ethos; es decir, tiene que ver con lo histórico, con lo político, con lo cultural y, por cierto, con los elementos biológicos que calificamos como basales al momento de la definición.



Por eso, me parece valiosísimo que la subjetividad pueda darle primacía al momento de enfrentarse a la objetividad. Objetivamente, en tal momento la persona fue declarada hombre o mujer -lo que fuere-, y ella, subjetivamente, interpretó y sintió otra cosa.



Aquello, además, me parece coherente con aspectos teológicos que hablan de la materialidad y la espiritualidad, del dualismo. No siempre coincide lo material, la expresión biológica, con la subjetividad, la expresión espiritual, cultural, filosófica, emocional de una persona.



Por lo tanto, considero sobremanera relevante que, en un momento único, de madurez, ello pueda ser revisado.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la identidad no puede ser compartida ni impuesta. Está claro. Cada actor construye la suya a través de sus vivencias y de la experiencia personal propia e íntima. Así lo hemos repetido.



El lograr reconocimiento para todas las identidades existentes en Chile forma parte de nuestra política para enfrentar la discriminación. Hay que avanzar contra esta. Sobre todo, la incongruencia de nuestra legislación respecto al nombre y el sexo daña fuertemente la identidad.



Si bien la Carta Fundamental establece tanto nuestra obligación de incorporar a la legislación interna los tratados internacionales acerca de los derechos esenciales emanados de la naturaleza humana cuanto el deber del Estado de respetarlos y promoverlos, un conjunto de ellos no obligan.



Existen obligaciones consagradas en la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 8°) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece el derecho a la integridad, la honra y la intimidad. Y el Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos se ha referido a la orientación sexual y a la identidad de género como características esenciales de las personas, características que no son modificables sin alterar gravemente la identidad.



En la actualidad nuestro Estado no permite condiciones para el reconocimiento del género. Hay ausencia de ley; ello señala discriminación.



La ley N° 17.344 y la N° 4.808 posibilitan el cambio de nombre y apellido. Sin embargo, existe un vacío: es el juez quien decide si toma un rol activo al momento del cambio; y en muchos casos es el oficial del Registro Civil.



Dejar que el oficial del Registro Civil determine que una persona que cambia su nombre empiece a llamarse María, por ejemplo, pero siga figurando con sexo masculino forma parte de una incoherencia que hoy queremos enfrentar.



La exigencia de intervenciones quirúrgicas o de tratamientos hormonales tampoco parece conforme a derechos humanos. Ello provoca una discriminación especial que con la ley en proyecto deseamos eliminar.



De otro lado, la actual exigencia legal del plazo de cinco años para el cambio de nombre les genera una situación gravísima a quienes optan por él.



Por eso, señor Presidente, al discutir este proyecto actuamos con la claridad de que no estamos afectando sino consagrando derechos, en particular la libertad de conciencia.



Y quiero citar a Jaime Guzmán Errázuriz, quien, según consta en el Acta Constitucional de la sesión 130ª, página 121, dijo: “La libertad de conciencia es la libertad del fuero interno,” -del fuero interno- “que se entiende siempre en forma absoluta e inviolable en la cual nadie puede penetrar y a la cual la esfera del derecho no alcanza... pero se puede extender a otras materias”.



El derecho a la intimidad, la libertad de conciencia de quien decide tener una identidad de género distinta de la biológica.



Y quiero despejar las múltiples dudas que se han planteado, señor Presidente.



Aquí estamos hablando de identidad: lo que uno hace, cómo se conforma, sus relaciones sociales.



Otro asunto es la condición biológica para el ámbito del deporte o de otras disciplinas, donde pudiera haber mayores precisiones.



Estamos hablando de la identidad: del deber ser, del deber ser en sociedad, de la integración.



Sobre eso se ha discurrido bastante y, en mi concepto, hay un consenso: estamos estableciendo por la vía legal un derecho que hasta ahora le es vedado a un número importante de ciudadanos: el mismo derecho que tienen otros ciudadanos para optar por su propia identidad, esta vez la de género.



Por ello, voto a favor. Habrá tiempo para discutir, para formular indicaciones. Pero lo importante es llegar a acuerdo, tal vez no por unanimidad, sobre una decisión que debiera llenarnos de orgullo: la de trabajar firmemente para terminar con todo tipo de discriminación en nuestro país.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Me inscribí, señor Presidente, no con el ánimo de alargar innecesariamente la sesión, sino porque estoy convencido de que esta es una materia de gran significación: se trata de derechos humanos y está involucrado el respeto del Estado de Chile a cada persona.



Aquello se refleja en que debiese existir una legislación donde la identidad de género fuera respetada por el Estado. Sin embargo, no ocurre así en nuestro país. Se da la paradoja o la incongruencia de que una persona puede modificar su nombre y, con ello, la denominación de su sexo en su identidad formal, en su cédula de identidad, y sin embargo, para el reconocimiento de su identidad de género, un juez de la república, es decir un funcionario del Estado, puede llegar al extremo de pedirle una amputación, o que ingiera hormonas, o que modifique su propia contextura física con el propósito de hacer corresponder el nombre que aparece en su carné, como expresión de su propia configuración como persona humana. 



Esa es la gran contradicción de fondo que esta iniciativa apunta a resolver.



En consecuencia, creo que la ley en proyecto aborda un retraso y una incomprensible incoherencia existentes en la legislación de nuestro país, al mismo tiempo que, en mi concepto, actualiza la Constitución Política de la República, que reconoce el derecho de cada persona nacida en el territorio nacional al ejercicio libre de su propia condición como ser humano.



En este caso, por consiguiente, el texto que nos ocupa esta tarde no hará sino que lo que señalan nuestras propias normas fundamentales guarde correspondencia con la legislación que espero seamos capaces de aprobar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor y 3 tres abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvieron los señores Coloma, García y Larraín (don Carlos).


--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Debemos fijar plazo para presentar indicaciones. 



¿El lunes 3 de marzo?

El señor LETELIER.- Mejor el 10. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala el lunes 10 de marzo, a las 12?



--Así se acuerda.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que prestó su aprobación al proyecto que modifica el Título II de la ley N°19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 9.228-05) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

)---------(

AUMENTO EN DIETAS DE CONSEJEROS DE CONADI Y DE COMISIONADOS DE CODEIPA
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar, también como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, a los fines de establecer una dieta para los consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9041-31) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 72ª, en 26 de noviembre de 2013. 



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es disponer un aumento en las dietas de los consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de los comisionados de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua. 



La Comisión de Gobierno discutió este proyecto en general y en particular y lo aprobó con los votos favorables de los Senadores señores Bianchi, Orpis y Sabag y la abstención del Senador señor Frei, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados. 



La Comisión de Hacienda, por su parte, lo aprobó en los mismos términos en que lo hizo la de Gobierno, y ello, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar. 



El texto que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición. 



Nada más, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo pedirle a la Sala votar a favor del proyecto de ley. A mí me parece de entera justicia entregar una dieta mayor a los consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, del orden de 600 mil pesos, por haber sido designados, primero, mediante un sistema de elección contemplado en la Ley sobre Protección, Fomento y Desarrollo Indígenas, y segundo, por dedicarse a tiempo completo, no solo a participar en las reuniones que desarrolla el organismo, sino también en todas aquellas a que es convocado, por ejemplo, por el gobierno regional, por las municipalidades y, desde luego, por las distintas comunidades, particularmente en la Región de La Araucanía, además de las correspondientes a otras regiones con una importante presencia de integrantes de nuestros pueblos originarios.



No conozco la situación de Isla de Pascua, pero imagino que debe de ser exactamente lo mismo.



Reitero que la iniciativa es de plena justicia: son personas que se dedican, con un alto espíritu de servicio público, a trabajar en la solución de problemas que afectan a nuestros pueblos originarios, y, en concreto, tratándose de representantes del pueblo mapuche, en los correspondientes a comunidades particularmente en la Región de La Araucanía. Difícilmente pueden desarrollar otra labor, porque el buen ejercicio de la actividad de consejero nacional de la CONADI o de integrante de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua es a tiempo completo, y parece correcto remunerarlos en esta forma.



Votaré que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Sabag.
El señor SABAG.- Señor Presidente, la iniciativa apunta a aumentar la dieta de los consejeros de la CONADI, Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, y de los integrantes de la CODEIPA, Comisión de Desarrollo de la Isla de Pascua.



En el primer caso se establece una asignación de diez unidades tributarias mensuales, adicionales a las tres que ya se pagan por asistencia a cada sesión, con un tope de 16.



También se cancelarán pasajes y viáticos cuando se cumplan funciones acordadas por el Consejo de la Corporación, ya sea asistiendo, como se ha señalado, a consejos de gobiernos regionales o en función de una invitación de municipalidades.



Para los comisionados de CODEIPA se propone una dieta mensual de ocho unidades tributarias mensuales, más dos por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 12, y la cobertura de pasajes y viáticos, cuando proceda.



La impresión que pueda existir respecto a la magnitud de la cantidad se explica por el hecho de que estas personas se encuentran en condiciones claramente desmedradas, de manera que el que nos ocupa no es un simple reajuste, sino la expresión financiera de un nuevo trato. Este naturalmente deberá ser seguido de otros pasos en la próxima Administración, junto con una política hacia los pueblos originarios que reconozca sus derechos y les brinde las oportunidades de desarrollo que merecen y que sean acordes a su acervo cultural.



El proyecto tiene un costo estimado de 115 millones de pesos, ya considerados en el presupuesto de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.



Votaremos a favor, por supuesto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el mismo sentido que los colegas que han intervenido con anterioridad, destaco que la medida en examen es de toda justicia, puesto que prácticamente se trata de las únicas autoridades elegidas democráticamente por el mundo indígena y que lo representan en el Consejo de la CONADI. Ello, a pesar de que es un organismo prácticamente del Estado, no un parlamento que hace de interlocutor, y en el cual participan en un consejo, donde conforman una minoría.



No obstante, se dedican exclusivamente a la función señalada, a recoger opinión, a recorrer territorios muy extensos, y resulta muy injusta la paradoja de que representantes por voluntad popular del mundo indígena no reciban una remuneración que les permita subsistir. Porque las asignaciones son de subsistencia.



En consecuencia, viendo cómo, en muchas ocasiones, se contratan asesores no elegidos por nadie, salvo el director, y sin un mayor impacto en la participación ciudadana, estimo muy urgente hacer justicia con los consejeros de la CONADI.



Así que me pronuncio a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, quisiera solo fundamentar muy brevemente mi posición en torno al aumento de la remuneración de personas elegidas consejeros nacionales de la CONADI.



Efectivamente, ellas se dedican con mucho empeño a su labor. Conozco la que realiza, por lo menos, Andrés Matta Cuminao, quien verdaderamente le destina a su cargo una cantidad de horas notable.



Como lo expresó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, otros integrantes de la entidad en virtud de designaciones administrativas reciben entradas sustanciales. En cambio, los que concurren a una elección y recorren las comunidades para auscultar preocupaciones e intereses obtienen un ingreso muy esmirriado.



Por lo tanto, con el mayor gusto me pronuncio a favor de la iniciativa. Creo que quienes desempeñan estos cargos electivos merecen vivir mejor, puesto que prestan un servicio al país.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, tanto los consejeros nacionales indígenas como los comisionados indígenas de la CODEIPA realizan un aporte trascendental al desarrollo y evaluación de la política nacional y regional en ese ámbito. Se constituyen en un punto central para la difusión de políticas que hacen referencia a los pueblos indígenas y les entregan a estos un espacio de representatividad en la institucionalidad de la Administración Pública.



¿Cómo opera actualmente la CODEIPA, organismo que dice relación con la Isla de Pascua, zona que represento en el Senado? Está conformada por ocho representantes de Gobierno, el alcalde y seis integrantes elegidos por la comunidad rapanui. Sus principales funciones se vinculan a atribuciones relacionadas con la entrega de tierras, así como también con el desarrollo económico, social y cultural. En la actualidad, sus miembros no perciben dieta ni asignación alguna por su desempeño.



En la última visita que realizamos con el Primer Mandatario participamos en una reunión formal de la Comisión y el Presidente suscribió el compromiso de mandar a la brevedad posible el proyecto de ley que nos ocupa.



Al Senador que habla le tocó también impulsar este importante asunto.



Respecto de los miembros de la CODEIPA, se establece una dieta de ocho unidades tributarias mensuales, además de otra adicional de dos por asistencia a sesiones o comisiones de trabajo, con un tope de cuatro, lo que hace un total de doce.



Para los consejeros de la CONADI -la ley N° 19.253 no dispone una cantidad por tal concepto- se determina una dieta fija de diez unidades tributarias mensuales, a la que se agregarán tres por asistencia a sesiones o comisiones de trabajo, con un tope de seis, lo que da un total de seis trimestrales y 24 anuales. Se quedará en un máximo de 16 mensuales.



Pensamos que con ello se dignifica también a los pueblos originarios, en términos de que la representación tanto en la CONADI como en la CODEIPA va a contar con el grado de autonomía que permite desempeñarse, con dedicación y tiempo, en estas importantes labores.



Por lo tanto, hoy se está cumpliendo la palabra empeñada por el Primer Mandatario.



Nosotros nos jugamos para que la iniciativa se mandara pronto al Congreso, y, por ello, les pido a mis colegas aprobarla.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ratifico lo expresado por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Como Presidente de la Comisión de Hacienda, hago ver nada más que el proyecto tiene un costo del orden de 115 millones de pesos, los cuales serán financiados con cargo al Tesoro Público, y que el monto de las dietas es el que se ha mencionado. La participación de algunos comisionados ha sido ad honórem y en adelante serán remunerados, como es el caso de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua.



Por eso, el órgano técnico, por unanimidad, le dio su aprobación al texto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, alguien que esté siguiendo el debate probablemente se preguntará si acaso a los consejeros indígenas no les pagan. Así ocurre, en efecto. Constituye una más de las discriminaciones de nuestro sistema y de la cual, por cierto, todos somos responsables.



El problema debió haberse resuelto hace mucho tiempo. Ello se verifica hoy, cuando probablemente estamos en presencia del último Consejo Nacional de la CONADI con la estructura actual. Un nuevo Gobierno, que ganó con un respaldo ciudadano importante, comprometió con los nueve pueblos indígenas del país un organismo distinto, en el que también estará representada, por cierto, la etnia rapanui.



El texto tiene que ver, entonces, con algo que está terminando. Y, por supuesto, diez unidades tributarias mensuales, como piso, a 16, como máximo, constituyen, en alguna medida, una reparación.



Todos hemos visto el trabajo en terreno que llevan a cabo los consejeros de la CONADI. El Senador que habla conoce la labor que realiza la señora Ana Llao, junto con el señor Andrés Matta, en la Región de La Araucanía, en la cual los representantes son dos. Ello también se extiende a los otros pueblos, incluido el de Isla de Pascua.



Lo importante es que si bien se está efectuando -repito- una reparación, igualmente es preciso llamar la atención en el sentido de que la CONADI, especialmente durante el Gobierno actual, ha quedado cada día más desprovista de funciones. La aprobación de la compra de tierras, por ejemplo, ya no pasa por las manos de su Consejo Nacional, sino solo por el Ejecutivo.



Con todo, nos parece bien avanzar en la materia, pero asimismo conviene instalar rápidamente el debate en torno a lo que debiera ser, tal como ha sido expuesto, un Consejo Nacional de Pueblos, con más de 50 representantes de todas las etnias originarias, que pueda definir asuntos importantes, no solo en cuanto a tierras o derechos de agua, sino también a ciertos derechos políticos que mucho necesitan los pueblos indígenas.



Por eso, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, este es un proyecto que se discute como si fuera de Fácil Despacho, pero que reviste una profunda importancia, ya que viene a entregar una cierta reparación ante el tratamiento y doble estándar que hemos mantenido en Chile hacia las etnias originarias.



Recién vamos a establecer los criterios sobre la dieta que deben recibir los consejeros indígenas, tanto en la CONADI como en la CODEIPA, organización esta última vinculada al desarrollo de Isla de Pascua. Constituye un paso importante. Sin embargo, me parece que es lo mínimo para trabajar, operar y desenvolverse.



En el seno de la Comisión de Hacienda sostuvimos discusiones acerca de si los recursos asignados eran los adecuados o tal vez debía contemplarse una cifra incluso superior, o si cabía hacerse cargo, por ejemplo, de ciertas costumbres, arraigadas tanto en la cultura mapuche como en la rapanui, en lo concerniente a la necesidad de financiar viajes que es preciso realizar constantemente en los territorios respectivos, en razón de diversas circunstancias, y que no se encuentran comprendidos del todo en el texto.



Dicho eso, me sumo a lo aseverado por el Senador señor Quintana en cuanto a que se requiere una representación más formal y permanente, a otros niveles, de las etnias originarias. Creo que un consejo indígena o de los pueblos nativos es fundamental. Primero, resulta conveniente que se reúnan entre ellos y designen personeros, lo que permitirá una representación, si no única, al menos colegiada, que hará posible una interlocución más válida. Y, segundo, se puede considerar también una participación en el Congreso sobre la base de un sistema de discriminación positiva. Así como ello lo estimo concebible con relación a las mujeres, no veo por qué no podría extenderse a nuestros pueblos originarios.



Lo digo con mucho respeto. Soy Senador por Isla de Pascua. Estimo que se conseguiría un avance sustantivo si pudiéramos darle ese tipo de representación al pueblo rapanui.



Muchas gracias.

)-------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Honorable señor Zaldívar, en su calidad de Presidente de la Comisión de Hacienda, a la cual se ha autorizado para sesionar paralelamente con la Sala a fin de tratar el proyecto que modifica el Título II de ley Nº 19.882 -se fijan condiciones especiales para una bonificación por retiro voluntario durante el período que se indica y se otorgan otros por el retiro, lo que dice relación con la ANEF-, ha solicitado a la Mesa recabar la autorización para discutirlo en general y particular.



Acordado.

)--------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la CONADI, desde su fundación, ha sido el organismo que desde el Estado se relaciona con los pueblos originarios. Es una condición bastante especial. La entidad no resulta popular, en general, entre los sectores indígenas, por corresponder al aparato estatal, por haber sido asociada a varios escándalos de corrupción y, en definitiva, por no terminar de representarlos, en la medida en que el Estado siempre mantiene una mayoría, con un número de miembros designado por el Primer Mandatario, además del Director Nacional.



Deseo consignar que la Presidenta Michelle Bachelet se comprometió a la creación de un Ministerio de Asuntos Indígenas o de Pueblos Originarios, o del nombre que se estime conveniente. Es allí donde se verificará una representación del Estado, pero con una relación directa, ejecutiva, dotada de recursos y, por cierto, mucho más cercana y profunda que la de la actual Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.



En esa Cartera, cuyo establecimiento tiene que ser conversado y debatido amplia y profundamente, con conocimiento de todos los pueblos originarios, tendremos la oportunidad de abordar un asunto postergado durante mucho tiempo por el Estado y que, por cierto, da lugar a escenarios de conflictividad permanente no solo en La Araucanía.



La aspiración a un Ministro de Asuntos Indígenas o de los Pueblos Originarios o a un Parlamento indígena, conforme a una nueva administración territorial y geográfica en la zona donde se registra la mayor densidad y presencia de una de esas etnias, va a ser motivo de un debate interesante en un Congreso y un país que es el único de América Latina en no reconocer constitucionalmente la existencia de la población mencionada. En la Región, solo Chile tiene una Carta donde el concepto de “pueblo originario” no se contempla como parte esencial de la conformación de la nación. Es un déficit obsceno, realmente agresivo en contra de la memoria histórica y particularmente de nuestros pueblos indígenas.



La dieta que se establece para los consejeros de la CONADI implica un cierto monto, pero resulta insuficiente. Digámoslo francamente: si queremos representantes de las etnias pagados con 600 mil pesos mensuales, los limitamos seriamente para poder dedicarse en forma exclusiva a su función.



Lo mismo hicimos con los consejeros regionales, a quienes les asignamos una dieta del mismo monto y les eliminamos todas las facultades para tomar decisiones al interior de los gobiernos regionales. El Senador que habla votó en contra de ese proyecto de ley, por juzgar que les cercenó atribuciones esenciales y nuevamente enfatizó el centralismo en el intendente.



En el caso particular que nos ocupa existe el Consejo Nacional, que incluye representantes del Presidente de la República, y se considera, para los integrantes de la etnia rapanui, un tratamiento especial en materia de viáticos y pasajes, estos últimos encarecidos por la distancia.



No siendo significativo el aumento de la dieta, desconozco los motivos de tanta mezquindad. Porque no estamos haciendo referencia a un cuerpo colegiado compuesto por 150 personas, sino por 17 miembros. Entonces, el costo fiscal es bastante menor.



Ojalá algún miembro de la Comisión de Hacienda -poderoso órgano técnico, a veces inescrutable- pueda explicarnos por qué se asignaron 600 mil pesos a una función que a mi juicio debiera contar con las facultades y condiciones de representación necesarias. Parte de los integrantes de pueblos originarios viven en zonas urbanas, pero también en el sur y el norte, y la dieta resulta muy exigua.



Me parece, entonces, que no cabe sino votar a favor del proyecto. 


Discrepo del monto que se ha fijado. Creo que podríamos haber hecho un esfuerzo mayor.



Reitero que el debate de fondo se llevará adelante cuando, por un lado, analicemos la creación del Ministerio de los Pueblos Originarios y, por otro, incorporemos a los pueblos indígenas en la Constitución.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica, para fundamentar su voto.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Gobierno del Presidente Piñera y, en particular, al Ministro Bruno Baranda por esta iniciativa.



Escucho discursos de algunos señores Senadores que encuentran que esto es poco. ¡Pero antes no había nada! En mi opinión, este es un esfuerzo importante que hay que reconocer.

El señor LAGOS.- Lo hicimos.

El señor PROKURICA.- El Ministro Baranda ha demostrado su interés por las relaciones con los pueblos originarios, y este proyecto es una muestra de ello.



Las labores que desempeñan los consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena demandan una alta dedicación, siendo a veces incompatibles con el desarrollo de otras actividades o el ejercicio de alguna profesión u oficio. 


La definición del monto que se propone ha tenido en vista guardar una relación proporcional con la importancia de las funciones desempeñadas en dichos cargos. Lo que se pretende es pagarles dieta, pasajes, seminarios, entre otros gastos.



¿Qué propósitos persigue el Consejo Nacional de la CONADI? Definir la política de la institución; aprobar los programas que tiendan al cumplimiento de los objetivos de la Corporación, evaluarlos y asegurar su ejecución, y decidir sobre todas las materias que la ley encomienda a este Consejo Nacional.



Señor Presidente, esta reforma es importante, porque tanto los consejeros nacionales indígenas como los comisionados de CODEIPA realizan un aporte trascendental al desarrollo y a la evaluación de la política indígena nacional y regional. El Gobierno ha reconocido tal contribución; por ello, el Ministro Baranda ha impulsado este proyecto.



Dichos personeros se constituyen en un punto central para la difusión de las políticas referentes a los pueblos originarios y entregan a las comunidades indígenas un espacio de representatividad en la institucionalidad de la Administración Pública del país.



En definitiva, gozan de un reconocimiento real -y no hipotético- a través de normas que establecen ciertos derechos, pero que no implican una retribución económica que les permita desarrollar bien su labor y defender sus derechos.



Por eso, en nombre del Comité de Renovación Nacional, celebro y aplaudo esta iniciativa, que votaremos a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos) y, por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

REGULACIÓN DE LOBBY ANTE ÓRGANOS DE ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y CONGRESO NACIONAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6189-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 65ª, en 5 de noviembre de 2008.



En tercer trámite, sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 70ª, en 19 de noviembre de 2013.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 82ª, en 6 de enero de 2009.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 34ª, en 15 de julio de 2009.



Hacienda: sesión 34ª, en 15 de julio de 2009.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (tercer trámite): sesión 64ª, en 16 de octubre de 2013.



Mixta: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.



Discusión:



Sesiones 84ª, en 13 de enero de 2009 (se aprueba en general); 35ª, en 28 de julio de 2009 (se aprueba en particular); 69ª, en 6 de noviembre de 2013 (se aprueban las modificaciones). 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de la enmienda consistente en introducir un artículo 4º, nuevo; de las modificaciones recaídas en el artículo 4º -artículo 6º de la Cámara de Diputados-; y de los artículos 9º y 13, nuevos, todos permanentes, y de la enmienda recaída en el artículo 2º transitorio.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las diferencias entre ambas ramas del Parlamento, efectúa una proposición que consiste en:



-Incorporar como sujetos pasivos de lobby, en el Nº 5) del artículo 4°, a “los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda”.



-Establecer, en el numeral 1) del artículo 6º, que no constituyen lobby: “Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquéllos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones.”. Y agregar el término “actuación” en el numeral 2).


-Remplazar, en el artículo 9º, sobre información de los registros, la denominación “Ministerio Secretaría General de la Presidencia” -las dos veces que aparece- por “Consejo para la Transparencia”; “Ministerio” por “Consejo”, y “semestralmente” por “trimestralmente”.



-Sustituir el artículo 13, sobre registro de lobbistas y gestores de intereses, por una norma propuesta por el Ejecutivo que establece que a dichos registros “podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º, ante las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º”.


-Finalmente, respecto del artículo 2º transitorio, sobre vigencia de la ley, se acordó remplazar el precepto por otro que establece lo siguiente: “El Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma”. Y agrega: “Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º”. Además, se contemplan otros plazos de vigencia respecto de las autoridades que enumera.



La Comisión Mixta adoptó los acuerdos por unanimidad, salvo en lo referente al remplazo del artículo 13, que fue acogido por mayoría: votaron a favor el Senador señor Hernán Larraín y los Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella, y en contra los Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag.



Cabe hacer presente que los artículos 4º, incisos segundo y tercero, y 6º, número 7, contenidos en la propuesta que formula la Comisión Mixta, son de rango orgánico constitucional, por lo que requieren 21 votos favorables para su aprobación.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran, en las últimas columnas, la proposición de la Comisión Mixta y el texto final que quedaría de aprobarse aquella.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado abrir de inmediato la votación.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación la propuesta de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag, para fundamentar su voto.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión Mixta, rindo informe acerca del proyecto de ley relativo a la regulación de la actividad del lobby.



Este trámite constituye la culminación de un largo proceso, que se inició en noviembre de 2008, cuando el Gobierno anterior presentó esta iniciativa en el Senado. Esta fue aprobada en general con 30 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones tan solo dos meses después de su ingreso a nuestra Corporación.



En julio de 2009 el proyecto pasó a la Cámara de Diputados, donde permaneció hasta agosto del año recién pasado. Ahí se le introdujeron varias modificaciones al texto aprobado por el Senado, el cual, en el tercer trámite, rechazó los cambios. 



De esa forma, se llegó a la Comisión Mixta, que ha acordado soluciones a la mayoría de las divergencias en conjunto con el Ejecutivo, representado por el Ministro señor Larroulet, aunque en algunos casos con votaciones divididas.



Las diferencias entre ambas ramas legislativas versan sobre aspectos puntuales, que, de todos modos, apuntan a posiciones muy profundas. 


Es preciso insistir, antes de explicar las divergencias, en que existe un amplísimo consenso en torno a la necesidad de regular la actividad del lobby, entendiendo este esfuerzo como una contribución a la transparencia y a la probidad de la actividad pública en todos los niveles posibles.



En cuanto a las diferencias de fondo, la Cámara de Diputados consideró necesario incluir dentro de los sujetos pasivos de lobby a los Secretarios Generales, Prosecretarios y Secretarios de Comisiones de ambas ramas del Congreso, y a los asesores de los parlamentarios, mientras que en el Senado se estimó que estas personas, en virtud de sus funciones, no tienen atribuciones para tomar decisiones ni para incidir de manera relevante en las acciones de los legisladores.


Como una forma de resolver la discrepancia, se resolvió precisar que solo serían considerados sujetos pasivos de lobby los asesores permanentes de los parlamentarios y bajo determinadas condiciones, gracias a lo cual se aprobó por unanimidad la propuesta del Ejecutivo que incluía a estos grupos de funcionarios, precisando que en el caso de los asesores serán aquellos “que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda”.



A su turno, fue rechazada, con 3 votos a favor y 6 en contra, una indicación del Diputado Burgos que abría la posibilidad de que cualquier persona pudiera reclamar por no haber sido incluido un determinado asesor.



Una segunda divergencia de importancia se refiere a la necesidad de establecer un registro de lobbistas antes de que estos ejerzan sus actividades o a la idea de que el registro se conforme a medida de que estos hagan labores de lobby y sean inscritos por los sujetos pasivos. En el primer caso, los lobbistas son responsables de inscribirse; en el segundo, son los sujetos pasivos los que asumen dicha responsabilidad. La primera opción fue recogida por una indicación del Ejecutivo, que fue aprobada en la Comisión Mixta por 6 votos a favor y 4 en contra. 


Una tercera diferencia guarda relación con el órgano encargado de dar publicidad al registro de lobbistas y la periodicidad con que esa información se difunde. Se acordó que esa responsabilidad, en lugar de recaer en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, sea asumida por el Consejo Nacional para la Transparencia y que el registro de lobbistas se publique trimestralmente, en vez de hacerse en forma semestral.



A continuación, la Comisión Mixta resolvió la discrepancia en torno al plazo para la entrada en vigencia de la ley, que de todos modos está sujeta a la dictación del reglamento correspondiente. Originalmente, el plazo era de 12 meses; la Cámara Baja lo cambió a cuatro. Finalmente, mediante indicaciones, el Ejecutivo propuso tres y los Senadores Bianchi, Frei, Rossi y quien habla, dos. En definitiva, se aprobó por unanimidad la postura del Gobierno.



La mayoría de las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados se refería a aspectos formales, por lo que estas fueron aprobadas en el Senado. De esa forma, pasaron a la Comisión Mixta asuntos como las causales que pueden impedir el ejercicio del lobby, las excepciones a la mencionada actividad y la información que pueden solicitar las personas a cargo de la administración del registro de lobbistas, todos los cuales se resolvieron sin mayor discusión.


Hemos sido exhaustivos en definir con claridad en el texto del proyecto todos los aspectos necesarios para que la ciudadanía tenga la oportunidad de conocer el actuar de las autoridades. Además, diferenciamos la situación de los lobbistas profesionales de la de quienes, legítimamente, hacen gestiones ante las autoridades para defender sus intereses.



Es una tarea difícil, sin duda, porque quienes desean torcer la voluntad popular e introducir elementos ajenos al proceso de toma de decisiones han demostrado siempre una gran capacidad creativa para buscar formas de eludir las regulaciones legales. Sin embargo, creemos sinceramente que este proyecto es un gran paso en pos de la transparencia y de la confianza ciudadana en sus autoridades.



Del mismo modo, algunos sectores mantienen un sentimiento de desconfianza e incredulidad respecto de la posibilidad real de prevenir todo tipo de resquicios, pero ha primado la disposición de avanzar en una regulación en este ámbito, sin perjuicio de poder perfeccionar la legislación en el futuro, a la luz de la experiencia.


En el curso de la discusión hemos constatado la existencia de intereses contrapuestos. No obstante, siempre hemos intentado que prevalezca el principio de la transparencia y la probidad.



Para ello, el proyecto define la actividad del lobby y distingue entre los lobbistas profesionales y los gestores de intereses particulares, es decir, las organizaciones sociales y las personas que, con la misma legitimidad pero sin el pago de una remuneración, aspiran a hacer valer sus puntos de vista ante cualquiera de las instituciones del Estado.



Asimismo, se definen los sujetos pasivos del lobby, o sea, las personas que, en razón de sus cargos, se hallan sometidas a la atención de los lobbistas o de los gestores de intereses particulares. Como forma de transparentar las actividades de unos y otros, se dispone la publicidad de todas las reuniones que sostengan mediante la entrega de las respectivas agendas. Y, como contrapeso, se han dispuesto algunas excepciones, de manera que no se afecte el derecho a petición de la ciudadanía.


Por las razones expuestas, la Comisión Mixta aprobó las proposiciones descritas. Y esperamos -es una única votación- que sean también acogidas en la Sala.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, voy a votar en contra de lo que plantea la Comisión Mixta. 



El debate sobre la presente iniciativa fue muy largo en la Comisión de Gobierno. 



Se ha dicho que nosotros hemos entorpecido la discusión: que desde hace años se persigue tener una Ley de Lobby y que demorarla es culpa nuestra. 



Precisamente por los resultados y por cómo quedó la propuesta legislativa, cabe afirmar que los lobbistas, a mi juicio, nuevamente han triunfado, por cuanto no van a tener necesidad de inscribirse en un registro. Y hablo, especialmente, de aquellos asesores legales de las empresas que vienen a las Comisiones, al Parlamento, y que hacen el lobby.



¿Cuál es el punto central de discrepancia? Los señores Senadores lo pueden leer tanto en el artículo 8º como en el artículo 13. 



En el primer precepto dice textualmente: “En dichos registros se deberá indicar, en particular, la persona, organización o entidad con quien se sostuvo la audiencia o reunión”. ¿Quién lo tiene que indicar? El señor parlamentario.



Lo mismo sucede en el artículo 13, donde no hubo acuerdo unánime en la Comisión Mixta (nuestra posición fue derrotada por 6 votos contra 4). Su inciso segundo señala: “A los registros señalados en el inciso anterior podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º”.


Vuelve a quedar el peso de la prueba radicado en los legisladores. Esa es mi diferencia sustancial con el texto del proyecto. 



La iniciativa que nos ocupa lleva mucho tiempo en el Congreso. En la Cámara Baja, incluso se había llegado al acuerdo de que no hubiera registro de lobbistas. Y si no lo hay, ¡de qué estamos hablando! Después de mucho discutir, el Ejecutivo presentó algunas modificaciones. Se incluyó el registro, pero sin carácter obligatorio. Por tanto, el peso de la prueba sigue quedando radicado en los parlamentarios. Es lo que ocurre, en definitiva, si un legislador, inmediatamente después de sostener una reunión con un lobbista, no hace la inscripción pertinente.



Lo dijimos una y otra vez.



Queridos colegas que van a seguir en el Senado, espero que nunca se vean en esa situación. Si llega a hablar con ustedes una persona que no se encuentre inscrita en el registro, no la reciban. Porque, si luego no hacen la denuncia respectiva en la Comisión de Ética, donde corresponde, van a quedar con el peso de la prueba. 



En todos los países donde existe registro de lobby se ha dado esta discusión, especialmente en Estados Unidos, donde hay obligación de inscribirse. 



¿Y cuál fue la discusión con los asesores de Hacienda? En lo central, que los asesores legales no se consideran lobbistas y, por lo tanto, no están dispuestos a inscribirse en un registro.



¿Por qué han de ser una casta especial, que sobrepasa, incluso, la condición del señor parlamentario? 



El lobbista no se inscribe en el registro, pero pide entrevista y hasta participa en las Comisiones, y el parlamentario tiene que hacer la denuncia; de lo contrario, el peso de la prueba -reitero- caerá  en él. O sea, es una carta especial.



Hay lobbistas -especialmente asesores legales de las empresas- que vienen a las Comisiones y que no están dispuestos a inscribirse. Por eso, durante años, no se logró un acuerdo para esta ley. Porque algunas personas hicieron lobby para que no se lograra el acuerdo. Y hoy día despacharemos una normativa que tiene, a mi juicio, un error fundamental: el peso de la prueba cae sobre los parlamentarios, a quienes, por lo tanto, les van a pedir los registros de sus mails y los números de sus teléfonos celulares cuando reciban a alguien, sea en Santiago o en regiones, bajo cualquier circunstancia. Solamente queda fuera del texto si se trata de reuniones públicas donde estén representados distintos sectores o diferentes autoridades. Pero en todas las situaciones el peso de la prueba cae sobre el parlamentario, lo que me parece inconcebible.



Debe existir un registro de lobbistas obligatorio. ¡Y los primeros que deben figurar en él son los asesores legales de las empresas, que  son los que vienen al Congreso! No lo hacen directores o presidentes de las compañías. ¿Por qué estos no se inscribirán en el registro?



Por esas consideraciones, recomiendo a los colegas que van a continuar como tales que,  cada vez que venga una de estas personas le pidan que se inscriba en la Comisión de Ética o en la Secretaría del Senado. Si no lo hacen, no deben ser recibidos. De lo contrario, el peso de la prueba va a ser responsabilidad de los congresales.



Por eso, aunque en el proyecto hay aportes y beneficios, votaré en contra.



Espero que el próximo Gobierno cambie algunos artículos y, de una vez por todas, se cree el registro de lobbistas, con  inscripción obligatoria. Porque todos los que acuden al Parlamento tienen que estar inscritos. De lo contrario, no pueden realizar su actividad.


Así, de alguna manera, se ha logrado en otras partes no tener la situación que se da acá, especialmente en el país más avanzado, que es Estados Unidos. 



Pese a todo lo anterior, después de tanta discusión, no se alcanzó acuerdo en la Comisión Mixta.



Por eso, voy a votar negativamente, rogándoles a los colegas que van a seguir como Senadores que cuiden mucho su e-mail y su teléfono celular, porque, si no lo hacen, tendrán que sufrir las consecuencias.



Votaré en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, esta es una materia que ha sido debatida extensamente en el Congreso. Tenemos que recordar que hace 11 años se envió el primer proyecto de ley; luego, fue enviado otro por la Presidenta Bachelet y finalmente hoy día estamos llegando a un punto casi final en la medida en que ha tomado acuerdos la Comisión Mixta.



Se trata de una iniciativa legal que, obviamente, ha generado polémica y controversia. Y considero que, a pesar de sus deficiencias -la más importante de todas es que no haya un registro previo-, es positiva. Sin embargo, no alcanzo a entender por qué no se llegó a acuerdo. Lamento enormemente que haya sido así, porque creo que es sustantivo en una ley de lobby la existencia de  un registro previo, lo cual nos permitiría no solo mayor transparencia, sino conocer realmente quiénes se dedican a dicha actividad, con remuneración o sin ella. Con eso se lograría que ejerzan el lobby quienes están registrados, lo que es tremendamente importante. En cambio, el consignarlo de manera indirecta, como lo vamos a ver en unos instantes, no es igual.



Espero que ello podamos corregirlo a  futuro, a fin de demostrar que no basta el registro pasivo. Aunque este es un paso, me hubiese gustado tener el registro previo, porque es fundamental reconocer de antemano quiénes se dedican a tal actividad, porque incluso las personas que actúan transparentemente no quieren reconocerse como lobbistas, como todos sabemos. Eso permite un claroscuro que no es lo deseable en una sociedad que debe avanzar en transparencia, sobre todo en el Congreso Nacional, que está siendo muy cuestionado en cuanto a credibilidad, la que, por desgracia, es muy baja.



Por esas mismas razones, voy a apoyar el proyecto, pues pienso que mediante su aprobación se da un paso positivo.



Dicho lo anterior, debo señalar que, aunque no estará el registro previo, vamos a crear una especie de sustituto a través del sujeto pasivo. O sea, cada vez que un parlamentario reciba en audiencia a alguien, habrá dos instancias: una, la persona que solicite la entrevista a un parlamentario, sea ella remunerada o no remunerada -a modo de ejemplo, un dirigente gremial que represente a un grupo de trabajadores-; y dos, aquel que acuda en nombre de una gran empresa. Esto significa que puede ser enormemente variada la gama.



Así, las personas que soliciten la audiencia van a tener que registrarse y el sujeto pasivo -el parlamentario que accede a conversar con dirigentes gremiales del Consejo Minero, por ejemplo, o con quien sea- tendrá que hacer una suerte de acta que consigne la fecha de la entrevista y el interés o preocupación perseguidos.



En realidad, hubiese preferido otra modalidad, como ya lo expresé, por cuanto será bastante engorroso el procedimiento, ya que se trata de 38 Senadores y 120 Diputados que sostienen muchas conversaciones durante el día, lo cual es parte de su labor, en las que reciben información o les dan a conocer la importancia de un proyecto. Porque es absurdo pretender que el parlamentario no converse. En lo particular, he tenido muchísimos diálogos con gente interesada en las energías renovables y que tienen grandes dificultades en el país,  toda vez que, por no haberse eliminado ciertas barreras, les resulta difícil entrar al mercado, etcétera.



Por lo tanto, hacer un acta de cada una de estas reuniones y que después ello sea procesado en el Consejo para la Transparencia, dudo que pueda ser efectivo. Espero que el reglamento que se dicte sea sensato y regule la situación de manera que el mecanismo sea practicable, porque lo peor que nos puede pasar es tener una legislación que sea letra muerta. Creo que eso nos haría mal a todos.



Si queremos avanzar en transparencia y en probidad, tenemos que actualizar nuestras declaraciones de intereses y patrimonio y abordar paralelamente otras materias.



Sin embargo, en este caso específico, tengo serias dudas de que sea factible que el Consejo para la Transparencia vaya a manejar cierto volumen de información. Inclusive estimo dificultoso el que un parlamentario, después de cada una de estas reuniones, levante un acta para ser enviada a ese órgano o la ponga en su página web.



Con todo, aunque sea de esta manera “pasiva”, prefiero la existencia de un registro, porque esa es la forma de hacerlo; es la manera en que va a quedar constancia de esas dos vías de lobby, respecto de lo cual no hubo acuerdo para un registro ex ante de los lobbistas remunerados o no remunerados que funcionan en Chile.



Así, hubiésemos terminado, entonces, con esta actividad de la cual hoy día sabemos de su existencia pero que no se reconoce legalmente. Y prefiero mil veces que lo puedan hacer las entidades que se reconocen a sí mismas, sean remuneradas o no.



Pese a mis aprensiones, voy a votar a favor, por creer que no solo se trata de avanzar en probidad. También tenemos que regular los conflictos de interés.



Sobre el particular, debo decir que hace poco salió una investigación de CIPER que no nos puede dejar orgullosos. Debemos tener cuidado con nuestras más altas autoridades y con lo que han sido o pueden ser mañana los conflictos de interés.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en verdad, pienso que es muy importante discutir hoy día esta materia, por cuanto durante muchos años, de alguna manera, se ha sembrado un manto de duda respecto de la actividad no solamente parlamentaria, sino más bien sobre la relación entre la política y el dinero. Porque efectivamente el ejercer influencia sobre un determinado interés es algo que no merece en sí mismo reparos éticos. Y, por cierto, uno podría cuestionar el fondo de un interés particular que alguien promueve, sea de manera remunerada o simplemente por el hecho de que se trata de un gestor de intereses particulares, según lo define el proyecto en debate.



El problema es que hoy día tenemos áreas grises, que no son pocas -más bien son la mayoría-, y no hay transparencia acerca de cómo se relacionan esos intereses particulares promovidos por ciertos grupos de interés en aquellos espacios donde se toman decisiones, como es el caso del Congreso Nacional, un municipio, un ministerio, La Moneda.



Y por eso es tan importante no solo avanzar en lo relativo a la regulación del ejercicio de influencias respecto de quienes toman decisiones, sino que también se requiere transparentar desde otro ámbito la relación entre la política y el dinero. Es fundamental la transparencia absoluta con relación al financiamiento de la política, los partidos y las candidaturas. 



Muchos hemos planteado que, como las empresas no votan, no debiesen donar. Alguien podría preguntarse qué busca realmente una empresa que decide financiar una campaña. ¿Lo hace por altruismo, por bondad o porque busca una retribución de la persona que ayudó a financiar su campaña?



Por eso, regular el lobby es un aspecto clave en la transparencia que debe existir en la actividad pública para recuperar el prestigio de la política y la confianza de la ciudadanía. También es importante regular y mejorar, de manera estructural diría yo, la relación entre la política y el dinero, particularmente en lo relativo al financiamiento de las campañas.



Ahora, ¿cuál es el problema de este proyecto de ley que hemos discutido mucho? Al respecto hay algo que no logro comprender todavía, porque cuando uno impulsa una determinada medida o se opone a otra, como es el caso del Gobierno, en lo referente al registro previo a que hacía mención el Senador señor Frei, es porque hay un valor que se defiende. El Gobierno señala: “Aquí, a través de un registro de audiencia de cada sujeto pasivo, de cada institución sometida a esta regulación vamos a obtener posteriormente un registro de lobbista remunerado o de aquellos que se llaman ‘gestores de intereses particulares’”. Entonces, uno pregunta: ¿Por qué, entonces, no agregar lo que existe en Estados Unidos y en la mayoría de los países del mundo, que es el registro previo del lobbista remunerado, en donde el sujeto pasivo -un parlamentario- pueda saber con quién se va a reunir y a quién representa el que pide una audiencia y qué interés persigue? ¿Por qué tiene que recaer la responsabilidad de construir el registro en el sujeto pasivo? ¿Qué pasa si este último no entrega la información que posteriormente compila y sistematiza el Consejo para la Transparencia? 



Hicimos una modificación, porque originalmente entendíamos que la Segpres no era un organismo independiente y autónomo. En tal sentido, logramos ese cambio.



Entonces no entiendo qué pasa y lo que, de alguna manera, nos molesta a muchos que pensamos que este no es un buen proyecto. 



¿Cuál es el interés de defender a los abogados o a los lobbistas remunerados? ¿Acaso ellos creen que estar en un registro público es una situación de menoscabo ético o moral? ¡Si justamente lo que pretendemos con esta legislación es introducir transparencia y eliminar áreas de opacidad, zonas grises en el ejercicio de la actividad pública!



Por eso, voy a votar a favor del proyecto, porque sin duda alguna es un avance. Pero me queda el sabor amargo de que podríamos haber cambiado algunos puntos. Y alguien tendrá que responder también, porque hubo dos parlamentarios, no precisamente de la Derecha, que no votaron a favor de la indicación que presentamos con los Senadores Bianchi, Frei y Sabag sobre el registro previo. Los cuatro fuimos minoría dentro de los diez integrantes de la Comisión Mixta, en circunstancias de que teníamos dos votos más que nos podrían haber permitido contar con un registro previo.



En mi opinión, hay muchas tareas que tenemos por delante y seguramente será la Presidenta Bachelet la que envíe una indicación para tener un verdadero proyecto que regule el lobby, que sea realmente eficaz y que de alguna manera le ponga el cascabel al gato y no proteja los intereses de los lobbistas, de los abogados que se pasean por los pasillos defendiendo intereses particulares. Porque, finalmente, la política es la preeminencia del interés general respecto del interés particular, y eso es lo que busca recordar esta iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, estudié este proyecto en dos oportunidades. Admito que ha evolucionado para mejor, por así decirlo; pero me veo en la obligación de votar en contra, como lo hice en la primera ocasión.



A mi juicio, sus normas representan la cristalización de una ideología sumamente perniciosa, que es la de la transparencia total. Ignoro si ella viene del mundo anglosajón o de las universidades del Ivi League de los Estados Unidos. No sé exactamente la procedencia.



 Estimo que este proyecto tiene una limitante grave: deja fuera del control que pueden ofrecer sus normas a los entes que funcionan sin fines de lucro. La definición del artículo 2° así lo establece, cuando se refiere al lobby como “aquella gestión o actividad remunerada, ejercida por personas  naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras,…”, etcétera.



Luego, esta noción es reiterada en el número 5) del mismo artículo, cuando entrega la definición de “lobbista”: “La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, remunerada, que realiza lobby.”.



Bueno, se hace el distingo señalado por un señor Senador que me antecedió entre el lobbista y el gestor de intereses particulares cuando no hay remuneración. Pero, como son muchos los entes muy eficaces en materia de influencias indebidas sobre los organismos decisorios que no perciben remuneración -o declaran no recibirla, porque este es el reino de los pillos y de los diablos-, quien quiera influir en un sentido, llamémoslo “crematístico”, por usar una palabra pasada de moda, no va a declarar su carácter de ente o persona remunerada. Lo va a ejercer oblicuamente a la hora en que todos los animales son pardos, sin declaración previa. Y vamos a seguir con el mismo problema. En cambio, las personas honradas van a tener serios problemas para ejercer su asesoría.



Yo dejo de ser parlamentario dentro de poco y, al hablar como lo hago, es porque pienso más bien en los demás y no en mí. Los parlamentarios van a tener serias dificultades para desarrollar su labor. Las restricciones propuestas van a incluir a los jefes de gabinete, a los asesores legales declarados, según entiendo, circunstancia esta última que no cambia demasiado la situación. En definitiva, estas normas que quieren ser “depuradoras”, irán dejando fuera del trabajo político a toda persona que provenga del mundo real.



Las ideas centrales del proyecto son la aplicación por extensión de la ideología de la transparencia, la que nos va a conducir a una situación en que las personas que trabajen en el plano político van a tener que salir del limbo, del cielo, de un organismo internacional o de una cápsula especial. Se reservará la actividad política a personas que no son de este mundo. Esas no existen. No hay seres que estén por encima del bien y del mal. De repente se dice lo contrario en las elegías a la hora del entierro, pero los hombres no estamos por encima del bien y del mal. Yo, por lo menos, me siento sumamente inmerso en el mal, y vivo bajo sospecha permanente. ¡El Senador señor Coloma asiente con convicción absoluta…! ¡Y debe tener razón, porque como hemos trabajado juntos en política…! ¡Pero, a la hora en que yo me ponga a hablar de algún colega podría terminar demandado por injurias…!



Bromas aparte, considero que este proyecto no va a cumplir con el objeto previsto. Seguramente obedece a algún prurito del legado famoso del cual somos todos custodios y con certeza va a crear una infinidad de problemas para el trabajo político, que es hoy día más necesario que nunca por lo de la cercanía, por el voto voluntario, por esa necesidad manifiesta de allegar voluntades a la actividad política. Esta se va a ver gravemente dificultada; pero de este proceso compartido entre el Ejecutivo y el Parlamento seguramente algún ideólogo va a salir con el ego muy aumentado.



Por lo tanto, voto que no, tal como lo hice la primera vez.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, deseo concentrarme en las dos principales discusiones que se generaron en la Comisión Mixta. Lo haré primeramente respecto de la última de ellas, que dice relación con el registro.



Aquí ha habido un debate muy profundo sobre si el registro debe ser ex ante o ex post.



La verdad, señor Presidente, es que me parece correcta la opción que ha tomado la Comisión Mixta al establecer los dos sistemas. Es decir, un lobbista perfectamente puede registrarse, y el sujeto pasivo del lobby, antes de una reunión, ver en el registro con quién se reunirá. Pero también considero importante, por la evolución que ha tenido el proyecto, que sea ex post. Si recordamos bien, inicialmente el proyecto solo se refería al lobby profesional. Nada más que a eso. El texto que estamos discutiendo ahora ha variado de modo sustancial y no se refiere únicamente a aquel, sino, además, al gestor de intereses particulares, que cubre un espectro muy amplio.



Esa es la lógica que tiene establecer un mecanismo ex ante y otro ex post. 



El mecanismo ex post no quiere decir que las personas no serán registradas, como se ha señalado en el curso del debate. Lo que ocurre es que quedarán inscritas automática y directamente como lobbistas.



En tal caso, el funcionario, el parlamentario, estará en libertad de recibir o no a esas personas. Esa será su primera decisión. Y si lo hace y ellas no figuran en el registro de lobbistas profesionales, quedarán automáticamente inscritas.



Eso me parece sano, tal como lo señalé antes, por la evolución que ha tenido el proyecto, el cual ahora se refiere no solo al lobbista profesional, sino también al gestor de intereses particulares. Y en tal sentido estimo correcto el enfoque que la Comisión Mixta le ha dado a la normativa.



El segundo tema también lo resolvió en forma acertada, en mi opinión, dicho órgano bicameral, por unanimidad. Inicialmente la iniciativa incluía, como sujetos pasivos de lobby, a los Secretarios de Comisiones de la Cámara de Diputados y del Senado. Y establecía una muy mala fórmula respecto de los asesores de los parlamentarios, los cuales serían determinados por las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.



En primer lugar, los Secretarios de Comisiones cumplen un papel de ministros de fe; no toman decisiones. Y el lobby debe enfocarse en quienes ejercen influencia respecto de la autoridad que va a tomar una decisión. En este caso, se trata de ministros de fe que tienen una función radicalmente distinta.



Sí me parece adecuada la propuesta de dejar como sujetos pasivos de lobby a los asesores de los parlamentarios. Se precisa en el texto que deben ser asesores legislativos, porque hay muchas personas que trabajan para los congresistas y que no necesariamente realizan dicha función. Con la definición anterior todos caían bajo ese concepto.



En segundo término, ya no serán las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria las que determinen tal condición, sino que será cada parlamentario el que anualmente informará quiénes son sus asesores de carácter legislativo. 



Por lo tanto, me parece que la Comisión Mixta resolvió acertadamente las dos cuestiones principales que se plantearon, y por eso, señor Presidente, voy a votar favorablemente el informe emanado de dicho órgano.



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la Comisión Mixta la discusión del proyecto de ley se centró, fundamentalmente, en la situación que señaló hace un rato el Senador Frei.



¿Qué ocurre? En esta Corporación lo vivimos a diario. Por ejemplo, hoy día me he reunido con representantes de Gendarmería y con gente que ha venido por distintos proyectos que están en tramitación.



Es lo que ocurre dentro del Senado, señor Presidente, como usted bien lo sabe y lo ha vivido. Y todos los presentes hemos tenido experiencias similares. Para qué recordar los días cuando discutimos el proyecto sobre la Ley de Pesca. Aquí no había lobbistas. ¡Había tiburones…! 



Y aquí ocurre algo curioso. Tienen cuatro patas, tienen cola, ladran, pero no son perros. Es decir, el lobby que hicieron los lobbistas permitió que no tuviéramos ex ante un registro de lobbistas profesionales, de gente que se dedica al lobby.



Esa fue la gran discusión que hubo. Y lo dije. Teniendo cola, teniendo cuatro patas, ladrando, no son perros. O sea, no querían aparecer en un registro. Y esto, como dijeron varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, nos va a crear una situación muy compleja que será difícil de enfrentar.



Pero en fin. Alguien quiere dejar legados; alguien quiere entregar imágenes de una transparencia que muchas veces va más allá de lo que se puede aplicar.



Votaremos a favor del proyecto de ley, sin duda alguna, porque no sé si hacerlo en contra tendría una mejor o una peor explicación. Sin embargo, este no es un buen proyecto de ley. Y todos lo sabemos. Será muy difícil poder aplicarlo.



Surge una pregunta tal vez muy obvia. ¿Qué va a ocurrir cuando alguien nos pare en los pasillos del Senado y nos diga: “Senador, quiero hablar con usted”? ¿Tendrá que entregarme antes su nombre y decirme a quién representa? Y si no me lo da, ¿en quién recaerá la responsabilidad? O bien si recibimos un llamado telefónico, porque se consiguen nuestro número y simplemente nos llaman. ¿De quién será la responsabilidad?



Nadie se niega a transparentar toda nuestra acción, señor Presidente. Ese no es el punto. Y lo queremos hacer porque es lo que la sociedad nos demanda. Nos parece bien que vayamos en el sentido de transparentar toda acción que pueda transparentarse. Pero resulta que estamos hablando de que el proyecto permitirá tener un registro de lobbistas cuando quienes se dedican a hacer lobby no quieren figurar en él y nunca fueron partidarios de contar con un padrón de quienes llevan a cabo dicha actividad. ¡Eso es lo absurdo!



Ahora, ¿cómo se corregiría, en parte, esa situación? En la medida en que uno recibiera en audiencia a ciertas personas, las tendría que ir registrando -nuevamente la responsabilidad recae en nosotros- y el listado entregarlo a las autoridades del Senado. 



Sinceramente, estamos frente a un proyecto que, por desgracia, costará mucho aplicar, a pesar del deseo de transparentar toda nuestra acción.



¿Qué pasará con las organizaciones que siempre han estado hablando con nosotros por determinados temas: por los reajustes, en fin? Igual van a tener que inscribirse. En la medida en que vayan reuniéndose con nosotros, van a ir quedando en un registro que, por supuesto, será de conocimiento público. 



Mi preocupación, señor Presidente, apunta a que ojalá este proyecto de ley -que no es un buen proyecto de ley- pueda ser llevado a la práctica, aplicado. Porque, así como están las cosas, tal como está presentado, al menos será de difícil aplicación.



Voy a votarlo favorablemente, porque peor es nada.



Sinceramente, si queríamos transparentar, pudimos haberlo hecho de una manera mucho mejor; fundamentalmente, entregando en el texto algo que era obvio: un registro de lobbistas ex ante, el cual hoy día no existe. Habrá uno ex post, y esta situación, por supuesto, no la comparto. 



Voto a favor del informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pienso que el proyecto, efectivamente, ha logrado alguna mejoría en la Comisión Mixta. Pero tiene mal origen; está mal planteado. Ya se ha dicho aquí.



Si queremos establecer un sistema de lobby, tiene que referirse al lobby activo. Como ocurre en Estados Unidos y otros países, debe haber un registro de lobbistas. De modo que cuando uno reciba a alguien, sepa que viene un lobbista a hablar sobre cierto interés. 



Hoy, a raíz de la tramitación de dos proyectos de ley, nos visitó una asociación gremial, que nos había pedido audiencia, por lo que fue escuchada en Comisiones, luego de lo cual procedimos a votar las materias de su interés. 



El texto que se somete a nuestra consideración, tal como se halla planteado, irá en desprestigio del Parlamento y de la política.



Si el día de mañana toca ver un proyecto sobre energía y a los Senadores A, B, C y D los visita un lobbista de las compañías que proveen energía eléctrica en el país, ¿qué va a ocurrir? Se producirá la votación y, a pesar de que esos colegas se pronuncien absolutamente convencidos de que están haciendo lo correcto y lo mejor para el interés de Chile, aparecerán aprobando un proyecto favorable a tales compañías.



¿Qué va a decirse cuando en nuestro sitio web se publique que el resultado fue de 25 votos contra 10? ¿Qué va a señalarse en relación con esos parlamentarios? Por supuesto, aparecerá la maledicencia y se afirmará que ellos fueron influidos, etcétera, etcétera.



Personalmente, creo que, si se estableciera un registro de lobbistas activos como el que existe en otras partes del mundo, uno podría recibirlos en las Comisiones y la tarea del lobbista consistiría en asistir a estos organismos a exponer sus legítimos puntos de vista. Porque, a mi juicio, es legítimo que alguien pretenda dar a conocer sus ideas, sus planteamientos al Parlamento para tratar de convencer de que lo que se plantea es lo más conveniente.



¿Qué sucederá con el sistema que se ha establecido? Si el día de mañana voy por la calle y me aborda una persona para hablarme sobre un asunto legislativo, tendré que registrarla y andar con una libretita para tal efecto. O, si me dirijo a un lugar como parte de mi labor parlamentaria y se me acerca alguien de mi Región a plantearme un tema que le interesa, deberé anotar en la libretita: “Me encontré con fulano a esta hora y me planteó tal y cual cosa”.



Y lo que pasa aquí es eso: el proyecto está mal fundado. Si bien ha mejorado en algo, debiera haber partido por un registro del lobbistas activos. Por lo demás, aparte de que nos traerá desprestigio y todo el tiempo pondrá en duda nuestras conductas por acciones como las descritas, creo que muchas veces resulta más influyente el denominado “lobby indirecto”.



¿Qué pasa respecto de los partidos políticos?



Seamos francos: nuestros partidos políticos tienen que hacerlo. Tienen comisiones técnicas donde se estudian los proyectos y donde se formulan planteamientos, las que muchas veces reciben a especialistas que van a defender determinadas tesis, contenidas en los informes que se nos entregan. Y eso es legítimo.



Yo voy a votar a favor nada más que para evitar que nos caiga encima la crítica de que hemos tratado de impedir que se apruebe el proyecto sobre lobby. Pero creo que este tendrá que ser revisado de manera fundamental, porque tenemos que llevar el tema del lobby a lo que debe ser.



Debe existir un registro del lobby activo, de modo que no seamos nosotros, los sujetos pasivos, los que después estemos en boca de todo el mundo en cuanto a si hemos sido o no torcidos en nuestras opiniones, por intereses personales o de otro tipo.



Por tal razón, señor Presidente, voy a votar favorablemente, aunque mi intención era abstenerme. No estoy convencido de que lo que estoy haciendo sea lo mejor. Creo que esta normativa puede resultar realmente dañina para el Parlamento. Y espero que en el próximo tiempo podamos corregir la ley para ir derechamente a un registro del lobby activo, a fin de saber quiénes son los lobbistas y qué remuneraciones reciben por cumplir sus funciones.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero partir mi intervención señalando que voy a dejar constancia de mi reserva de constitucionalidad con respecto a este proyecto, la que plantearé, en conjunto con otros parlamentarios, al Tribunal Constitucional. En otro momento explicaré los motivos para ello.



Debo decir que no entiendo cómo puede considerarse buena una iniciativa que ataca y cuestiona lo público, que pone el peso de la prueba como que todos los funcionarios públicos fueran potenciales delincuentes, objeto de coimas o de distorsiones -porque eso es lo que hace este proyecto de ley-, y donde los privados que buscan influir quedan en el anonimato, de acuerdo a lo que ellos quieren. 



No sé en qué ayuda a la transparencia. Si una junta de vecinos le pide a uno que se pavimente un camino, habrá que informarlo. Si un profesional de Salfa o de cualquier otra empresa que construye viviendas sociales me plantea que los procedimientos y normas que usan los burócratas instalados en Santiago son malos o impracticables y eso me hace sentido, seré yo el responsable de tener que anotar en una bitácora a todo el mundo con quien hable.



Me parece una vergüenza; me parece que es denostar la función pública en forma absoluta. Claro, lo que pasa es que la hipocresía está a la orden del día.



En ese sentido, le quiero hacer un reconocimiento al Senador Frei, quien no ha tenido un doble estándar en este tema. No quiero ofender a nadie con esta afirmación, pero él ha planteado su posición de frente, sin quedarse en el qué dirán. “¡Es que nos van a atacar! ¡Es que nos van a cuestionar!”. Él lo ha dicho desde el principio, y con razón. Aquí se le está haciendo un daño tremendo a la cosa pública. Se está haciendo de lo público una culpa.



Sobre nosotros va a recaer el peso de la prueba de tener que anotar todo si alguien habla con nosotros. Se podría llegar al siguiente absurdo, y espero que nadie se ofenda con el ejemplo que voy a dar. Si algunos de los amigos de las bancas de enfrente que tienen actividades económicas me dicen: “¿Sabe? El paro de los sindicatos portuarios está dañando mi empresa porque no puede exportar fruta”, y en verdad se debe hacer algo para resolver el problema, ¿eso es lobby o no? Depende de quién sea el agente que lo interprete.



Todos los países que buscan transparencia en estas materias tienen un registro público. Si alguien que fue Ministro, que antes influía desde centros de estudios, que venía a plantear su opinión y que mañana quizás vuelva a hacer lo mismo, aunque yo no quiera estar anotando que me llama o que converso con él, voy a estar obligado a hacerlo igual.



Los parlamentarios no solamente tenemos la función de legislar, sino también la de representar. Y aquí se está cercenando, a través de la hipocresía, una función pública.



Señor Presidente, me sorprende la liviandad con la cual se afirma que esto es un avance. ¡Quiero saber dónde está el avance! Yo leo el proyecto una y otra vez. Se toman algunas definiciones que no sé si sean tan innovadoras; pero, en el fondo, todo actor público, el Estado, queda cuestionado en todo momento. Se parte de la presunción de que todos somos culpables si hablamos con alguien.



¡Eso es lo que va a ocurrir!



Y yo, al igual que otro distinguido colega que me antecedió en el uso de la palabra, no estoy dispuesto, por el qué dirán, a dar mi voto favorable a un proyecto que sé que le hará mal a la república.



Quienes estamos acá hablamos con gente durante todo el día. Y yo apuesto, señor Presidente, que nadie va a anotar todas las conversaciones que sostenga. ¡Es imposible! Sin embargo, sabiendo que es imposible, votan a favor.



Creo que hay que decir las cosas como son. Este es un proyecto donde los lobbistas ganaron para que no haya una ley antilobby y pro transparencia.



Voto que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, seamos francos (creo que todos tratamos de serlo, cada uno desde su particular punto de vista): siempre habrá una buena razón para postergar la legislación sobre el lobby.



Ese es el punto de fondo.



No hay que demonizar ni mucho menos idealizar este proyecto, hoy en trámite de Comisión Mixta. Porque su texto está lleno de claroscuros, de luces y sombras. Pero entre legislar y no legislar, entre regular y no regular, yo soy partidario de legislar y de regular, a pesar de todas las deficiencias, insuficiencias, contradicciones y las múltiples críticas que uno podría hacerle, y me hago eco de casi todo lo que se ha dicho desde un punto de vista crítico acerca de sus carencias. 



Resulta evidente que así es. 



La gestión de intereses privados ante órganos públicos es un problema viejo, de muy difícil resolución. Es una sala oscura, una zona gris. 



¿Y por qué hay que legislar y regular? Por una razón muy sencilla, porque hay dos formas de gestionar intereses privados ante órganos públicos: legítimamente o ilegítimamente. 



¿Y qué hace la diferencia al respecto? La regulación, la legislación. ¿En aras de qué? De la transparencia y de la probidad tanto del sector público como del sector privado. 



En ese sentido, esta iniciativa, con todas sus deficiencias -insisto, me hago eco y tengo las mismas preocupaciones y aprensiones que casi todos los colegas han señalado-, a mi juicio, hace una distinción razonable entre lo que es lobby como actividad remunerada -aunque hubiese preferido un registro ex ante y no solo ex post- y lo que se entiende por gestión de interés particular no remunerada. 



Yo prefiero regular, transparentar, legislar respecto de tales materias a no hacerlo. 



¿Cuál es la prueba de la dificultad que existe para que siempre haya “una buena razón” para postergar esta iniciativa? Que llevamos 11 años tratando de legislar sobre el particular. El 5 de noviembre del 2003, el Presidente Lagos presentó el primer proyecto; el 5 de noviembre del 2008 -cinco años después-, la Presidenta Michelle Bachelet envió un nuevo mensaje, y el 23 de mayo del 2012 -hace casi dos años-, el Presidente Piñera hizo lo suyo. 



En definitiva, llevamos 11 años -y perdónenme la expresión- chuteando el problema.



Sin embargo, sumando y restando, el informe de la Comisión Mixta representa un avance, sin perjuicio de que me asiste la convicción de que más adelante habrá que regular de mejor forma lo que hoy estamos aprobando, a lo mejor, de manera imperfecta, parcial, tentativa, preliminar, pero necesaria e impostergable. 



¿Qué deberemos efectuar a futuro? Dos cosas. Primero, garantizar un mayor equilibrio -que no lo veo en este proyecto- entre las obligaciones establecidas para las autoridades y funcionarios (sujetos pasivos) con relación a las de los lobbistas y gestores de intereses particulares (sujetos activos); y segundo, incorporar una adecuada regulación al registro de lobbistas, considerando la modalidad ex ante, que todavía no entiendo -bueno, creo poder comprenderlo, al igual que todos- por qué no se incluyó, pues implica una deficiencia. 



Pero hay avances. Digámoslo claramente. 



Los registros de agenda pública pasan a depender del Consejo para la Transparencia y no de la Secretaría General de la Presidencia. Eso es positivo, porque se trata de un organismo independiente, autónomo, etcétera.



Por esas razones -ya no dispongo de más tiempo-, junto con aceptar todas estas deficiencias, yo por lo menos votaré a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde intervenir al Senador señor Navarro, pero no se encuentra presente en la Sala. 



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor PROKURICA.- ¿Y el Ministro?

El señor PIZARRO (Presidente).- No puedo dar la palabra al señor Ministro durante la votación. Después podrá usar de ella. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, votaré en contra de este proyecto, porque es igual a un Mercedes Benz, pero sin motor. Tiene caja de cambios; volante; asientos, incluso de cuero. Fue construido de una manera habilidosa, artística -diría yo-, sin embargo, no va a caminar. Se subirá el chofer, dará contacto -puede ser como se usa ahora, a través de la llave-, pero no va a encender, porque no tiene motor. 



No existe registro público de lobbistas propiamente tales.



¿Y dónde está lo grave? 



Aquí se ha utilizado la palabra “demonizar” y yo creo que existe ese riesgo, pero de demonizar el sector público. Porque el conjunto de instrumentos que genera este proyecto representa obligaciones hacia el sector público. Por ejemplo, se crean varios registros, pero de actores pasivos. 



Sin embargo, permítanme una consulta, estimados colegas, pues aquí no deberíamos estar hablando de los actores pasivos, sino de los activos, de quienes son los lobbistas propiamente tales. 



La iniciativa en estudio no es para perseguir a los funcionarios públicos, sino para controlar a los lobbistas, a aquellos que desde el sector privado realizan lobby. 



Dije que el proyecto está confeccionado de manera artística y bien hecho -aunque después no funcione-, porque hay artículos que aluden al “registro de lobbistas” que crea esta ley en proyecto. Y cualquiera que les dé lectura dirá: “Claro, en realidad se crearon registros públicos de lobbistas”. Pero ellos son de servidores públicos, no de los privados, no de los representantes de las empresas, que son los que efectúan lobby. 



Entonces, por cierto, se da la sensación de que no hace falta un registro más, pues habrá varios de ellos. Sin embargo, no existirá uno de lobbistas, sino de funcionarios públicos. 



Por lo tanto, ruego a los colegas que han señalado que este es un mal proyecto para que no lo voten a favor, como señaló el Senador Frei, con bastante coraje, porque no va a funcionar. 



Algunos Senadores ya han dicho que el problema estriba en los artículos de prensa que aparecerán mañana. ¿Y qué van a decir los diarios mañana? ¡Ah, rechazaron el proyecto del lobby! Mis estimados colegas, no pensemos en mañana, sino en lo que va a venir después, cuando esta iniciativa no funcione. ¿Y qué van a publicar entonces los medios de comunicación, aquellos que hoy están atentos porque votamos en contra? ¡Los parlamentarios una vez más votaron un proyecto inútil! ¡Cómo no se dieron cuenta de que estaban apoyando una legislación ineficaz, inaplicable!



¡Pero si es obvio! 



Si uno va a una automotora y saca la tarjeta de crédito -como estamos tan modernizados, no ganará la libreta de cheques, porque ya no se usa- para comprar un Mercedes Benz, la precaución elemental que debiese tomar es que tenga motor. 



Sin embargo, este “Mercedes Benz” no posee motor, es decir, no tiene registro público de lobbistas, ¡de los que hacen lobby; no de los actores pasivos, no del servidor público, no del funcionario!, porque él siempre está colgando de un hilo; siempre, por anga o por manga, le va a caer la teja. 



El parlamentario también estará ahí siempre: en la picota, frente al juicio de la opinión pública. Y me parece correcto que se encuentre bajo la atención de ella. Se trata de un servidor público, que se presentó a una elección, por lo que debe responder.



Pero, por favor, aquí no nos estamos refiriendo a la función de los parlamentarios, sino intentando regular la gestión que realizan los que van al sector público, al Parlamento; los que recorren las oficinas, no solo del Congreso Nacional, sino las de los consejos regionales, de los municipios, de los servicios públicos, que tienen tiempo, relaciones, redes y dinero para intervenir, interferir y distorsionar, en función de intereses particulares, las decisiones económicas que debe tomar el sector público. 



Esas personas, en este proyecto, no son objeto de ningún registro, pueden seguir actuando en la completa impunidad, ya que permanecen entera y totalmente invisibles. 



¿Quiénes van a seguir siendo colgados día a día? Los funcionarios públicos.



¡Bonita ley de lobby es la que pretendemos, en que a la opinión pública le ofrecemos un vehículo interesante, atractivo, pero que no tiene motor!



Yo preferiría, en ese caso, no comprar. Por lo menos yo no lo voy a hacer.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, habríamos preferido un debate más extenso. Pero el Gobierno está apresurado, quiere más estadísticas para el Presidente Piñera. Porque, al final -y está bien-, desea salir de su mandato con un gran número de proyectos aprobados, entre los cuales se encuentra la resolución del que establece normas sobre el lobby.



Fui el primero en presentar, hace 11 años, una iniciativa de ley sobre el lobby. Estuve en Washington; conversé con los lobbistas, con los Senadores republicanos y demócratas. En definitiva, hicimos el debate. Nosotros proponíamos una Oficina de Registro de Lobbistas dependiente de la Contraloría General de la República. Elaboramos un diseño. Y a la primera sesión en la Cámara Baja para ver ese proyecto, más otro de los Diputados Burgos y Tohá, se cambia el criterio y se señala que debe ser el Ministerio de Justicia el que administre todo lo que tenga que ver con el registro de lobbistas.


¿Y quiénes propiciaban eso? ¡Los lobbistas! Y en Chile existen connotados lobbistas.



El debate es bueno, señor Presidente.



Cabe recordar que la única Administración de Estado que tiene regulado el lobby es Estados Unidos. No existe en Europa, no hay ni una sola legislación en América Latina: no existe ley de lobby. Solo la tiene Estados Unidos, donde hay industrias que mueven miles de millones de dólares y cientos de miles de lobbistas. Así están las estadísticas: movilizan miles de millones de dólares y decenas de miles de lobbistas. Porque los intereses son grandes en la democracia más grande, o en el país militarmente más poderoso del mundo.



Entonces, cuando iniciamos ese proyecto de ley queríamos que hubiera transparencia para mejorar la política, a fin de que la gente volviera a creer en ella, y que los intereses corporativos o los conflictos de intereses, que existen, estuvieran desnudos, fueran claros.



El lobby seguirá existiendo. Lo único que pretendemos es que sea transparente.



¿Es legítimo el lobby? Por cierto que sí.



Tiene una empresa, una corporación, un sindicato. A ese sector le asiste el legítimo derecho de informar a los legisladores, de convencerlos hacia sus posiciones.



Por ejemplo, en el proyecto Octopus, en la Región del Biobío, se hizo lobby. Me he reunido dos veces con todos los actores. Tienen derecho a realizarlo. 



¿Los pescadores artesanales, la junta de vecinos pueden juntarse? Sí, señor Presidente.



Nosotros, cada vez que nos reunimos lo hacemos de manera pública e informada.



Pero el proyecto que hoy día nos proponen es más bien un prototipo que no va a cumplir su tarea. O sea, obligarnos a los sujetos pasivos de lobby a que declaremos y que no exista un registro de lobbistas es engañarnos a nosotros mismos, es mentirnos en el Solitario.



Yo quiero un registro de los lobbistas, señor Presidente. Porque el mecanismo de que cada servidor público que sea objeto de una reunión deba declararla no garantizará nada. Por el contrario, nos va a llenar de denuncias, puesto que ello queda al arbitrio de cada cual.



Lo más formal es que exista un conjunto de lobbistas. Ellos son los autorizados a hacer lobby en el Congreso Nacional y también en el Ejecutivo. ¿O me van a decir también que los lobbistas no van a la Moneda, a los Ministerios, a los gobiernos regionales? Concurren a los servicios públicos, a todos los lugares de la Administración Pública, a los municipios, en fin.



Entonces, uno quisiera que los que realizan tal actividad se inscribieran en el registro de lobbistas, y la ciudadanía supiera quién es el lobbista y quién es el sujeto del lobby, sea parlamentario, alcalde, concejal, funcionario público o Presidente de la República.



Ese es el mecanismo óptimo para tener transparencia sobre los contenidos, la oportunidad, el objetivo y el sujeto del lobby. El resto solo se halla destinado a crear controversia, a dañar lo que tenemos hoy día, que es una administración en donde no hay ley de lobby, pero en que opera -comillas- la conciencia de aceptar o no la reunión y de declarar o no aquello.



Todos hemos sido objeto de lobby de manera permanente. Y este hecho no constituye delito.



Hicimos el esfuerzo para establecer una ley de lobby con registro de lobbistas, tal como la tiene Estados Unidos. O sea, esta democracia del sur del continente innova, y toda la experiencia norteamericana desde los años 50 hasta la fecha se echa al tacho de la basura: “Están equivocados los yanquis”. Allá hay registro de lobbistas, pero en Chile no. Aquí somos mejores.



No, señor Presidente. Acá queremos aparentar que habrá una ley de lobby, pero ello no va a suceder, no habrá transparencia para esta actividad.



¡Ojalá tengamos pronto una ley de lobby de verdad!



Voto que no, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, la verdad es que durante esta sesión he cambiado mi voto exactamente cuatro veces.



Yo sé que en las tribunas se hallan varios amigos de la fundación Ciudadano Inteligente y otras ONG, que por cierto también hacen lobby. No sé bien cuál es la categoría exacta; me parece que la describió el Senador Letelier.



Ahora, creo que es bueno, para quienes nos están escuchando, partir con una definición de lobby.



El lobby consiste en efectuar gestiones de representación de intereses ante autoridades públicas en forma directa y privada. Y tiene un objetivo: conseguir que los intereses de quienes realizan esta actividad sean representados adecuadamente en las decisiones que la autoridad tome finalmente.



Nadie podría decir que el lobby sea ilegítimo o ilícito.



Algunos países cuentan con leyes que regulan el lobby: Estados Unidos, a nivel federal y en 49 de los 50 estados; Canadá, y Perú (lo señalo por las afirmaciones que se han hecho en esta Sala); mientras otros poseen distintas normas que rigen el comportamiento de los funcionarios públicos, como Inglaterra, o establecen procedimientos básicos de inscripción de organizaciones, como el Parlamento Europeo.



Acá, lo primero que uno debe entender es que el lobby es una actividad profesional y que está sujeta a ciertos estándares; ergo, el lobby es una actividad legítima y se traduce en un mercado necesario de regular.



¿Cuál es el principal problema del lobby en nuestro país? Según algunos actores y el propio Gobierno, existe la percepción de que es una actividad mala. Entonces, entrar a regularla representa un problema.



En esa línea, se consagra la idea de crear un registro de lobbistas ex post. Y pasamos de un proyecto de ley que regula esta actividad a uno de transparencia, y no a una iniciativa sobre el lobby.



Señor Presidente, creo que erramos en el camino, y lo que pretendemos con la ley en proyecto -lo describió gráficamente el Senador Escalona- no se conseguirá.



Muchos de nosotros -por no decir todos- a diario nos enfrentamos a las conversaciones y reuniones con actores que defienden sus intereses.



Lo vimos en bullados y connotados proyectos de ley, como el de pesca.



En esa oportunidad yo me reuní con la industria. Y lo señalé rápidamente en la prensa, en la radio; di los nombres de los personajes con los que sostuve conversaciones. ¿Por qué? Porque como no existe un registro y nos reunimos a cada rato con tales actores, no hay información adecuada y uno se ve expuesto, de acuerdo a cómo vota en definitiva, a la acusación de comportamientos no éticos o inadecuados.



Ahora, señor Presidente, creo que lo más importante -he leído varias minutas sobre esta materia; no me ha tocado asistir a la Comisión- lo estamos obviando.



Por eso mi duda al marcar mi voto.



En un principio marqué que sí; luego abstención; posteriormente, que no, y después de escuchar algunas intervenciones de Sus Señorías en este minuto estoy absteniéndome.



Todavía puedo cambiar de opinión, como me señala un Honorable colega. Porque lo medular de esta discusión no se recoge en la normativa que nos ocupa.



Fue el punto que le hicimos ver en todas las formas al Gobierno: la creación ex ante de un registro de lobbistas.



Si sabemos que hay lobby; si conocemos a sus actores; si sabemos que cada una de las materias que se debaten en este Parlamento, sobre todo las que involucran intereses económicos, van a significar consecuencias a favor o en contra de los distintos mercados, ¿por qué no podemos tener claridad acerca de quiénes son los que se dedican a defender intereses en forma legítima? ¡Por qué!



Si se argumenta que el lobby es legítimo; si se aduce que es relevante avanzar en la legislación en proyecto, ¿por qué se obvia lo más significativo?



¿Acaso no nos atrevemos a enfrentar la discusión de fondo, que tiene que ver con otra materia, que no se aborda: la política y su financiamiento?



¡Esa es la pregunta que no nos atrevemos a responder! 



Por eso, señor Presidente, sigo y seguiré atenta al relato, escuchando a mis colegas, para ver cómo voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, fue bien impresionante escuchar el relato que hizo el colega Ignacio Walker cuando señaló las fechas de los diferentes proyectos que para regular la materia en debate se han presentado en el Congreso Nacional: 2003, 2008, 2012.



¡Mediante tres iniciativas de ley, llevamos once años discutiendo sobre el lobby!



Para hacer corta la historia, debo indicar que, en mi concepto, el interés por regular el lobby es para hacerlo transparente y darle un marco en el cual se puedan desenvolver "legítimas opiniones, o tal vez, presiones o visiones respecto a determinada materia que ha de ser resuelta por funcionarios públicos".



Primera definición: se dice que el lobby es legítimo y se permitirá. Porque estamos regulándolo, no prohibiéndolo.



Se expresa, pues, que el lobby está permitido: eso entiendo como consenso en el debate.



Y se indica que lo regulan de una forma u otra Estados Unidos, países de Europa, etcétera.



Dos: además de permitir el lobby, vamos a regularlo.



Entonces, surge la pregunta -y hago corta la historia para quienes se interesan por lo que realizamos acá y ven la transmisión televisiva de nuestras sesiones-: si el lobby está permitido y es legítimo, ¿cuál es el meollo, qué está produciendo la diferencia? O sea, si sostenemos que esa actividad es legítima y que hay que posibilitarla y regularla, ¿por qué el principal sujeto, el sujeto activo, no queda reglado en la forma debida, en un registro donde se diga: "Yo soy lobbista y realizo en mi vida profesional una función a fin de expresar puntos de vista de gente que me contrata. ¿Para qué? Para influir"?


Como lo malo per se no es la influencia sino la forma en que ella se ejerce, hay que hacerla transparente.



Me acabo de reunir con cinco dirigentes gremiales que hablaron en representación de personas que laboran en el dique flotante de Valparaíso, esa especie de barco azul que se ve en el mar. Dichos personeros vinieron a pedir apoyo para trabajadores eventuales del astillero SOCIBER porque, como el dique se va a mover a Talcahuano debido a la ampliación del puerto, van a perder su pega, pues no se hallan contratados: quieren influir en una decisión para que el Estado, o la empresa portuaria, o la empresa privada mitiguen los efectos del problema que se va a registrar.



Para mí, eso es legítimo, tal como lo sería, por ejemplo, que un gremio de agricultores contratara a una empresa para que hiciera un estudio en que se demostrara la necesidad de ponerle derechos compensatorios a la harina de trigo importada desde Argentina.



En consecuencia, uno quiere que, siendo legítima la actividad de lobby, quienes se dedican a ella estén registrados.



Lo anterior, debido a que cualquiera que esté viendo esta sesión podría preguntarse por qué solo debe ser el Senador Lagos el que asuma la responsabilidad de decir que habrá de definir quiénes son lobbistas a partir de su obligación de señalar "Me reuní con fulano o con la empresa tal, que me vino a plantear esta preocupación".



Y no hablo de intereses. ¡Si las personas que nos ven a diario en los pasillos y nos piden audiencia no son corruptas ni chuecas y no plantean cuestiones oscuras! Actúan de la manera como quieren que se hagan las cosas en Chile. Y a los parlamentarios nos eligen para que definamos cómo se hacen las cosas en nuestro país.



En consecuencia, me asiste pleno derecho para proceder en tal sentido. Y quienes me eligieron tienen pleno derecho para venir a decirme: "Senador Lagos, le solicito que haga esto, esto y esto otro". Y yo no opongo problemas para informarlos.



Sí, pienso que carece de explicación que quienes hacen del lobby una profesión no queden registrados previamente como sucede en países razonables.



Por lo tanto, cuando el Senador Ignacio Walker expresa que nos demoramos once años para llegar a esta definición, debo inferir que hay gente que no desea que aquello se haga público.



Hago un pie de página, señor Presidente.



Quiero saber si este proyecto de ley regula o no la situación en que un ministro llama a un parlamentario para que le apruebe determinado proyecto.



Me gustaría que eso fuera público.



Durante una acusación constitucional reciente, se sostuvo que un Diputado modificó el voto a cambio de algo. Y después dijo que era por becas.



Me gustaría que todo eso lo supiéramos.



¿Y cómo ha sido con los ministros de la Corte Suprema?



¿Cómo se administra el nombramiento de los miembros del Consejo Nacional de Televisión?



¿Hay llamadas particulares, privadas, reservadas? ¿Tienen que hacerse públicas?



Cuando recibimos un llamado del Ministro de Hacienda o del Ministro Larroulet para pedirnos que aprobemos un proyecto de ley o el nombramiento de un consejero del Banco Central, ¿es obligación de cada uno de nosotros hacerlo público?



Más importante: ¿tiene la autoridad obligación de hacer público que llamó al Senador Lagos Weber para pedirle el voto para tales efectos?



No sé si la ley en proyecto lo regula. Pero -perdónenme- no solo se trata de una cuestión de intereses públicos y privados: elegir a un ministro de la Corte Suprema, o a un miembro del Consejo Nacional de Televisión, o a un consejero del Banco Central que va a definir qué pasa con la inflación en Chile es igual de relevante.



Voto en contra, señor Presidente.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite plantear una cuestión de Reglamento, señor Presidente?
El señor PIZARRO (Presidente).- No puedo darle la palabra, señor Senador, pues estamos en votación. Debe esperar que concluya.


Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto de ley que ha sido objeto de una tramitación muy larga y que presenta una disyuntiva difícil al momento de decidir.



Durante muchos años se ha debatido esta iniciativa, que aborda una materia que importa sobremanera regular.



Cuando llegamos a este instante, luego de que una Comisión Mixta resolvió en votación dividida las divergencias surgidas, cada Senador se encuentra ante la alternativa de determinar si aprueba o no el informe recaído en el proyecto que avanza en la regulación del lobby pero que, a mi juicio, no regla un aspecto fundamental, que ha sido señalado por varios Senadores: la existencia de un registro previo, obligatorio para todos los lobbistas, perciban o no remuneración.



Eso me parece clave, señor Presidente. Y, lamentablemente, no se logró en la Comisión Mixta.



Frente a la situación descrita, he pensado, he reflexionado. En la bancada, en muchas ocasiones escuchamos al Senador Frei exponer con bastante fuerza sus argumentos.



En lo personal, he llegado a la conclusión de que más vale tener algo que no tener nada. Y quisiera que nuestra futura Presidenta, Michelle Bachelet, quien entiende muy bien lo que es el lobby, mandara, ojalá entre sus primeros proyectos, uno destinado a corregir la situación expuesta. Porque necesitamos con urgencia una ley de lobby completa, que establezca el registro previo de todos los lobbistas.



La iniciativa que nos ocupa esta tarde constituye un avance en la materia. Por eso, voy a votar favorablemente.



Sin embargo, al mismo tiempo, quiero dejar claro que la ley en proyecto está incompleta en un aspecto fundamental.



Espero, pues, que la futura Presidenta y los parlamentarios que seguirán en el Congreso Nacional tengan en consideración el vacío de que adolece este articulado para poder llenarlo mediante una iniciativa que ojalá se envíe en un corto plazo, una vez que asuma el nuevo Gobierno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, yo no voy a usar la metáfora del Mercedes, pero sí la de la casa.



Uno pretende sacar una ley transparente y que le permita a la opinión pública saber qué relación existe entre quienes hacen lobby y las autoridades con capacidad para resolver cuestiones económicamente favorables.


Porque de eso estamos hablando.



Uno puede decir: “Porque no se incluyó el registro de lobbistas profesionales, voy a quemar la casa”.



Yo tengo la impresión de que no es necesario quemar la casa. Porque en esta iniciativa se establece quiénes son lobbistas y quiénes sujetos de lobby. Y hay una buena precisión sobre ello. Además, todo el mundo estará obligado a informar.



La ley en proyecto tiene muchos ripios, probablemente. Por ejemplo, en cuanto a qué pasa cuando un parlamentario se encuentra con alguien en la calle. Habrá diferencias y problemas que deberán subsanarse.



Empero, lo razonable es que exista un mecanismo mediante el cual la opinión pública sepa, por ejemplo, que vino el Presidente de la Asociación de Bancos para hablar con determinado parlamentario porque no le parecía adecuado bajar la tasa máxima convencional; o el dueño de una empresa pesquera porque quería que votaran en contra de un proyecto modificatorio de la Ley de Pesca, etcétera.



Eso se halla asegurado en esta iniciativa.



Yo fui de quienes la vez anterior defendieron la existencia del registro de lobbistas profesionales, por ser, además, la forma más fácil de proteger al funcionario público.


Porque uno tiene la posibilidad de decir claramente: “Me reuní con tal lobbista”.


En el proyecto se señala que lobbista es aquel que realiza una gestión o actividad remunerada. Pero hay lobbistas que probablemente no ejercen actividad remunerada pero efectúan lobby respecto de los interesados en hacer el negocio.



En fin, hay muchos problemas. Pero, sin duda, este proyecto constituye un avance.



Ahora, en mi opinión, algo no está claro. Y creo que el Parlamento sí debe resolverlo. Porque el lobby no consiste simplemente en que alguien vino a hablar conmigo para que votara de determinada manera: asimismo, tiene que ver con la recompensa que logra la autoridad por actuar en favor de quien realizó el lobby.


¡Eso es complejo!


Señor Presidente, aquí no se ha tramitado ni discutido un proyecto de ley que presentamos con el Senador Navarro a propósito de la transparencia de los recursos que se les entregan a los parlamentarios y a los partidos políticos.



Ahí existe una clara forma de establecer criterios en orden a si se reciben o no dádivas como consecuencia del lobby hecho por quienes tienen recursos para llevarlo a cabo.


Porque también hay lobby de sindicatos. 


Me acabo de reunir -se refirió a una situación similar el Senador Lagos- con los dirigentes de Gendarmería, quienes están preocupados porque el Ministro Larroulet se comprometió a presentar…

El señor NAVARRO.- Y no lo ha hecho.

El señor GÓMEZ.-… un proyecto de ley que permita disponer criterios en materia de seguridad de los gendarmes en su trabajo, o sea, del riesgo profesional. Se supone que lo va a enviar. Le hicieron lobby al Ministro; me hicieron lobby a mí. Y si eso hay que publicarlo, me parece bien.



Sin embargo, lo más relevante es la publicación de las cuentas electorales: cuánta plata reciben los partidos políticos y quién se la entrega.


¡Ahí sí que estamos hablando en serio! ¡Ahí sí que estamos diciendo claramente dónde se hallan los recursos y adónde van!


La entrega de fondos es legítima; la ley lo permite. No obstante, en mi opinión, la fórmula es muy simple: si alguien quiere poner recursos en una cuenta electoral, que el SERVEL le diga al parlamentario o al partido “El señor equis, dueño de tal empresa, le depositó cien millones de pesos” y que el destinatario tenga un plazo para aceptar o rechazar. De esta manera la ciudadanía sabrá si recibimos o no plata de privados; y después verá cómo se vota o de qué manera se resuelven los problemas.


Ahí ya estamos hablando de una unidad completa con respecto a la transparencia, que es lo que el país espera.



Señor Presidente, teniendo diferencias con la ley en proyecto, sin ninguna duda votaré a favor, porque permitirá transparencia inicial. Y si en el próximo Gobierno la Presidenta Bachelet decide introducir cambios, en el Parlamento venidero debiera haber mayorías suficientes para llevar adelante los que se quieran.



Por lo tanto, en mi concepto, hay que votar a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo no esperaba hablar con motivo de esta iniciativa, pues tengo un problema de voz. Empero, después de oír algunas intervenciones, debí leer de nuevo el proyecto para ver si había entendido mal o si en torno a él había una cantidad de inexactitudes francamente sorprendentes.



Para bien o para mal, debo quedarme con la segunda tesis.



Leo el articulado, y veo que muchas de las cosas que se han mencionado aquí no existen o son completamente inexactas.



¿Qué busca este proyecto de ley, que no es la panacea ni algo maravilloso? Transparentar las gestiones o actividades remuneradas que ejercen personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, para promover, defender o representar un interés particular influyendo en las decisiones que deban adoptar determinadas autoridades.



O sea, ante la pregunta de algunos parlamentarios en orden a si son todos lobbistas o si un ministro puede serlo respecto de un miembro del Congreso, la respuesta es no. Está definido lo que es ser lobbista.


Entonces, no digamos que esto da para cualquier cosa. Si fuera así, todos quedaríamos muy confundidos.



Se sostiene que si alguien recibe un llamado telefónico o un mail está obligado, cualquiera que sea la circunstancia, a publicarlo.



¡Eso es completamente inexacto!


Las actividades reguladas son aquellas destinadas a obtener decisiones: elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de un acto administrativo, de una ley o de un contrato; diseño, implementación y evaluación de políticas públicas; o bien, actividades conducentes a evitar que se adopten decisiones.



Eso, señor Presidente, no gustándome especialmente, se encuentra superclaro.



Entonces, ¿por qué se dice aquí, en el Parlamento, que cualquier cosa puede interpretarse el día de mañana como lobby?


No es así: está definido exactamente.



Y una tercera línea de argumentación plantea que se impedirá la representatividad propia de los parlamentarios. Incluso, un Senador que me antecedió en el uso de la palabra manifestó que las acciones de representación deberían quedar amparadas en este mismo concepto.



Tras leer el texto, observé que en él hay normas que permiten cautelar la representatividad propia del Congreso Nacional al no vincularla con la acción del lobby.



Expresamente se dice que no se hallan regulados por la ley en proyecto “Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquéllos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación”.



Tampoco lo están “Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos” -para estos efectos, los parlamentarios- “en el ejercicio de sus funciones”; ni “Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo”; ni “La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente”; ni “Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo (...) siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias”.



Por tanto, yo al menos no veo el fantasma del manipulador de arriba, con el que siempre hay que tener cuidado, que está digitando las acciones personales de todo tipo que realiza un parlamentario o un ministro.



Entonces, señor Presidente, tengo la impresión de que aquí, para hacerle una zancadilla a cualquier proyecto que busque transparentar una acción modificatoria de ley o de acto administrativo, hay una cantidad de argumentos francamente sorprendente. Porque si uno junta en una licuadora todos los argumentos, solo queda claro que nada puede resultar.



Ahora bien, insistiendo en que no soy un partidario especial del proyecto en sí mismo, le reconozco algo a la autoridad.


Yo, que suelo ser duro con el Ministro Larroulet, quiero exculparlo al menos de las responsabilidades que se procura endosarle. Porque, si fuera él y oyera los comentarios formulados, que abarcan el arcoíris total de la diferencia, consideraría imposible sacar una ley de lobby. Y lo concreto es...



¿Me da un minuto más, señor Presidente, que se me va a acabar el tiempo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Con dificultades, con trastabillones, con rasguños, lo cierto es que estamos despachando un cuerpo legal que creo que muchos no querían que saliera.



Y más allá de requerirse, obviamente, un proceso de aprendizaje -entiendo que siempre tenemos que actuar de buena fe y buscar que una institución funcione-, estimo que aquí hay un conjunto de disposiciones razonables.



Ahora, siempre pueden registrarse excesos. Juzgo que la Ley de Transparencia, respecto de la cual tuve muchas más dudas, terminó en eso. Le pregunté sobre el particular a un Ministro y considero erróneo que 25 funcionarios pagados por el Estado se destinen solo a contestar preguntas basadas en esa normativa, algunas de las cuales no tienen nada que ver con la transparencia, sino que ayudan para efectos distintos.



Espero que ello no ocurra con la iniciativa de que se trata. Después de una reflexión profunda, concluyo que al final se orienta en un buen sentido.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿El Honorable señor Zaldívar quería hacer alguna aclaración? No puedo darle la palabra, pero...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Mantendré mi voto, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, opino que es importante informar, también, cuándo la ley va a empezar a regir. Según lo que dice, será tres meses después de publicado el reglamento.



Hay algunas otras cuyo reglamento todavía no se ha publicado…



Deseo recordar que cuando votamos la idea de legislar manifesté una aprensión para el efecto de que directores, gerentes y altos funcionarios de empresas públicas tuvieran que ser incluidos como sujetos pasivos. Y ello no se verificó. La excepción tiene lugar en el ámbito en que se realiza la mayor cantidad de negocios -estoy pensando en ENAMI, en ENAP, en CODELCO- y la estimo muy grave.



Cabe traer a colación cuánto perdió Chile con ocasión de la venta de futuros en CODELCO. Algunos afirman que se dejaron de percibir 4 mil millones de dólares y otros llegan hasta 7 mil millones. Me pregunto cuántas reformas tributarias, por ejemplo, involucra la pérdida. Podríamos haber solucionado tantos problemas de no haber mediado ese mal negocio.



Creo que se comete ahora un tremendo error. Espero que la ley en proyecto tenga otra que la complemente. Resulta impresentable que los funcionarios de empresas del Estado no queden como sujetos pasivos de lobby.



Me gustaría que el señor Ministro pudiera explicar la situación. Se lo consulté hace pocos minutos.



A mi juicio, ello no va por el camino correcto. Cabe considerar el poder económico que recae en quienes resuelven licitaciones, por ejemplo. Y el lobby que se hace para ganar esos contratos no se contempla.



No he resuelto acerca de la votación, señor Presidente, pero me gustaría que mediara un compromiso del Ejecutivo en orden a que se incluirá a las empresas del Estado -y sobre todo las grandes- en las que este tenga una participación importante de un 50 por ciento o más.



Es complicado formular ahora la consulta, pero me gustaría tener una respuesta al respecto del señor Ministro.

El señor PIZARRO (Presidente).- No puedo darle la palabra a este último, Su Señoría. Ello solo procedería en el caso de una rectificación, no de una aclaración.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿No es posible una excepción en este caso?



Podría tratarse de una rectificación.

El señor PIZARRO (Presidente).- No puedo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta por 24 votos contra 6, 3 abstenciones y un pareo, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier y Navarro.



Se abstuvieron la señora Rincón y los señores Prokurica y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Ruiz-Esquide.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Larroulet.
El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, después de once años, como han dicho algunos señores Senadores, de discutir sobre iniciativas reguladoras del lobby, nos encontramos hoy día en un momento que no puede dejar de ser considerado muy significativo, sin duda, en la historia de esta Corporación.



Ahora, si uno escucha el debate, se explica por qué ha tomado ese tiempo legislar sobre la materia.



Los proyectos anteriores precisamente acentuaban lo que algunos de Sus Señorías han expresado para criticar la normativa: ponían el énfasis en la regulación de quien se defina lobbista de acuerdo con la ley. La impresión del Ejecutivo es que la causa principal de la falta de legislación radica en ese punto.



En el mundo existen dos grandes modelos de regulación del lobby: el estadounidense, que acentúa en los lobbistas activos, y el inglés, que desde sus orígenes ha profundizado más en la necesidad de transparencia de quienes son sujetos de lobby y, a través de ese mecanismo, de informar y contar con un registro de lobbistas.



Producto de ese diagnóstico, ante la necesidad de contar con un ordenamiento en la materia, el Ejecutivo propuso la alternativa de legislación aprobada hoy día aquí, en la Sala.



¿Cuál es la gran gracia de la normativa? Lo han manifestado aquí varios señores Senadores. La ventaja es que se centra en la transparencia de todos los servidores públicos en el Poder Ejecutivo, tanto central como descentralizado. O sea, quedan comprendidos los consejeros regionales, los concejales.



El ámbito se extiende también al Congreso Nacional. 



Y aquí hago un paréntesis para aclarar algo que se ha dicho incorrectamente en el Hemiciclo. La iniciativa no incluye las actividades de representatividad. El proyecto comprende todas las actuaciones de lobby, remunerado y no remunerado, que le hacen a un parlamentario para influir en la formación de la ley.



Por lo tanto, ha sido una equivocación cuando algunos señores Senadores han aseverado que la normativa obliga incluso a regular, por ejemplo, los correos electrónicos. De hecho, en el Senado se encuentra desde hace más de dos años una iniciativa sobre transparencia que sí lo hace. Desgraciadamente, no hemos podido avanzar en ella.



Repito que el texto pone el énfasis en la transparencia. Y, por eso, estamos convencidos de que será una contribución significativa para mejorar el problema principal de la actividad política hoy día. ¿Cuál es este? La falta de confianza del ciudadano en los actores y las instituciones políticas.



¿Y cómo se logra mejorar lo anterior? Entre otras cosas, permitiendo una mayor transparencia en la actividad pública tanto del Poder Legislativo como del Poder Ejecutivo.



Han mediado intervenciones como si en el texto no hubiera nada con respecto a los sujetos activos ni a empresas o personas que hacen lobby. ¡Falso! Existe una regulación completa para sujetos activos o pasivos. Por ejemplo, se dispondrá de un registro público de los primeros. Y el que no cumpla la ley estará sujeto a sanciones penales.



En consecuencia, si alguien lee rigurosamente las disposiciones, se va a dar cuenta de…



¿Me concede un minuto más, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo tiene, señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Deseo terminar mis palabras felicitando a esta Corporación por el trabajo realizado y especialmente valorando la contribución decisiva de integrantes de la Comisión de Gobierno, como asimismo la de Diputados.



Otros dos proyectos van en la misma dirección, uno de ellos el relativo a la probidad pública. ¡Cuántos años se ha discutido sobre el fideicomiso ciego! Si después de un trabajo riguroso en la otra rama del Congreso estamos ad portas de aprobarlo, ¿por qué no lo hacemos también en esta legislatura?



Lo mismo sucede con el que perfecciona el Consejo de la Transparencia y la Ley sobre Transparencia, que lleva aproximadamente dos años en la Comisión de Gobierno del Senado.



Así como se ha despachado la normativa sobre el lobby, que resulta trascendental para los chilenos, espero que en las pocas sesiones que quedan sea posible acoger también iniciativas clave para mejorar la confianza en la institucionalidad democrática como las que he mencionado.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡El Senado se reunirá miles de veces en el futuro…! No son pocas las sesiones que le quedan.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Cámara de Diputados, con el cual esta comunica que despachó las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 6190-19) (Véase en los Anexos, documento 14).
El señor PIZARRO (Presidente).- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Aprovechando la presencia del señor Ministro, deseo manifestarle una opinión personal.



Me llama la atención que el veto venga con “discusión inmediata”. La materia es bastante sensible y delicada, por lo que me parece que no sería conveniente que fuera analizada durante la mañana en Comisión y despachada en la tarde en circunstancias de que la Sala tiene una tabla bastante complicada por las urgencias que el propio Gobierno ha colocado.



No quiero generar un debate con respecto a estas últimas, pero, según entiendo, en la Cámara de Diputados discutieron el asunto durante más de un mes, habiendo sido estudiado por las comisiones especializadas, entre ellas la de Constitución.



En el Senado intervinieron las Comisiones de Educación y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, y se ha debatido al interior de Secretaría si el proyecto tiene que pasar o no a la Comisión de Constitución. El Presidente de esta última me sugirió que, a pesar de tratarse de un asunto complejo, desde el punto de vista constitucional, lo lógico es que lo examine la Comisión que lo conoció durante toda su tramitación.



Entonces, lo que deseo manifestarle al señor Ministro es que preferimos que retire la calificación de la urgencia y que sea posible analizar el proyecto como corresponde, con la profundidad que sea necesaria. Porque, si no, lo más probable es que los Senadores se vean obligados al rechazo.



No sabemos bien cómo se construyó un acuerdo en la Cámara y todos los que han participado en el estudio tienen derecho a analizarlo, evaluarlo y saber si va en la línea correcta o no.

El señor COLOMA.- Esa es su opinión, señor Presidente, la que no es compartida.

El señor PIZARRO (Presidente).- Dejé constancia de que es mi parecer.



Le entrego esa información a la Sala, porque dice relación con lo que sucederá mañana.

El señor GÓMEZ.- ¡Es un juicio compartido por la mayoría!

El señor PROKURICA.- ¿Podemos celebrar una reunión de Comités?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿El señor Ministro desea decir algo o va a pensar en el punto, como corresponde?

El señor NAVARRO.- ¡Lo va a conversar esta noche con la almohada…!

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, el Ejecutivo siempre está abierto, por supuesto, a las sugerencias que se plantean en esta Honorable Sala. Sin embargo, la “discusión inmediata” no es arbitraria, sino producto de que efectivamente el proyecto resulta muy relevante. Recordemos que fue objeto de un largo debate en el Senado. La ciudadanía tiene un interés sustantivo, a propósito de competencias en el futuro cercano, en la incorporación de la nueva tecnología. Y, además, como ha sido informado en la prensa -imagino que también por las directivas de los partidos-, ha habido un acuerdo político importante, un consenso en la Cámara de Diputados, lo que permite confiar en la posibilidad de que se pueda citar, si es necesario, a la Comisión de Constitución junto con la de Transportes y Telecomunicaciones, que es la que lo va a estudiar, de tal manera que podamos discutirlo en la tarde en la Sala.



Para nosotros, como Poder Ejecutivo, la iniciativa es demasiado relevante, sin lugar a dudas -y creo que represento la opinión mayoritaria aquí-, como para que no pueda ser despachada por esta Corporación.

El señor PIZARRO (Presidente).- No vamos a generar un debate sobre el particular, señor Ministro. Usted es el que maneja las urgencias.



¿El Senador señor Prokurica solicita algo?

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, usted ha planteado un punto complejo. Le pido citar a reunión de Comités para que podamos abordarlo y buscar alguna solución.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasaremos al Tiempo de Votaciones. La reunión de Comités puede ser convocada para después o para mañana a primera hora.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

AMPLIACIÓN DE TRATAMIENTOS ESPECIALIZADOS DE

CUIDADO PALIATIVO A TODA ENFERMEDAD TERMINAL.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable señora Pérez San Martín, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República la modificación del decreto supremo N° 39, de 2013, del Ministerio de Salud, para ampliar los tratamientos especializados de cuidados paliativos a todas las enfermedades terminales.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1629-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito que se persigue es llenar un vacío respecto de enfermedades también en fase terminal distintas del cáncer.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos afirmativos).


Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Navarro, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio). 

SOLUCIÓN DE PROBLEMAS CAUSADOS POR LEY N° 20.255 EN SISTEMA DE SALUD LABORAL DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Muñoz Aburto y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1634-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal para resolver los problemas que la ley Nº 20.255 causa, en su sistema de salud laboral, a los trabajadores independientes.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos afirmativos).


Votaron la señora Allende y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma y Uriarte. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Hacienda, con el objeto de que presente un PROYECTO DE LEY PARA RECUPERACIÓN DE AHORROS DESDE CAJA CENTRAL DE AHORROS Y PRÉSTAMOS, A CUYA EXISTENCIA LEGAL PUSO TÉRMINO LA LEY N° 18.900.


Del señor HORVATH:



A los señores Director Nacional de Vialidad, Director General de Aguas, Director de Obras Hidráulicas y Director de Vialidad de la Décima Región, solicitándoles SUSPENSIÓN DE TRABAJOS DE CONSTRUCCIÓN DE CAMINO ALEDAÑO A RÍO FUTALEUFÚ  (Décima Región).



De la señora RINCÓN:



A la señora Ministra de Obras Públicas, planteándole REPARACIÓN O REMPLAZO DE COLAPSADO PUENTE CHUPALLAR, DE LINARES, POR OTRO CON MAYOR SOPORTE, y pidiéndole FISCALIZACIÓN E INFORME ACERCA DE CONSTRUCCIÓN DE NUEVO PUENTE SOBRE RÍO MAULE, ENTRE COMUNAS DE COLBÚN Y SAN CLEMENTE (ambos de la Región del Maule), y al señor Ministro de Agricultura, haciéndole presente DEMORA EN TRÁMITE DE FIRMA DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA ENTRADA EN VIGENCIA DE REGLAMENTO DE LEY DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS PARA EL MAÍZ. 
)---------------(


--Se levantó la sesión a las 19:58.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REBAJA EL IMPUESTO TERRITORIAL CORRESPONDIENTE A PROPIEDADES DE ADULTOS MAYORES VULNERABLES ECONÓMICAMENTE

(9199-05)


Oficio Nº 11.103


VALPARAÍSO, 15 de enero de 2014

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente, correspondiente al boletín N°9199-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- En caso que el importe de la tercera y cuarta cuota de impuesto territorial de un año y de la primera y segunda cuota de dicho impuesto del año siguiente, todas correspondientes a una propiedad no agrícola con destino habitacional, sea superior al cinco por ciento de los ingresos anuales del contribuyente de dicho impuesto del año anterior al año de la tercera y cuarta cuota aludidas, el importe referido será disminuido de forma tal que sea equivalente a dicho cinco por ciento, siempre que, además, se cumplan los siguientes requisitos copulativos:


1.- Tener el contribuyente beneficiario al menos 60 años de edad si es mujer o 65 años de edad si es hombre, en el año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.


2.- Que los ingresos anuales del contribuyente no excedan de la cantidad equivalente al tramo exento de pago del impuesto global complementario, considerando para este efecto el valor de la unidad tributaria anual en el mes de diciembre del año anterior a aquél en que se hace efectiva la rebaja.


3.- Que el inmueble por el que se hace efectiva la rebaja se encuentre inscrito a su nombre, exclusivamente o en conjunto con su cónyuge o hijos que hayan sucedido a su cónyuge fallecido, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, con al menos dos años de antigüedad al 31 de diciembre del año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.


4.- Que el respectivo inmueble se encuentre destinado efectivamente a la habitación.


5.- Que el avalúo fiscal vigente del inmueble en el semestre del cobro del impuesto territorial por el que se hace efectiva la rebaja, no exceda de la cantidad de setenta y cinco millones de pesos, al 1 de julio de 2013, cantidad que se reajustará semestralmente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de la ley N° 17.235. En caso que el contribuyente tenga más de una propiedad que califique para el beneficio, éste se aplicará a la que tenga el avalúo fiscal mayor.


6.- Que la suma de los avalúos fiscales de los bienes raíces del contribuyente, independientemente de su serie o destino, no exceda de cien millones de pesos, reajustada en la misma forma, considerando para estos efectos el avalúo vigente en el semestre del cobro del impuesto territorial respectivo.


Esta rebaja será aplicada una vez considerada la exención general habitacional y las rebajas a que diere lugar el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, o la ley N°9.135, según corresponda.


En el caso de cónyuges que sean copropietarios de un inmueble que califique para la rebaja, para verificar el cumplimiento del requisito del número 6, deberá sumarse al avalúo fiscal del referido inmueble el de otros bienes raíces que los cónyuges posean en forma conjunta y los que cada uno posea en forma separada. Asimismo, en este caso, cada uno de los cónyuges deberá cumplir el requisito del límite de ingresos anuales indicado en el número 2. Si uno de los cónyuges supera dicho límite, el beneficio dispuesto en este artículo se otorgará al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, en forma proporcional, esto es: el importe anual de impuesto territorial que corresponda al inmueble respectivo se dividirá en función del porcentaje de derechos o cuotas que cada uno de los cónyuges tenga en el inmueble referido. La parte de dicho importe anual que corresponda asignar al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, no podrá superar el cinco por ciento de sus ingresos anuales. Aquella parte que supere dicho monto, deberá ser rebajada de la cuota anual de impuesto territorial correspondiente al inmueble beneficiado.


Igual beneficio y aplicando las mismas reglas indicadas en el inciso anterior para la aplicación del beneficio en forma proporcional, tendrá el cónyuge sobreviviente que habite el inmueble respectivo, sea que lo posea a título de usufructuario o de comunero en conjunto con su hijo o hijos de 24 años de edad o mayores, en la medida que cumpla con los requisitos precedentes, sin que sea aplicable la antigüedad de dos años establecida en el número 3. En este caso, para efectos de los requisitos establecidos en los números 5 y 6, no se sumarán los avalúos de los bienes raíces de cualquier clase o serie que el o los hijos del cónyuge sobreviviente pudieren poseer, ni serán considerados dichos bienes para la aplicación de la rebaja establecida en este artículo. Si el o los hijos son menores de 24 años de edad y se encuentran estudiando, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a gozar de la totalidad del beneficio y no en forma proporcional.


El beneficio que se establece en este artículo se aplicará respecto de la tercera y cuarta cuota del impuesto territorial del año siguiente a aquél en que se cumplan los requisitos para su obtención, y por la primera y segunda cuota del año subsiguiente, y así sucesivamente.


El Servicio de Impuestos Internos deberá verificar cada año, con los antecedentes que obren en su poder, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo, haciendo una propuesta de rebaja del impuesto territorial, la cual deberá ser previamente aceptada por el contribuyente, en la forma y plazo que dicho Servicio fije mediante resolución. La propuesta será notificada a través de carta certificada o correo electrónico, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11 del Código Tributario. Aunque no se haya verificado notificación alguna o se haya efectuado en otra forma que la legal, se tendrá por notificada la propuesta desde que el contribuyente a quien afecta haga ante el Servicio o en el sitio web institucional, cualquiera gestión, trámite o actuación, que suponga conocimiento de ella. Los contribuyentes que no hayan sido considerados por el Servicio para dicha propuesta, o que no concuerden con la propuesta elaborada, podrán siempre solicitar el beneficio que se establece en este artículo ante el Director Regional del referido Servicio que corresponda a su domicilio, acompañando los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos, en la forma y plazo que el referido Servicio determine mediante resolución. Las resoluciones a que se refiere este inciso deberán ser dictadas por el Servicio de Impuestos Internos dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


En todo caso, los contribuyentes podrán reclamar del giro de la cuota de contribuciones que no haya considerado la rebaja el beneficio establecido en este artículo en conformidad a lo dispuesto en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario.
Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N°830, de 1974:


1) Modifícase el artículo 149 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “del mes siguiente al de” por “de los ciento ochenta días siguientes a” y agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte: “Respecto del avalúo asignado a un bien raíz en la tasación general, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N°19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis, salvo la de su letra b), en que el plazo para que se entienda rechazada la reposición será de noventa días.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “sólo podrá” por “y la reposición, en su caso, sólo podrán”.


c) Intercálase en el inciso final, entre la palabra “reclamación” y las expresiones “que se fundare”, la frase “o la reposición”.


2) Reemplázanse en el artículo 150 la expresión “a los artículos 28°., 29°., 30°. y 31°.” por “con lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V”; el guarismo “30” la segunda vez que aparece, por “90”, y agrégase la siguiente oración final, a continuación del punto aparte: “Respecto de las modificaciones individuales de los avalúos de los predios, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N°19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis.”.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- El beneficio que se establece en el artículo 1° de esta ley se aplicará a las cuotas de impuesto territorial que se giren desde el semestre siguiente al de su entrada en vigencia. Con todo, si la presente ley tiene vigencia con anterioridad al 30 de mayo de 2014, para el impuesto territorial que se devengue el año 2014, la rebaja establecida en esta ley regirá respecto de la primera y segunda cuota del impuesto territorial de dicho año, considerando la información que el Servicio del Impuestos Internos obtuvo en la Operación Renta 2013. En este caso, y para efectos de cumplir con el requisito establecido en el número 5 del artículo 1° de esta ley, se considerará el avalúo fiscal del inmueble vigente al 1° de julio de 2013.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL FONDO CONCURSABLE DE APOYO DIRECTO AL ADULTO MAYOR

(9156-32)

Oficio Nº 11.097
VALPARAÍSO, 15 de enero de 2014.
Con motivo del mensaje, informe, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea un fondo concursable de apoyo directo al adulto mayor, correspondiente al boletín N° 9156-32, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

NORMAS PRELIMINARES

Artículo 1°.- Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor. Créase un Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, en adelante denominado también e indistintamente “el Fondo”, destinado al financiamiento de iniciativas de apoyo directo al adulto mayor, que se estructurará en tres líneas de acción: 

a) Línea de acción de Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores.

b) Línea de acción de Centros Diurnos del Adulto Mayor.

c) Línea de acción de Cuidados Domiciliarios para Adultos Mayores.

El Fondo será administrado por el Servicio Nacional del Adulto Mayor, en adelante denominado también e indistintamente “SENAMA”, y será provisto por los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

Artículo 2º.- De las definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:

1) Instituciones que postulen proyectos para ser financiados por el Fondo, o Instituciones: órganos de la Administración Central; órganos públicos, incluidas las municipalidades; corporaciones municipales; o instituciones privadas sin fines de lucro, que se encuentren inscritas en el registro de prestadores de servicios remunerados o no a adultos mayores, establecido en el artículo 3º letra g) inciso segundo de la ley Nº 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, y que administren uno o más Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores, o uno o más Centros Diurnos, o bien, que presenten experiencia comprobable en la realización de cuidados domiciliarios, a través de acciones dirigidas a adultos mayores en situación de dependencia leve, moderada o severa, de acuerdo a la línea de acción a la que se postule. Las personas que presten servicios a estas instituciones, en cualquiera de las líneas de acción a que se refiere la presente ley, no podrán haber sido condenadas, o encontrarse actualmente procesadas o formalizadas por un crimen o simple delito o condenadas por violencia intrafamiliar.

 Respecto de los organismos de la Administración Central, estos fondos no se incluirán en sus respectivos presupuestos.

2) Adulto mayor en situación de vulnerabilidad: Persona de 60 o más años de edad que se encuentre en situación de pobreza o menoscabo en su calidad de vida, o en riesgo concreto o potencial de ello, según se desprenda de la información obtenida por aplicación de la Ficha de Protección Social o del instrumento que la reemplace.

3) Adulto mayor en situación de dependencia: Persona  de 60 o más años de edad que requiere apoyo y asistencia de otra persona debido a la falta o la pérdida de capacidad física, psíquica o intelectual para desarrollar por sí misma las actividades básicas o instrumentales de la vida diaria, pudiendo esta falta o pérdida de capacidad ser leve, moderada o severa, de conformidad con la definición que el Ministerio de Salud establezca para estos efectos en el reglamento respectivo y sus modificaciones.

4) Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores o ELEAM: Establecimientos en que residen personas de 60 o más años de edad que, por motivos biológicos, psicológicos o sociales, requieren de un medio ambiente protegido y cuidados diferenciados y cuyo funcionamiento se encuentra autorizado por la autoridad competente.

5) Centro Diurno: Espacio físico donde se atiende a adultos mayores en situación de vulnerabilidad y dependencia leve, prestándoles durante el día servicios socio sanitarios y de apoyo familiar preventivo a través de la atención de necesidades personales básicas, actividades socioculturales y de promoción para un envejecimiento activo. Estos centros, que son supervisados por la autoridad competente, tienen por objeto favorecer la autonomía, independencia y permanencia de los adultos mayores en el entorno habitual.

6) Cuidados Domiciliarios: es el conjunto de servicios de apoyo socio sanitarios, prestados en el propio hogar de aquellos adultos mayores en situación de vulnerabilidad y dependencia moderada o severa, para mejorar su calidad de vida y que cuentan con la supervisión de la autoridad competente.

TÍTULO II

DE LAS LÍNEAS DE ACCIÓN DEL FONDO CONCURSABLE

Párrafo 1º

De la Línea de acción de Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores

Artículo 3º.- Línea ELEAM. La Línea de acción de Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores, en adelante denominada también e indistintamente “la Línea ELEAM”, está destinada al financiamiento total o parcial de iniciativas de apoyo directo a los adultos mayores residentes en el ELEAM, que se encuentren en situación de vulnerabilidad, dependencia, o que sean víctimas de violencia o maltrato en conformidad con lo establecido por las leyes que rigen sobre el particular  y lo que disponga el reglamento vigente sobre esta materia.

Las iniciativas de apoyo directo señaladas en el inciso anterior serán aquellas que contengan los servicios dirigidos a los adultos mayores beneficiarios, debiendo considerar la satisfacción de necesidades básicas, tales como alojamiento, alimentación y convivencia integral; atención médica especializada, estrategias de integración a la comunidad y protección de sus derechos, y servicios de promoción del envejecimiento activo, especialmente en las áreas física, cognitiva y social, de acuerdo a lo solicitado en las respectivas bases de concurso. 

En el caso que la Institución postulante sea administradora de más de un ELEAM, podrá presentar un proyecto de iniciativas de apoyo directo para cada uno de ellos.

En ningún caso estas iniciativas podrán consistir en el financiamiento de la construcción de infraestructura. Asimismo, para la obtención de recursos de este Fondo, el ELEAM en el que se ejecutará el proyecto no podrá encontrarse recibiendo financiamiento permanente por parte de SENAMA, lo que será acreditado a través de la certificación respectiva de este servicio.

Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social y visado por la Dirección de Presupuestos, establecerá los requisitos de postulación para las instituciones que concursen a través de proyectos de iniciativas de apoyo directo para ser financiados por el Fondo, en la Línea ELEAM; el sistema de selección aplicable a los proyectos postulados para la adjudicación de los recursos, y los procedimientos de adjudicación y de suscripción de los convenios respectivos. También establecerá el procedimiento de asignación de recursos para los proyectos adjudicados. Asimismo, señalará los mecanismos, requisitos, condiciones y criterios de selección de beneficiarios;  los requisitos y condiciones de las personas que presten servicios en la atención de los adultos mayores y demás normas necesarias para la correcta ejecución y supervisión de este Fondo en la Línea ELEAM.

Artículo 4º.- De la postulación. Las Instituciones podrán optar al financiamiento otorgado por la Línea ELEAM, cumpliendo los requisitos que exijan esta ley, el reglamento y las bases administrativas y técnicas correspondientes.
Párrafo 2º

De la Línea de acción de 
Centros Diurnos del Adulto Mayor

Artículo 5º.- Línea de Centros Diurnos. La Línea de acción de Centros Diurnos del Adulto Mayor, en adelante denominada también e indistintamente “la Línea de Centros Diurnos”, estará destinada al financiamiento total o parcial de proyectos que consistirán en servicios integrales de prevención del deterioro funcional, promoción del envejecimiento activo y de la autonomía del adulto mayor vulnerable usuario del centro diurno, y de la prestación de servicios de apoyo a su grupo familiar y cuidadores, todos los cuales se impartirán en el Centro Diurno.

Los servicios integrales comprenderán una evaluación del adulto mayor usuario que se encuentre en situación de vulnerabilidad con dependencia leve, la elaboración de un plan de intervención individual y las formas de ejecución, el cual se realizará preferentemente a través de actividades grupales en el Centro Diurno.

En el caso que la institución postulante sea administradora de más de un Centro Diurno de Adulto Mayor, podrá presentar un proyecto de  iniciativas de apoyo directo para cada uno de ellos.

En ningún caso estas iniciativas podrán consistir en el financiamiento de la construcción de infraestructura.

Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, establecerá los requisitos de postulación para las instituciones que concursen a través de proyectos de iniciativas de apoyo directo para ser financiados por el Fondo, en la Línea de Centros Diurnos; el sistema de selección aplicable a los proyectos postulados para la adjudicación de los recursos; y los procedimientos de adjudicación y de suscripción de los convenios respectivos. También establecerá el procedimiento de asignación de recursos para los proyectos adjudicados. Asimismo, señalará los mecanismos, requisitos, condiciones y criterios de selección de beneficiarios; los requisitos y condiciones de las personas que presten servicios en la atención de los adultos mayores y demás normas necesarias para la correcta ejecución y supervisión de este Fondo en la Línea de Centros Diurnos.

Artículo 6º.- De la postulación. Las Instituciones podrán optar al financiamiento otorgado por la Línea de Centros Diurnos, cumpliendo los requisitos establecidos por esta ley, el reglamento y las bases administrativas y técnicas respectivas. 
Párrafo 3º

De la Línea de acción de Cuidados Domiciliarios para Adultos Mayores

Artículo 7º.- Línea de Cuidados Domiciliarios. La Línea de acción de Cuidados Domiciliarios para Adultos Mayores, en adelante denominada también e indistintamente “la Línea de Cuidados Domiciliarios” estará destinada al financiamiento total o parcial de proyectos presentados por las Instituciones, cuyo objetivo sea contribuir a mejorar la calidad de vida de adultos mayores en situación de vulnerabilidad y dependencia moderada o severa, que residan en su domicilio y que cuenten con un cuidador o cuidadores, a través de la entrega de servicios socio sanitarios de apoyo al adulto mayor y respiro a su o sus cuidadores.

Los servicios socio sanitarios comprenden la evaluación por parte de un equipo profesional para la elaboración de un plan de intervención individual, ejecutado por un asistente domiciliario, en el domicilio del adulto mayor.

Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, establecerá los requisitos de postulación para las instituciones que concursen a través de proyectos de iniciativas de apoyo directo para ser financiados por el Fondo, en la Línea de Cuidados Domiciliarios, el sistema de selección aplicable a los proyectos postulados para la adjudicación de los recursos, y los procedimientos de adjudicación y de suscripción de los convenios respectivos. También establecerá el procedimiento de asignación de recursos para los proyectos adjudicados. Asimismo, señalará los mecanismos, requisitos, condiciones y criterios de selección de beneficiarios, los requisitos y condiciones de las personas que presten servicios en la atención de los adultos mayores y demás normas necesarias para la correcta ejecución y supervisión de este Fondo en la Línea de Cuidados Domiciliarios.

Artículo 8º.- De la postulación. Las Instituciones podrán optar al financiamiento otorgado por la Línea de Cuidados Domiciliarios cumpliendo los requisitos que establezcan esta ley, el reglamento, y las bases administrativas y técnicas respectivas.

TÍTULO III

DEL FINANCIAMIENTO Y SUPERVISIÓN DE LOS PROYECTOS QUE POSTULEN AL FONDO DE INICIATIVAS DE APOYO DIRECTO AL ADULTO MAYOR
Artículo 9º.- Del financiamiento de los proyectos. Para efectos de adjudicar los recursos del presente Fondo a las instituciones postulantes, SENAMA convocará a un concurso público, para cada una de las líneas de acción reguladas en la presente ley, las cuales se regirán por las bases administrativas y técnicas que para estos efectos elabore este servicio.

La resolución que apruebe las bases del fondo concursable deberá contemplar, a lo menos, los requisitos y condiciones que deben cumplir los proponentes para que sus propuestas sean aceptadas, los requisitos, etapas y plazos del o de los llamados a concurso, los plazos y modalidades de aclaración de las bases, la entrega y apertura de las propuestas, la adjudicación y firma del convenio, los criterios que serán considerados para decidir la selección, la forma de designación de la comisión evaluadora, entre otras materias, velando por la debida imparcialidad, eficacia y perfeccionamiento de los métodos de selección.

Cualquier asignación directa, sin mediar concurso público, deberá ser realizada mediante resolución fundada y razonada del Director Nacional del SENAMA, previa aprobación del Ministro de Desarrollo Social, debiendo cumplir con todos los requisitos establecidos en las bases.

La totalidad del proceso deberá dar plena observancia a lo establecido en las leyes y reglamentos vigentes referidos a la materia, en especial a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Una vez seleccionados los proyectos, en cada una de las líneas de acción, SENAMA celebrará los convenios respectivos con las instituciones adjudicatarias en conformidad a lo que se establezca en el reglamento respectivo.

Artículo 10.- Determinación del monto de la subvención. Para efectuar el llamado a concurso, en las bases de licitación respectivas el SENAMA determinará el monto mensual de la subvención ofrecido por cada línea de acción subvencionable, según los siguientes criterios:

1) Nivel de dependencia de los adultos mayores atendidos.

2) Temporalidad de inicio de operación en el caso de la Línea de Acción del Establecimiento de Larga Estadía.

3) La disponibilidad y costos de los recursos humanos y materiales necesarios, considerando la localidad en que se desarrollará el proyecto.
4) La cobertura de la atención.

Para la determinación del monto a pagar, los reglamentos respectivos especificarán el método de cálculo para cada línea de acción. En él se establecerán los parámetros objetivos que delimitarán las categorías de cada criterio y los valores de los factores asociados a dichos parámetros. Estos factores, a su vez, se aplicarán a los valores base especificados en el artículo siguiente.

Artículo 11.- Rangos de la subvención. La subvención ofrecida por SENAMA por cada línea de acción, se determinará de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior y deberá respetar los siguientes rangos, expresados en unidad de fomento:

	Línea de acción
	Forma de pago
	Rango

	Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores.
	Por adulto mayor institucionalizado 
	3,272 UF a 5,236 UF 

	Centros Diurnos del Adulto Mayor
	Por adulto mayor atendido
	1,745 UF a 2,181 UF

	Cuidados Domiciliarios para Adultos Mayores
	Por adulto mayor atendido
	0,521 UF a 0,871 UF


Artículo 12.- Los reglamentos respectivos especificarán las modalidades que estarán comprendidas en cada línea de acción, el valor correspondiente a ellas, las particularidades de sus formas de pago y los procedimientos para la rendición de los recursos transferidos.

Artículo 13.- De la supervisión. Corresponderá a SENAMA la supervisión de la ejecución de los proyectos. Dicha supervisión incluirá, entre otros aspectos, el correcto cumplimiento de los objetivos y metas establecidos en los convenios suscritos entre SENAMA y las instituciones adjudicatarias, la verificación de la situación de vulnerabilidad y dependencia de los adultos mayores beneficiarios, la correcta ejecución de los recursos que por ello se transfieran y las demás labores y actuaciones necesarias para la supervisión de conformidad con lo que se disponga en los reglamentos respectivos.


Las instituciones adjudicatarias deberán asegurar a SENAMA, la información que requiera para la correcta supervisión de los proyectos, así como el libre acceso a sus recintos.

Artículo 14.- Del término y modificación de los convenios. SENAMA estará facultado para poner término anticipado o modificar los convenios celebrados, mediante resolución fundada, cuando los objetivos de los mismos no sean cumplidos, sus resultados no alcancen el grado establecido como mínimamente satisfactorio de acuerdo a lo señalado en el convenio, no se le permita acceder a los recintos o se le niegue la información solicitada,  o cuando los derechos de los adultos mayores beneficiarios, de cualquiera de las líneas de acción, no sean debidamente respetados, previa verificación de lo anterior por parte de SENAMA.

Las Instituciones podrán reclamar de las resoluciones de SENAMA, conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.880. Un reglamento establecerá las formalidades y demás procedimientos que deberán seguirse para determinar el término anticipado o modificación de los convenios.

Artículos transitorios
Artículo primero.- Los reglamentos a que se refiere el artículo 12 deberán ser dictados dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.
Artículo segundo.- El gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia se financiará con el presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1.282, DEL AÑO 1975, DEL MINISTERIO DE HACIENDA, QUE ESTABLECE EL MONTO DE IMPUESTOS Y EXENCIONES, EN LAS ACTUACIONES DEL SERVICIO DE REGISTRO CIVIL E IDENTIFICACIÓN

(9192-07)

Oficio Nº 11.108
VALPARAÍSO, 16 de enero de 2014.
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1.282, del año 1975, del Ministerio de Hacienda, que establece monto de impuestos y exenciones en actuaciones del Servicio de Registro Civil e Identificación, correspondiente al boletín N° 9192-07, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY


“

Artículo único.- Sustitúyese el numeral 23, del número 1, Párrafo A, “ACTUACIONES GRAVADAS”, del decreto con fuerza de ley N° 1.282, del Ministerio de Hacienda, de 1975, que establece monto de impuestos y exenciones en actuaciones del Servicio de Registro Civil e Identificación, por el siguiente:



“23. Matrimonios celebrados o inscritos fuera de la Oficina_________________________________ 21.680



Por estos matrimonios, cuando se celebren o inscriban en horas distintas de las que corresponden a la jornada ordinaria de trabajo, el oficial civil percibirá, por concepto de derechos arancelarios, el cincuenta por ciento calculado sobre la base del impuesto que grave esta actuación en el momento de la celebración o inscripción, el que será financiado en su totalidad por los contrayentes.”.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): José Miguel Ortiz Novoa, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRA DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA A LA SEÑORA ANDREA MARÍA MERCEDES MUÑOZ SÁNCHEZ

(S 1632-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de S.E. el Presidente de la República para designar, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez, en la vacante provocada por el cese de funciones de don Roberto Jacob Chocair.


Se deja consta que en el oficio en el que el Ejecutivo hace su proposición, se ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


A la sesión en que la Comisión consideró este asunto asistió, especialmente invitada, la abogada señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez. 


Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, la jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González; la directora de la Unidad de Estudios de la Excma. Corte Suprema, señora Constanza Collarte y el periodista de la Dirección de Comunicaciones de dicho tribunal, señor Héctor Cruzatt.


Asimismo, estuvieron presentes el abogado asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; la abogada asesora del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis; el abogado asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash y el abogado asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.

- - -


Hacemos presente que, según lo dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado S.E. el Presidente de la República, debe ser considerada en una sesión especial de esta Corporación. 


Asimismo, dejamos constancia que para aprobar la referida proposición se requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.
- - -
ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1. Constitución Política de la República:


El artículo 78 de la Ley Fundamental establece que la Corte Suprema se compone de veintiún ministros, los que son nombrados por Su Excelencia el Presidente de República, con acuerdo del Senado.


El inciso cuarto del mencionado precepto dispone que cinco de los miembros de este tribunal serán abogados extraños a la administración de justicia, que deberán estar en posesión del título respectivo por a lo menos quince años, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria, y cumplir los demás requisitos que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.

1.2. Código Orgánico de Tribunales. 

El artículo 254 señala que para ser ministro de la Corte Suprema se requiere ser chileno, tener título de abogado, y haber ejercido la profesión por a lo menos quince años.

1.3. Reglamento del Senado. 


El artículo 205 prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO


En los antecedentes de la presente proposición, el Primer Mandatario recuerda que se encuentra vacante un cargo de ministro de la Excma. Corte Suprema por cese de funciones por fallecimiento del señor Roberto Jacob Chocair.


Para proveer dicha vacante y de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 78 de la Constitución Política, con fecha 26 de abril de 2013, el Máximo Tribunal llamó a concurso público para seleccionar a los candidatos a ocupar la mencionada vacante.


Una vez cumplida esta etapa, el día 24 de mayo  de 2013, el Pleno de la Excelentísima Corte Suprema, convocado especialmente para tal efecto, confeccionó la nómina de los candidatos seleccionados, resultado elegidos, de entre los 12 postulantes que en esa oportunidad fueron votados, los siguientes abogados:

	Jorge Lagos Gatica
	11 votos

	Daniel Peñailillo Arévalo.
	8 votos

	Miguel Ángel Nacrur Gazali
	7 votos

	Virginia Cecily Halpern Montecino.
	7 votos

	Andrea Muñoz Sánchez
	4 votos



Esta cinquena fue comunicada al Jefe de Estado mediante el oficio N° 305, de fecha 27 de mayo de 2013.


Por su parte, con fecha 7 de enero de 2014, el Primer Mandatario, mediante oficio GAB PRES Nº 20, comunicó al Senado que había escogido a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez para ocupar el cargo vacante, solicitando el acuerdo de esta Corporación para designarla como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema.


La Sala del Senado tomó conocimiento del referido oficio en sesión celebrada el día 8 de enero del año en curso, oportunidad en la cual también se dio cuenta de la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Según consta en el currículum vitae adjunto al referido oficio, la candidata es chilena, licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales por la Universidad de Chile. Obtuvo el premio Pedro Nicolás Montenegro a la mejor egresada de la promoción 1975-1979, en la carrera de Derecho de la Facultad de Derecho de la referida Universidad. Se  tituló de abogada el año 1981.




Ha cumplido una destacada labor docente en diversos centros académicos, como la Universidad Diego Portales, la Universidad Alberto Hurtado, y la Universidad de Chile.




En la Universidad Diego Portales ha desarrollado una amplia labor académica especialmente en los cursos de derecho civil que se imparten a los estudiantes pregrado y de postgrado. Ha sido profesora de Derecho de Familia y de políticas de la infancia y la adolescencia. En esa misma facultad ha desempeñado labores como secretaria académica, decana subrogante y miembro del Consejo de Facultad.





Igualmente ha integrado, por dos períodos consecutivos, el Consejo Directivo de la Academia Judicial, cargo que llegó a ejercer previo acuerdo del Senado.

Asimismo, cumplió labores como Fiscal de la Superintendencia de ISAPRES, entre los años 1995 a 2000.

En el ámbito jurisdiccional, cabe destacar que, entre los años 2005 a 2013, se ha desempeñado como abogado integrante de la Corte de Apelaciones de Santiago.
Finalmente, corresponde también indicar que la profesora Muñoz ha asesorado al Poder Legislativo en diversos proyectos de ley, especialmente en materias vinculadas al derecho de familia, tal como consta en el currículum vitae que se acompaña al presente informe.
Asimismo, ha publicado diversos estudios y artículos vinculados a las materias ya indicadas.

- - -

CONSIDERACIÓN DE ESTE ASUNTO EN LA COMISIÓN


Al iniciarse el estudio de esta proposición, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, ofreció la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, quien manifestó que el currículum de doña Andrea Muñoz Sánchez da cuenta de las fortalezas profesionales y académicas que la candidata posee para cumplir dignamente con el cargo a que ha sido propuesta en la Excma. Corte Suprema.


Agregó que la postulante cuenta con una destacada trayectoria académica; en el ámbito jurídico; en políticas públicas y en el Poder Judicial. Agregó que ella formó parte de la Comisión Nacional de Ética Pública, entidad que fue muy trascendente en la elaboración de las reformas que se han aprobado en este ámbito. 


Sostuvo que si doña Andrea Muñoz es ratificada por el Honorable Senado, ella constituirá, sin lugar a dudas, un importante aporte a nuestro Poder Judicial, específicamente en la Excma. Corte Suprema.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra a la señora Andrea Muñoz Sánchez, quien inició su exposición agradeciendo a S.E. el Presidente de la República, por la confianza que ha depositado en ella al proponerla para integrar la Excma. Corte Suprema, lo que constituye un honor, pero también una gran responsabilidad, a la cual está dispuesta a dedicar sus mejores esfuerzos. 


Asimismo, agradeció la invitación que la Comisión le  extendió, ya que le da la oportunidad de exponer, aunque brevemente, algunos aspectos de su vida profesional, hacer algunas reflexiones acerca del sistema de justicia chileno y explicar, en fin, el aporte que  eventualmente podría hacer desde su experiencia como abogado externo a la judicatura. 


Celebró, además, que la audiencia sea pública porque le parece una señal de transparencia que resulta beneficiosa para el  Poder Judicial y para el sistema previsto para definir quienes ocupan estos cargos.


Hizo presente que el curriculum vitae que acompañó a su postulación contiene los detalles relativos a su vida académica y profesional. No obstante lo anterior, manifestó que le gustaría destacar las dos líneas o ejes que de alguna manera marcan lo que ha sido su vocación o quizás los caminos por donde ha intentado desarrollarse profesionalmente. 


Expresó que ha dedicado gran parte de su vida profesional a la actividad académica, la que se inició como ayudante del departamento de Derecho Privado en la Universidad de Chile, cuando recién egresó de esa Facultad  y, luego, como profesora de Derecho Civil de la Universidad Diego Portales, donde hizo clases regulares en el pregrado desde 1985 hasta el año 2010. Puntualizó que hoy día sólo participa en actividades de posgrado. 


Seguidamente, recordó que formó parte del staff inicial de la Escuela de Derecho de la Universidad Diego Portales, debiendo incluso reemplazar al profesor Jorge Correa Sutil en el decanato de la Facultad, cuando éste fue llamado a la secretaría ejecutiva de la Comisión Rettig, en los 90 del siglo pasado.


Añadió que como consecuencia de lo anterior, se involucró en un proyecto de universidad que se orientó tempranamente al tema de las políticas públicas, donde tuvo oportunidad de ir descubriendo y asentando su interés por contribuir, desde lo académico y lo técnico, a la esfera de lo público, constituyéndose éste en el otro gran eje que ha definido su actividad profesional. 


Indicó que le motivó trabajar en asuntos de interés general, que fueran en la línea de contribuir a  mejorar el sistema de justicia, o a perfeccionar el derecho sustantivo en materias de su especialidad, como ocurrió con la Ley de Filiación, que sustituyó íntegramente el régimen vigente hasta la fecha, el cual distinguía entre hijos legítimos, naturales y simplemente ilegítimos, y la nueva Ley de Matrimonio Civil, que finalmente se hizo cargo de regular el tema de las rupturas matrimoniales, en cuyos proyectos y tramitación en el Congreso tuvo el privilegio de participar junto a otros académicos. 


Puntualizó que su designación como miembro de la Comisión Nacional de Ética Pública le permitió tomar conciencia de la necesidad de robustecer la institucionalidad y de crear herramientas que dieran mayor transparencia a la función pública, de manera de prevenir los actos de corrupción. 


Declaró que en lo que al sistema de justicia se refiere, tuvo la oportunidad de trabajar en una de las primeras experiencias sistemáticas que se hicieron en el país, en torno a la capacitación judicial, a través de una asociación entre la Corporación de Promoción Universitaria (CPU) y la asociación de magistrados y más específicamente el Instituto de Estudios Judiciales. Agregó que lo interesante de este proyecto es que no apuntaba a que los académicos le enseñaran a los jueces, sino que fue un trabajo mancomunado de jueces, académicos y abogados del foro, en un esfuerzo por averiguar cuáles eran las verdaderas necesidades de formación y perfeccionamiento de los jueces y ensayar talleres y actividades de capacitación que fueran relevantes para la experiencia judicial. Recordó que hasta esa fecha las actividades de que se tenía noticia se limitaban a transmitir más y más derecho vigente. 


Señaló que dicha experiencia le permitió ser nombrada como miembro del Consejo de la Academia Judicial, cuando ésta se creó, junto con el profesor Enrique Barros, ambos en el cupo de los representantes del mundo académico, con aprobación del Senado, durante los dos primeros períodos, es decir, entre 1995 y 2003, aproximadamente.  


Afirmó que participó en toda la etapa fundacional de la Academia, lo que significó  reflexionar y definir – ahora de un modo institucional y a la luz de lo que ya había precisado la ley creada a ese efecto -  cuestiones tan básicas y tan importantes, como (1) qué necesitan los jueces aprender (y que abarcan habilidades y destrezas en cuestiones funcionales, como por ejemplo, saber dirigir una audiencia de juicio oral, hasta la capacidad para desarrollar una argumentación jurídica que justifique de una manera adecuada la decisión jurisdiccional), (2) las características o condiciones personales que se esperan de un juez (como su imparcialidad e independencia), y (3) las metodologías adecuadas para capacitar  profesionales que pretenden ser jueces o ejercen ya la función judicial, que requieren más que de una clase magistral, del ensayo práctico, a través de pasantías y solución de casos prácticos, acompañados – y esto es fundamental – de la reflexión sobre cómo mejorar distintos aspectos de la función judicial, lo que evita repetir las malas prácticas, crear soluciones novedosas y estar abiertos a implementar las mejores ideas que surjan acá o en el resto del mundo.


Destacó que a casi 20 años de la creación de la Academia Judicial uno puede mirar hacia atrás con bastante orgullo, porque sin perjuicio de falencias o imperfecciones, efectivamente es una institución que se ha consolidado como un pilar fundamental dentro del Poder Judicial  en la medida que cumple una función no menor, cual es la de seleccionar y formar a los profesionales que potencialmente pasarán a ser los futuros jueces de la República. 


Sostuvo que es de particular importancia la función de selección, ya que la Academia, como puerta de entrada al Poder Judicial, ha instalado métodos objetivos, que modificaron las antiguas y arraigadas costumbres que privilegiaban vías de ingreso que no decían relación necesariamente con el mérito. Agregó  que eso es lo que uno quisiera ver también mejor reflejado en el sistema de calificaciones, de manera de poder contar con vías de ascenso en la carrera judicial, acordes con el sello impreso en el acceso a este poder del Estado.  


Aseveró que gracias a la Academia, por otra parte, se ha podido afrontar con éxito la gran cantidad de reformas orgánicas y a los procedimientos que se sucedieron en los últimos años, dotando a los nuevos tribunales del país de profesionales conocedores y comprometidos con la función. En este sentido, hizo presente que se ha producido un aumento exponencial en este período de funcionarios del Poder Judicial. Recordó que en el año 1994 tenía 2.800 miembros, cantidad que en la actualidad se ha elevado 11.000 cargos, y donde  el 64 por ciento de los profesionales que forman parte del escalafón primario son egresados de la Academia Judicial.


Connotó que producto de esta reforma, el Poder Judicial ha cambiado en los últimos 20 años. Igualmente han cambiado las demandas de acceso a la justicia, por eso, sostuvo, es bueno que el Consejo de la Academia y su Director estén impulsando – como lo han estado haciendo desde el año pasado -  una nueva evaluación para ajustarse a lo que demanda el escenario actual. Añadió que ella ha sido parte del proceso de crecimiento de la institución y estimó que en esta etapa de su evolución vuelve a ser muy importante preguntar a los propios jueces y también a otros operadores jurídicos lo que esperan de la judicatura y lo que hay que mejorar. 


En la línea de aportar algunas otras reflexiones sobre el sistema de administración de justicia, afirmó que  después del ciclo de importantes reformas orgánicas al Poder judicial y al sistema procesal introducidas en  estos últimos años, en el ámbito penal, laboral y de familia, se ha consolidado un modelo que implicó un profundo cambio en la manera de impartir justicia, que es hora de implementar también en el ámbito civil, cuyo sistema procesal responde a una sociedad muy diferente a la actual y en el que el tipo de conflicto que se ventila ha cambiado consecuencialmente. 


Puntualizó que, por las razones que sean, el colapso de los tribunales del crimen, la urgencia de una justicia especializada en materias de familia o la búsqueda de una mayor eficiencia en cuestiones que atañen al mundo laboral, se puede explicar que la reforma procesal civil haya quedado para el final, en circunstancias que su condición de “derecho común” en el orden procesal, hacía suponer que inauguraría el ciclo de reformas. Explicó que lo anterior, ha producido algún grado de desajuste cuando, por ejemplo, los procedimientos penales o de familia derivan al estatuto procesal civil, en forma supletoria, debiendo prevenir que ello es en la medida que esas normas no sean incompatibles con los principios que informan el procedimiento de que se trata. 


Remarcó que el hecho de ser la última gran reforma pendiente al procedimiento tiene la ventaja de que se puede beneficiar de los criterios y principios que ya se han consolidado y es así como se ha observado que en su tramitación en la Cámara de Diputados, donde ha habido consenso en la idea de introducir, al igual que en las anteriores reformas, pero con los matices que demanda la naturaleza de estos asuntos, el principio de oralidad y la consecuente inmediación, una mayor concentración del procedimiento, un rol más activo del juez, un sistema de valoración de la prueba conforme a la sana crítica y, en fin, una simplificación del sistema de recursos, entre otras materias, todo lo cual mejorará sustancialmente el sistema, en términos de tiempo, transparencia y acceso a la justicia.


Enfatizó que las discrepancias o aspectos en que se ha producido un mayor debate, se refieren fundamentalmente al llamado Recurso Extraordinario, que de algún modo supone ahondar en el rol que le asignamos a la propia Corte Suprema, o el de la denominada “carga dinámica de la prueba”, que morigera la consabida regla del artículo 1698 del Código Civil, materias ambas que sin duda ameritan ser estudiadas con atención. Ahora bien, sin perjuicio que no hay todavía definiciones orgánicas en torno al ente denominado “oficial de ejecución” – y eso genera algunas dudas - parece imprescindible convenir, al menos como criterio general, en la conveniencia de liberar a los juzgados civiles de la enorme carga que significan los juicios ejecutivos, desde luego en aquella parte que no requiere un pronunciamiento jurisdiccional. 


Sostuvo que alivianar  la carga de los juzgados civiles –como antes se hizo con las posesiones efectivas– conlleva innumerables ventajas, la más básica y evidente, por lo pronto, es permitir una mayor dedicación a controversias con más densidad jurídica, pero también la de estudiar, en el futuro, la posibilidad de traer a su conocimiento otras materias propias de esa judicatura, como son, por ejemplo, algunas contenidas en la ley sobre Protección al Consumidor que actualmente, salvo las acciones colectivas, son de competencia de los juzgados de policía local, en la medida que se refieren, fundamentalmente, a incumplimientos de contrato y ello demanda una jurisprudencia coherente con los criterios que la jurisdicción civil ha venido elaborando en torno a temas de responsabilidad, como es el caso del daño moral, por ejemplo, al mismo tiempo que éstos puedan ser permeados por los nuevos criterios que surgen a propósito del derecho del consumo.


Finalmente, planteó una cuestión que requiere de una reflexión  que en el futuro permita visualizar el mejor arreglo institucional en lo que respecta al llamado Gobierno Judicial.  Agregó que como se sabe, la Corte Suprema cumple una doble función, una jurisdiccional (que es la que hace a la esencia de la función) y otra de Gobierno, ésta última, menos conocida, implica de algún modo ejercer la representación del Poder Judicial hacia afuera y “administrarlo” o gestionarlo internamente. 


Explicó que al ejercer sus facultades directiva, correccional y económica respecto de todos los tribunales del país, implica un desgaste importante para la función ministerial  -sin perjuicio que en lo netamente administrativo la Corte se vale de la Corporación Administrativa del Poder Judicial- y abarca, por otra parte, un conjunto de cuestiones de relevancia, como son el sistema de ascensos, las  calificaciones y cuestiones disciplinarias, que le otorgan tal grado de poder dentro de una institucionalidad organizada jerárquicamente, que en definitiva afecta en un grado no menor, la independencia interna de los jueces. 


Subrayó que el tema es suficientemente complejo y no es su intención abrir debate sobre la existencia de una institucionalidad como los llamados Consejos de la Magistratura, que si bien teóricamente parecen una alternativa interesante, la experiencia demuestra que corren severos riesgos de politización. En esta materia, estimó que este asunto requiere un estudio serio, que mire las experiencias comparadas, que busque alternativas –como, por ejemplo, formar comisiones que dependan de la propia Corte, pero con una conformación algo más heterogénea– que contribuyan a manejar mejor este tema.


Luego, destacó que durante los últimos nueve años ha tenido el privilegio de desempeñarse como abogado integrante de la Corte de Apelaciones de Santiago, instancia que por su tamaño e infinidad de materias de que conoce, resulta la mejor escuela jurisdiccional. Agregó que esta experiencia ha fortalecido su vocación por la labor judicial.


Consignó que ha sido una abogado integrante casi de tiempo completo, sin otro ejercicio profesional, salvo enseñar, perfeccionarse y colaborar en distintos temas de interés público, como de hecho le ha tocado aportar en el análisis de distintas iniciativas legislativas ante esta misma Comisión, en fechas recientes.  


Manifestó que en estos años es mucho más lo que ha aprendido y recibido, que lo que ha sido capaz de entregar,  pero también ha constatado que – a pesar de todo lo que se dice sobre la institución de los abogados integrantes - entre academia y judicatura se puede lograr una asociación virtuosa que es bueno conservar. 


Concluyó señalando, que aunque pueda parecer presuntuoso, su aporte en la función para la que se le ha propuesto, dice relación con la mirada que puede proporcionar desde la perspectiva académica, y con la de una persona que también ha tenido oportunidad de asomarse y conocer algo del trabajo legislativo, y que tiene alguna experiencia adicional en la  aplicación de la ley desde la Administración Pública, por su cargo de fiscal de la Superintendencia de Isapres, y, finalmente, con una historia en que ha estado presente la reflexión teórica acerca de la función judicial y la mejor forma de practicarla.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, agradeció la exposición de la señora Andrea Muñoz y ofreció la palabra a los demás integrantes de esta instancia.

En primer lugar, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien señaló que tuvo la oportunidad de ser compañero de doña Andrea Muñoz en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. Por ello, agregó, puede dar fe que la candidata no solo tiene una brillante trayectoria como alumna, siendo la mejor de su generación, sino que también es poseedora de una gran calidad humana. 


Luego, formuló las siguientes preguntas a la candidata.


En primer lugar, le consultó su opinión por los mecanismos de selección para ingresar a la carrera judicial y aquellos que se han implementado para capacitar a los magistrados. Explicó que hay una controversia en torno a si las personas que están ingresando al Poder Judicial son efectivamente las más idóneas y preparadas para acceder a un cargo en ese Poder del Estado y si una vez que ingresan, tienen la capacitación adecuada. Agregó que esta inquietud ha surgido por fallos o resoluciones de algunos jueces, especialmente en el ámbito del Derecho Penal, en donde más allá de la posición legítima que ellos puedan tener, sobre un determinado tema, en muchos casos sus fundamentos escapan a lo que es un razonamiento jurídico esperado. Añadió que prueba de ello se ve ratificado por el hecho de que muchas resoluciones terminan siendo revocadas o modificadas por las Cortes de Apelaciones.


En segundo lugar, preguntó a la señora Muñoz su opinión acerca del actual mecanismo de nominación de los Ministros y Jueces y si ella es partidaria de perfeccionarlo. Agregó que en algún momento el procedimiento para nombrar ministros de la Corte Suprema se ha visto afectado por ciertas decisiones o vetos que se han impuesto sobre determinados magistrados. 


A continuación, le consultó su parecer por la institución de los abogados integrantes, y si ella considera adecuado el mecanismo de acceso de éstos al Poder Judicial.


Finalmente, inquirió a la profesora Muñoz respecto al control que se ejerce sobre las resoluciones que dictan los magistrados. Explicó que no se refería a aquellos casos en que un juez resuelve con clara infracción de ley y que da origen a una queja disciplinaria. Precisó que él se refería a aquellos controles que han generado debate como, por ejemplo, la idea de crear un observatorio judicial.   

 
A continuación, intervino la Honorable Senadora señora Alvear, quien agradeció y felicitó a la profesora Andrea Muñoz por su presentación. Alabó la amplitud de los temas abarcados en su exposición y valoró el aporte realizado por la candidata en la Academia Judicial, donde le correspondió compartir con ella cuando fue Ministra de Justicia. Recordó que en sus inicios la Academia realizó un enorme trabajo para apoyar la puesta en práctica de las reformas que se hicieron a nuestro sistema procesal penal. Agregó que dicha institucionalidad requiere actualmente perfeccionamientos que son indispensables para continuar con las tareas que le asigna la ley.


Requirió la opinión de la candidata respecto a la necesidad de que exista un perfeccionamiento obligatorio y permanente de los jueces en la Academia Judicial, respecto de iniciativas que implican cambios importantes en nuestro sistema legal. Ejemplificó con la reciente aprobación de la Ley que introduce modificaciones al Código Civil y a otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados. Explicó que si bien, junto con la publicación de dicha ley, se organizó un seminario que duró una jornada, ese taller es absolutamente insuficiente para difundir las reglas y principios que informan a esa iniciativa, ya que ellas son completamente distintas a las que hasta hace poco se consagraban en el Código Civil.


En segundo lugar, le preguntó a la señora Muñoz su opinión respecto al sistema de calificación de los jueces y la posibilidad de que se incorporen nuevos elementos en dicho sistema. Asimismo, le consultó su opinión sobre la duración y características de los cursos que se están impartiendo a los jueces, ya que, tal como lo señaló otro ministro de la Corte Suprema, cuyo nombramiento se resolvió hace pocas semanas, algunos de ellos no eran lo suficientemente exigentes en cuanto a sus horarios y duración, y podían favorecer un cierto tipo de “tour” de quienes asisten a los mismos. Agregó que tal vez dichos cursos debieran duran una semana, en vez de dos o tres días, y ser considerados en las calificaciones de los jueces.


A partir de estos antecedentes, inquirió a la candidata qué otros elementos debieran ser considerados para perfeccionar estas materias.


Luego, intervino el Honorable Senador Larraín, don Hernán, quien manifestó su alegría por el proceso que ha terminado en la nominación, por parte de S.E. el Presidente de la República, de la profesora Andrea Muñoz. Sostuvo que ha tenido la oportunidad de conocerla por su participación en las comisiones legislativas y lo anterior le ha permitido apreciar la seriedad y el gran conocimiento de la postulante. Añadió que sus antecedentes permitirán honrar a la Corte Suprema.


Seguidamente, indicó que con las reformas hechas en el ámbito penal, laboral y de familia, el rol de la Corte Suprema ha ido variando. Agregó que la modificación en materia de recursos y las posibilidades que tiene de intervenir se van limitando y ello se estaría replicando en la reforma del Código de Procedimiento Civil. Inquirió a la candidata respecto a su opinión en relación al rol que debería cumplir la Corte Suprema en estas materias.


Luego, preguntó a la profesora Muñoz qué propondría para llevar adelante un proceso de mayor transparencia en el Poder Judicial y, específicamente, en las tareas que desarrolla la Corte Suprema. Añadió que hay un desconocimiento muy grande de la labor del Poder Judicial, que en parte dice relación con las tradiciones de reserva y secretismo que han existido en todos los ámbitos institucionales del país.        


Enfatizó que en el sistema de nombramiento de un ministro de la Corte Suprema participan los tres poderes del Estado. Agregó que una de las ventajas del sistema es que la persona nombrada goza de una independencia completa y un gran respaldo. A partir de lo anterior, consultó si se puede ser realmente independiente en el ejercicio de la función de ministro y si el Poder Judicial ve limitada su independencia al no gozar de autonomía presupuestaria.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio valoró la presentación que la candidata ha realizado ante la Comisión. Recordó que ella no solo se ha desempeñado en el mundo académico, en la administración pública y en la judicatura, sino que también ha asesorado a esta instancia en el estudio de diversas iniciativas de ley, lo que da cuenta de su vocación de servicio público. Estimó muy relevante su labor como abogado integrante de la Corte de Apelaciones de Santiago, cuestión que será de mucha utilidad en caso de que sea designada como Ministra de la Corte Suprema. Alabó también la trayectoria académica de doña Andrea Muñoz.


Afirmó que lo más importante de un integrante de la Corte Suprema es su independencia ética, porque se pueden dictar muchas normas para regular la actuación de un magistrado, pero si no hay tal independencia esas normas no tienen mayor efecto. Manifestó su absoluta certeza de que la postulante está dotada de aquella cualidad.


Seguidamente, hizo presente que el año 2013 tuvo conocimiento del “Informe Jeldres” que dio cuenta de vulneración de derechos de los niños en hogares de menores. Subrayó que los infantes entre 0 y 6 años en Chile son derivados, en la mayoría de los casos, por los tribunales de familia a residencias, y no a familias de acogidas. En dichas familias sí se podrían desarrollar vínculos en la medida que hayan buenos criterios de selección y una subvención adecuada. Constató que la adopción es incompatible con las familias de acogida, cuestión que a su juicio debe ser modificada. 


A partir de estos antecedentes, preguntó a la candidata su visión respecto al tema de la infancia en Chile. Asimismo, destacó que hay un proyecto de ley presentado que busca establecer derechos universales integrales para los menores y otro tendiente a crear la figura del Defensor de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 


Asimismo, señaló que compartía las inquietudes que manifestó la Honorable Senadora señora Alvear sobre la calificación de los jueces.   

Finalmente, se interesó en saber la opinión de la señora Muñoz respecto al aporte específico que un abogado externo  puede hacer cuando se incorpora como Ministro a la Corte Suprema.


La abogada señora Muñoz, haciéndose cargo de las consultas y observaciones antes reseñadas, indicó, en relación al sistema de selección para ingresar a la Academia Judicial, que éste había ido cambiando. Agregó que, en sus orígenes, en la primera etapa de selección de los candidatos se ponderaban las notas que ellos habían obtenido en sus estudios universitarios. Connotó que hubo incluso un debate público al respecto, porque debido a la gran profusión de escuelas de Derecho y las distintas exigencias de una y otra, se producían distorsiones en el ingreso. Recordó que el procedimiento había variado y hoy en día, la primera etapa de selección comienza con una prueba de conocimientos. 


Añadió que en materia de capacitación también el sistema ha evolucionado. Subrayó que los cursos se han ido perfeccionando, e incluyen seis semanas de pasantía. Enfatizó que en sus primeros años la Academia impartía dos cursos de capacitación por año, pero hubo un período en que se hacían seis. Hoy en día se ha vuelto al régimen inicial que permite realizar dichos cursos de manera más acuciosa.           


Recordó que en materia de capacitación, la Ley que creó la Academia Judicial estableció que quienes imparten los cursos de capacitación a los jueces, son designados mediante licitación pública.


Expresó que, por regla general, quienes están interesados en enseñar al escalafón de empleados, son los mismos jueces, a través del Instituto de Estudios Judiciales. Agregó que éste desarrolla una labor académica muy intensa y valorada por el mundo jurídico. 



Haciéndose cargo de la observación que planteó el Honorable Senador señor Espina, respecto de los cuestionamientos que se han formulado a determinadas resoluciones o fallos que han dictado algunos magistrados en materia penal, recordó que en el ámbito en que se desenvuelve un juez de garantía, en que está sujeto al principio de la inmediación, la oralidad y la publicidad del proceso, le resulta difícil cumplir, en todos los casos, con la exigencia de dictar una resolución completamente fundada.


Agregó que el tema de que las sentencias de los jueces penales sean revocadas por las Cortes respectivas, lo observa con distancia. Ejemplificó señalando que en fallos donde se ha discutido la prisión preventiva, el porcentaje de casos en que no se ha decretado resulta menor. Explicó que cerca del ochenta por ciento de esas solicitudes son acogidas por los jueces de garantía.


Sostuvo que la responsabilidad en este tema no se le puede atribuir a la Academia Judicial y recalcó que hay otros factores que sí pueden estar incidiendo en determinados casos que ha conocido la opinión pública.


Seguidamente, recordó que en materia de nombramiento de magistrados y de ministros de los tribunales superiores de justicia, no hay un sistema perfecto. Aseveró que el actual procedimiento ha funcionado razonablemente bien. Precisó que el mecanismo ideado para la designación de los ministros de la Corte Suprema le parecía adecuado.


Coincidió con el Honorable Senador señor Espina, en que el Senado no puede evaluar a los magistrados según sus fallos, ya que lo anterior afectaría la independencia de los jueces.


Respecto de los abogados integrantes, estimó que es una institución adecuada, ya que permite reunir la trayectoria y el conocimiento de académicos o abogados del foro con miembros de la judicatura. Precisó que no obstante lo anterior, estamos ante una institución que debe ser regulada de una mejor manera, estableciendo incompatibilidades, prohibiciones y fijando un tiempo límite de permanencia.


Advirtió que en regiones la situación es más compleja, debido a los conflictos de interés que pueden originarse, ya que el campo del ejercicio profesional es más restringido.


En lo tocante a la situación del observatorio judicial y el control de las resoluciones judiciales, aseveró que desde antiguo los fallos se han publicado en revistas especializadas. Enfatizó que ellas son estudiadas, analizadas por el mundo académico, lo que resulta muy adecuado para la judicatura y para la Academia. Destacó que el mejor escrutinio para el juez es que sus sentencias sean leídas y analizadas.


En cuanto a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Alvear respecto a la Academia Judicial, explicó que esta institución se encuentra en un proceso de revisión de su quehacer.

Hizo presente que esta institución está efectuando una encuesta y un diagnóstico respecto de lo que los jueces necesitan. Estimó que dicha encuesta debería incluir a los usuarios del Poder Judicial, para conocer su parecer sobre su funcionamiento.


Consignó que hoy en día se están impartiendo cursos en materia de cuidado personal, en los términos en que lo planteó la Honorable Senadora señora Alvear. Connotó que en virtud de un convenio con el Instituto de Capacitación Canadiense, se está verificando un proceso de certificación de monitores. Advirtió que, según su opinión, no debería excluirse de éste al mundo de la academia, ni a los abogados.


Respecto a la pregunta sobre la calificación de los magistrados, consideró que ella está en la base de lo que constituye la carrera judicial, y la mejor forma de estructurarla es conforme al mérito y mediante instrumentos de medición objetivos. 


Recordó que el año 1995 hubo una importante reforma en esta materia. Explicó que mediante ella se buscaba establecer parámetros que dieran garantía a los jueces de quién los evaluaba y cómo serán calificados. Consignó que el instrumento actual no es deficiente, pero su implementación no ha sido la esperada, ya que las evaluaciones son muy homogéneas y ello impide u obstaculiza el ascenso en base al mérito. 


Respecto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Larraín, sobre el cambio del rol de la Corte Suprema, como consecuencia de las reformas implementadas a los sistemas laboral, penal y de familia, puntualizó que es efectivo lo planteado. Estimó que en el mundo existen distintos modelos de Corte Suprema, como son los de corte de casación, de unificación de jurisprudencia, etc. Puntualizó que la función que cumple nuestra Corte Suprema de unificar jurisprudencia es muy relevante. Recalcó que la capacidad ordenadora es fundamental para el sistema jurídico.    


Precisó que el Poder Judicial ha avanzado mucho en el tema de la transparencia, y puede seguir haciéndolo. Agregó que los procesos actuales se efectúan de cara a la ciudadanía. Estimó que se han hecho muchos esfuerzos para acabar con el secretismo. Remarcó que la transparencia también se ve reflejada en la fundamentación que debe hacer el juez en la sentencia.


En relación al tema de la independencia del Poder Judicial, distinguió entre independencia externa e interna. Connotó que la primera debe ser resguardada, porque aunque ella no es un fin del quehacer jurisdiccional, es la contracara de la sujeción de los jueces a la ley. Destacó que ellos van a poder fallar conforme a la ley y al mérito del proceso, en la medida que no tengan presiones externas.


Estimó que tanto los sistemas procesal penal;   laboral y de familia, le otorgan una cuota importante de transparencia al sistema judicial, gracias a los principios imperantes en dichos procesos.


Consignó que es relevante que los jueces tengan conocimiento, desde un inicio, de cuáles serán los dilemas éticos a los que se verán enfrentados.


Agregó que también es importante la independencia interna, porque el juez que falla tiene que tener presente que el magistrado que lo califica es el que decidirá su ascenso.       


En cuanto a la pregunta de si el financiamiento externo puede incidir en la independencia, estimó que este no era indispensable, aunque fue de la opinión de perfeccionar las medidas que garanticen una mayor facilidad para el manejo y la gestión de los recursos del Poder Judicial. 


Respecto a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en relación al aporte que un abogado externo puede hacer a las tareas que desarrolla la Excma. Corte Suprema, señaló que consideraba importante incluir en el Poder Judicial a profesionales que complementan y enriquecen el quehacer jurisdiccional.


Precisó que coincidía con el Honorable Senador Walker, don Patricio, en el sentido de que debe privilegiarse, para el cuidado de los niños huérfanos o abandonados, a las familias de acogidas por sobre las residencias u hogares de menores. Estimó que en ellas se puede desarrollar mejor el apego. Sostuvo que las familias que deseen adoptar a un niño debían cumplir con la normativa vigente.


Agregó que es una gran idea la de crear la figura del defensor de los derechos de los niños, lo que se condice con lo que se ha avanzado con la creación de los tribunales de familia y la Convención sobre los Derechos del Niño.


Concluidas estas intervenciones, el señor Presidente agradeció la participación en esta sesión de la abogada señora Muñoz. 

- - - 


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. el Presidente de la República para nombrar a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.


Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y los señores Alberto Espina Otero; Hernán Larraín Fernández; y Patricio Walker Prieto (Presidente).

Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA AUSENTARSE DEL TERRITORIO NACIONAL LOS DÍAS QUE INDICA, DE CONFORMIDAD A LO DISPUESTO EN EL INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 25 Y EN EL NÚMERO 6) DEL ARTÍCULO 53 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA

(S 1633-06)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, tiene el honor de informaros acerca de la solicitud de S.E. el Presidente de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para ausentarse del territorio nacional los días que indica.



La Sala de la Corporación acordó, en sesión del 8 de enero de 2014, que el proyecto fuera conocido por la Comisión de Relaciones Exteriores.



A la sesión en que vuestra Comisión estudió este tema asistió el Honorable Senador señor Fulvio Rossi. A su vez, concurrieron especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario (s), señor Daniel Carvallo, y el Director General Adjunto de Asuntos Bilaterales, señor Francisco Marambio.
- - -

ANTECEDENTES


1.- Oficio de S.E. el Presidente de la República.- En el oficio N° 009, de 6 de enero de 2014, S.E. el Presidente de la República indica que, de conformidad con lo previsto en el inciso tercero del artículo 25 y el artículo 53, N° 6), de la Constitución Política de la República, viene en recabar el acuerdo del Honorable Senado para ausentarse del territorio nacional durante los días que a continuación se indican, conforme al siguiente itinerario.


28 de enero, salida de Chile.


29 de enero, La Habana, Cuba, asistencia a II Cumbre CELAC.

29 de enero, Ciudad de Guatemala, Guatemala, Visita Oficial.


30 de enero, regreso a Chile.

Asimismo, solicita la autorización para ausentarse en el mes de febrero, a fin de trasladarse a la Cumbre de la Alianza del Pacífico a realizarse en Cartagena de Indias, Colombia, como sigue:


7 de febrero, salida de Chile.


10 de febrero, Cartagena de Indias, Colombia, VIII Cumbre Alianza del Pacífico.


11 de febrero, regreso a Santiago.

Finalmente señala S.E. que durante su ausencia será subrogado con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29 de nuestra Carta Fundamental.


2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones:


a) Artículo 25, inciso tercero, de la Constitución Política de la República que dispone que “El Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin el acuerdo del Senado.”.



b) Artículo 53, N° 6, de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su período.
- - -

DISCUSIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, colocó en discusión el oficio de S.E. el Presidente de la República.

El Subsecretario (s) de Relaciones Exteriores, el señor Daniel Carvallo, señaló que S.E. el Presidente de la República saldrá del territorio nacional para concurrir a la II Cumbre de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), en La Habana, a partir del 28 de enero y regresando el 30 del mismo mes, de 2014. Agregó que, por otra parte, el 9 de febrero de este año, la máxima autoridad del país viajará a Cartagena de Indias, Colombia, a la VIII Cumbre de Alianza del Pacífico, retornando a nuestro país el 11 del mismo mes. 

Indicó que mediante el oficio de S.E. el Presidente de la República se pretende dar cumplimiento a las normas constitucionales sobre la salida del Primer Mandatario del territorio nacional en los últimos noventa días de su mandato.


La Comisión destacó que esta autorización dice relación con la salida de S.E. el Presidente de la República del territorio nacional, al día siguiente del pronunciamiento de la Corte Internacional de Justicia de La Haya relativo a la demanda interpuesta por Perú. En consecuencia, la Comisión estimó que por razones de prudencia se analice en función del correspondiente fallo la salida del Primer Mandatario del país. 


En votación la solicitud de autorización, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín (don Hernán), Tuma y Walker (don Ignacio).
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Eugenio Tuma Zedán.




Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 161, DE 1978, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, QUE FIJA SU ESTATUTO ORGÁNICO, QUE OTORGA AL SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTERIORES, ATRIBUCIÓN PARA TRANSIGIR EN CONFLICTOS JURÍDICOS LABORALES Y/O PREVISIONALES SURGIDOS EN EL EXTRANJERO, QUE AFECTEN AL ESTADO DE CHILE

(8853-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 1 de marzo de 2013, con urgencia calificada de “suma”.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de diciembre de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.




A la sesión en que se analizó el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Asuntos Jurídicos (s), señor Álvaro Arévalo, y la Jefa del Departamento de Derecho Nacional e Internacional Privado, señora María Isabel Mercadal.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, por lo que acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Conferir al Subsecretario de Relaciones Exteriores la facultad para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales y que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito previo un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

- - -

ANTECEDENTES




Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS




1.- Decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





2. Decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
II. ANTECEDENTES DE HECHO




El Mensaje de S.E. el Presidente de la República señala que la transacción, conforme lo ha definido el Código Civil en su artículo 2446, “es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente, o precaven un litigio eventual.”.




Por su parte, el artículo 2447 del mismo cuerpo legal, indica que “No puede transigir sino la persona capaz de disponer de los objetos comprendidos en la transacción.”. Añade el Mensaje que, a continuación, el artículo 2448, agrega que “todo mandatario necesitará de poder especial para transigir.”.




El Ejecutivo indica que precisado lo anterior, y considerando que en el ámbito del derecho público, acorde con el principio de juridicidad consagrado en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República, el que es reiterado en términos similares en el artículo 2°, del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos que integran dicha Administración deben someter su acción a la Constitución y a las leyes, actúan válidamente dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley, y no tienen más atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico.




Agrega que, en dicho contexto, los servicios públicos no pueden disponer ni renunciar a las acciones y derechos que les corresponden, y por ende transigir, a menos que exista una autorización expresa en la ley. Añade que, por tanto, hay que determinar en cada caso específico, si la entidad estatal en cuestión está dotada de tal atribución.




Señala el Mensaje que el Ministerio de Relaciones Exteriores no cuenta con la facultad de transigir, lo que le ha significado verse expuesto, en el extranjero, a enfrentar juicios de larga duración. Asimismo, se debe incurrir en elevados gastos derivados de la tramitación de los procesos judiciales y del pago de los honorarios a profesionales contratados para la adecuada defensa del Estado de Chile, lo cual podría evitarse o reducirse a través de una transacción.




En dicho contexto, añade el Ejecutivo, el otorgarle a esa Secretaría de Estado la facultad de transigir, permitiría cautelar los intereses del Estado de forma más eficiente, facilitando el término de conflictos jurídicos de manera más rápida de lo que hasta ahora ha venido ocurriendo y en condiciones en definitiva más favorables, evitando la prosecución obligatoria de litigios de incierto pronóstico.




Indica el Mensaje que el órgano estatal a quien le compete la defensa del Fisco en todos los juicios es el Consejo de Defensa del Estado, quien de acuerdo a su Estatuto sí cuenta con la facultad de transigir en los procesos en los que interviene, siempre que cuente con el voto de las tres cuartas partes de sus miembros en ejercicio.




Por ello, indica que en aras de la modernización del Estado y del Ministerio de Relaciones Exteriores en particular, es imprescindible contar con una norma que permita transigir en los conflictos jurídicos indicados, lo que obviamente generaría mayor eficiencia y eficacia en el actuar de la aludida Secretaría de Estado, en este caso, en el extranjero.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El texto del proyecto de ley en informe propone incorporar en el artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, una disposición que confiera al Subsecretario de Relaciones Exteriores la facultad para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales y que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito previo un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.




Además, se permite delegar la facultad de transigir en los Jefes de Misión Diplomática, Jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y Jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, colocó en discusión el proyecto.





El Director de Asuntos Jurídicos (s) del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, señaló que el presente proyecto de ley modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el objeto de otorgar al Subsecretario de dicha cartera, la facultad de transigir, en materias laborales y previsionales, poniendo término a un litigio pendiente o precaviendo uno eventual.




Precisó que se establece como condición para el ejercicio de esta atribución un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado. Por otra parte, agregó que esta facultad puede delegarse en Jefes de Misión Diplomática, Jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y Jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior.





Indicó que en la actualidad, al no existir esta facultad, el Estado debe litigar hasta el final en extensos procesos donde existen nulas posibilidades de obtener una resolución favorable, generando un importante gasto en intereses y honorarios. Concluyó aseverando que esta facultad permitirá efectuar ahorros al Estado, colaborando, a su vez, con la modernización de éste.





El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó si este proyecto se refiere al personal de contratación local y en qué países se ha dado el mayor número de conflictos de este tipo.





El señor Arévalo respondió que, efectivamente, este proyecto se refiere al denominado personal de contratación local. Añadió que el mayor número de conflictos se ha dado en Uruguay, Francia y Brasil. Precisó que, no obstante, dicha situación ha variado en el tiempo.




A continuación, el Honorable Senador señor Letelier preguntó por la actuación del Consejo de Defensa del Estado en este tipo de conflictos.





El señor Arévalo aclaró que el Consejo de Defensa del Estado no tiene facultades para actuar en el extranjero. Añadió que se trata de demandas incoadas por extranjeros en contra del Estado de Chile.





Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma preguntó quién posee actualmente esta facultad de transigir y cómo se ha resuelto en otros países esta situación.




El señor Arévalo informó que en la actualidad ninguna autoridad tiene esta facultad de transigir en el extranjero y en este tipo de circunstancias. A su vez, hizo presente que desconoce cómo se ha resuelto este tipo de situaciones por otros Estados.





Puesto en votación, el proyecto de ley fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general y en particular, el proyecto de ley en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY




“Artículo único.- Agrégase en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el siguiente número 8:




“8. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y,o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes Jefes de Misión Diplomática, Jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y Jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior, en conformidad al artículo 41 del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 7 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.




Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2014.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 161, DE 1978, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, QUE FIJA SU ESTATUTO ORGÁNICO, QUE OTORGA AL SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTERIORES, ATRIBUCIÓN PARA TRANSIGIR EN CONFLICTOS JURÍDICOS LABORALES Y/O PREVISIONALES SURGIDOS EN EL EXTRANJERO, QUE AFECTEN AL ESTADO DE CHILE

(8853-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que se analizó el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Alfonso Silva, y la abogada de la Dirección de Asuntos Jurídicos, señora María Isabel Mercadal.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
El asesor del Honorable Senador Escalona, señor Jaime Romero.

- - -

El proyecto de ley en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Conferir al Subsecretario de Relaciones Exteriores la facultad para transigir en conflictos jurídicos laborales y previsionales que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito previo un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva, manifestó que la iniciativa legal encuentra su justificación en que el Estado enfrenta varias causas judiciales laborales y previsionales en el exterior, generándose por ello varios gastos y además costos por no poder transigir.

Agregó que, en la actualidad, el Estado enfrenta juicios en que se demandan un total de US$3.100.000, monto que debiera ser inferior en caso que se otorgue la facultad para celebrar transacciones, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

Indicó que el texto del proyecto de ley fue modificado mediante indicación parlamentaria durante su tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.

Además, expuso, como ejemplo, el caso de la legislación uruguaya, en que, a pesar de que se permite la celebración de contratos de trabajo bajo la legislación chilena en el caso de trabajadores de esa nacionalidad, un fallo de los tribunales uruguayos determinó que en materia laboral se aplican las normas de la legislación uruguaya lo que implica el pago de indemnizaciones no contempladas por la ley chilena.

Planteó que la aprobación del proyecto de ley facilitará la gestión y funcionamiento de la Cancillería e implicará un significativo ahorro en relación con los juicios pendientes y los que se producirán en el futuro en que el demandado sea el Estado de Chile.

El Honorable Senador señor Escalona consultó cómo se ha operado hasta ahora sin contar con la facultad de transigir.

El Subsecretario, señor Silva, expresó que al no contar con la facultad de transigir al Estado sólo le cabe esperar el fallo definitivo que se produzca en cada juicio.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el informe financiero establece que no existe un mayor gasto fiscal vinculado al proyecto de ley, pero estimó que éste debiera dar cuenta de que actualmente existen demandas por un total de US$3.100.000 y que de aprobarse la iniciativa el Estado debiera desembolsar un monto inferior al señalado.

El Subsecretario, señor Silva, indicó que la cifra de US$3.100.000 es un monto eventual y estimativo, a esta fecha, del máximo que podría llegar a pagarse en caso de que se falle contra el Estado chileno.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó dejar constancia de lo expuesto precedentemente, en el sentido que el Estado enfrenta juicios por un monto total eventual de US$3.100.000.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que, en estricto rigor, si el Estado no transige en los juicios pendientes probablemente pasarán algunos o varios años más antes de que deba pagar si fuese definitivamente condenado.

El Subsecretario, señor Silva, observó que existen legislaciones de países que permiten efectuar todo el juicio declarativo pero que respecto del juicio ejecutivo aplican la inmunidad respectiva. Agregó que la tendencia en materia laboral, es a restringir la aplicación de la inmunidad para efectos de cumplimiento de sentencias.

El Honorable Senador señor Zaldívar inquirió mayores detalles sobre la ejecución de sentencias desfavorables al Estado de Chile.

El Subsecretario, señor Silva, expresó que se ha evolucionado en materia laboral a que en muchos países la inmunidad en los juicios respectivos sea discutible, por ejemplo, señaló, en España las cuentas bancarias del Estado estuvieron embargadas durante un largo tiempo.

Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
---
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 7 de enero de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. El presente proyecto de ley tiene como objetivo sumar a las facultades del Subsecretario de Relaciones Exteriores, establecidas en el artículo 8° del DFL N° 161 de 1978, la facultad de transigir en conflictos jurídico laborales y/o previsionales y que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito previo un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

2. El Subsecretario de Relaciones Exteriores podrá delegar esta facultad en los correspondientes Jefes de Misión Diplomática, Jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y Jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior.

3. Esta facultad permitiría cautelar los intereses del Estado, facilitando el término de conflictos jurídicos en condiciones más favorables y evitando la prolongación obligatoria de litigios de incierto pronóstico.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

La modificación al artículo 8° del DFL N°161, de 1978, que incorpora la referida facultad al Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, no implica mayor gasto fiscal.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

---
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el siguiente número 8:


“8. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y,o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes Jefes de Misión Diplomática, Jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y Jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior, en conformidad al artículo 41 del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.”.

---
Acordado en sesión celebrada el día 21 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.

Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2014.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME COMPLEMENTARIO DEL NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SANCIONA EL TRANSPORTE DE DESECHOS HACIA VERTEDEROS CLANDESTINOS

(7908-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro.
- - - - - -


El 1 de octubre de 2013, la Sala del Senado acordó que esta iniciativa legal volviera a vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para elaborar un Informe Complementario del nuevo Primer Informe.


Se deja constancia, de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir en general y en particular, a la vez, este proyecto de ley, que es de artículo único.

- - - - - -
OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN

El proyecto de ley en estudio, tiene como objetivo sancionar con las mismas penas de multa y de suspensión de licencia o inhabilidad para obtenerla al que encargue o realice, en vehículos a tracción animal, manual o motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en la vía pública, sitios eriazos o hacia vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales. Si el transporte, traslado o depósito se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales y será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo. Asimismo, se contempla el retiro de circulación de los vehículos que circulen en la forma señalada por parte de Carabineros de Chile y la facultad de toda persona para denunciar estos hechos ante Carabineros de Chile o el Ministerio Público, acompañando fotografías u otros medios de prueba que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día que sucedieron los hechos.

ANTECEDENTES


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, reitera los antecedentes jurídicos y de hecho contenidos en el Primer Informe y Nuevo Primer Informe de esta Comisión.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO

El proyecto de ley aprobado por esta Comisión está estructurado sobre la base de un artículo único, que introduce un artículo 192 bis, nuevo, al decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR



Durante la discusión en general y en particular, la Comisión recordó el debate producido en la Sala del Senado, con fecha 1 de octubre de 2013, en lo relativo a la importancia de regular esta materia precisando en forma más adecuada el tipo penal que sancionará el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos y como consecuencia de lo anterior, los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi, presentaron una indicación sustitutiva del texto, del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúcese en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, el siguiente artículo 192 bis:


“Artículo 192 bis.- Las mismas penas de multa y de suspensión de licencia o inhabilidad para obtenerla, establecidas en el artículo anterior, se aplicarán a quien encargue o realice, en vehículos a tracción animal, manual o motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en la vía pública, sitios eriazos, hacia vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales. 


Si el transporte, traslado o depósito se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales y será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en los incisos anteriores, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.

Cualquier persona que sorprenda o detecte un vehículo incurriendo en las conductas descritas en el inciso primero podrá denunciar este hecho ante Carabineros de Chile o el Ministerio Público, acompañando fotografías u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron estos hechos, debiendo ponerse estos antecedentes en conocimiento del tribunal competente.”



- En votación, fue aprobado en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.
 - - - - - - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcese en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, el siguiente artículo 192 bis:


“Artículo 192 bis.- Las mismas penas de multa y de suspensión de licencia o inhabilidad para obtenerla, establecidas en el artículo anterior, se aplicarán a quien encargue o realice, en vehículos a tracción animal, manual o motorizada, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en la vía pública, sitios eriazos, o hacia vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales. 


Si el transporte, traslado o depósito se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales y será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en los incisos anteriores, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.

Cualquier persona que sorprenda o detecte un vehículo incurriendo en las conductas descritas en el inciso primero podrá denunciar este hecho ante Carabineros de Chile o el Ministerio Público, acompañando fotografías u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron estos hechos, debiendo ponerse estos antecedentes en conocimiento del tribunal competente.”.”.
- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Carlos Cantero Ojeda y Guido Girardi Lavín. 


Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA AL SACERDOTE SEÑOR RAMÓN SECO PÉREZ

(9187-17)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Ramón Seco Pérez.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción del Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 17 de diciembre de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Ramón Seco Pérez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
Los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Servicio de Registro Civil e Identificación con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.-
La Moción que, da origen al proyecto en informe, señala que el padre Ramón Seco Pérez, nació en Galicia, España, el 22 de Mayo de 1936. Fue ordenado sacerdote en Santiago de Compostela el 28 de agosto de 1960. A fines de esa década se vino a Chile a la Diócesis de Chillán, asumiendo como Párroco en las parroquias cordilleranas de San Fabián y Zemita. Compartió con generosidad y cercanía con todos los campesinos que visitaba habitualmente la Iglesia, siendo acogido con mucho cariño por las familias.
Luego, fue trasladado a Chillán y asumió la dirección de la Parroquia de la Sagrada Familia en la Población de Purén, en donde promovió los servicios de Catequesis y dio un gran impulso al Movimiento Familiar Cristiano, destinado a grupos de matrimonios interesados en reflexionar sobre todos los aspectos de la vida matrimonial y familiar, haciéndolos tomar conciencia de su rol como formadores de personas y promotores del desarrollo, insertos en su ambiente social.

En 1980 fue designado Párroco de Chillán Viejo, en donde permaneció por cerca de treinta años. Allí apoyó las aspiraciones de la ciudadanía que anhelaba que Chillán Viejo se convirtiera en comuna, independiente de Chillán. Por ello, abrió las puertas de la Parroquia para la organización del Comité pro Comuna y para el Desarrollo de Chillán Viejo, presidiendo por varios períodos ese Comité, tomando todos los contactos necesarios para el logro de este objetivo, hasta que finalmente se creó la Comuna de Chillán Viejo. Resalta que impactó directamente en la vida espiritual y en la organización de la sociedad chillaneja. Su labor fue reconocida pública y oficialmente una vez que fue instaurado el nuevo Municipio.

Asimismo, dio importancia a la fe popular en esa comuna expresada en una gran devoción a San Rafael y acudió regularmente a la peregrinación de este Santo, ofreciendo allí sus servicios. También, visitó a las comunidades campesinas de dicha comuna. Además, consiguió restaurar la casa parroquial y el Templo Parroquial, que era una sentida aspiración de la comunidad. 

Desde hace seis años es Párroco de Colliguay, atendiendo sectores como Quinchamalí, Confluencia, Santa Cruz de Cuca, Huechupín, Chonchoral y el Caserío Linares, mostrando su habitual comprensión y apoyo a las iniciativas típicas de cada zona.

Simultáneamente y a nivel administrativo diocesano, cumple desde hace varios años, el oficio de Vicario Judicial, encargado de los procesos de nulidad matrimonial en el ámbito eclesiástico.
Dado los antecedentes anteriores, y el importante y fecundo aporte que ha realizado en nuestro país el sacerdote español Ramón Seco Pérez, el autor de la Moción considera que amerita otorgarle, por especial gracia, la nacionalidad chilena, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4°, del artículo 10 de la Carta Fundamental.

2.3.- Cabe consignar que la Comisión mediante Oficio N° DH/125/13 solicitó al Servicio de Registro Civil e Identificación antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Ramón Seco Pérez. La respuesta fue recibida por la Comisión y consta en el Ordinario N° 10653, de 8 de enero de 2014.

Asimismo, la Comisión pidió antecedentes a la Conferencia Episcopal sobre el desempeño del sacerdote Ramón Seco Pérez por medio del Oficio N° DH/82/13. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide destacó el aporte que ha realizado el sacerdote Ramón Seco Pérez a la VIII Región en los más de cuarenta años de residencia en nuestro país, especialmente en el área de la educación y en la entrega a la labor pastoral. 

Resaltó que su labor se ha caracterizado por colaborar en forma permanente con la ciudadanía, lo cual ha generado una relación de aprecio y de reconocimiento en la población. Ha dedicado su vida  al trabajo con las poblaciones más vulnerables de Chillán y también se ha entregado a las causas por las que ha luchado la sociedad chillaneja, como sucedió con el anhelo de crear la comuna independiente de Chillán Viejo, que él apoyó directamente, impactando directamente en la vida espiritual y en la organización de la sociedad chillaneja. 

Hizo presente, además, que ha dedicado su apostolado a los más pobres y que, por lo mismo, se trata de un sacerdote muy querido por los feligreses de Chillán. Actualmente, lleva más de seis años como Párroco de Colliguay mostrando una permanente comprensión  y apoyo por las iniciativas de la zona. Por ello, consideró que tiene méritos suficientes para que se le conceda la nacionalidad chilena, por especial gracia.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el sacerdote Ramón Seco Pérez, por su destacado aporte a las Regiones de Valparaíso, de Biobío, y al país, y por su gran labor pastoral en los más de cuarenta años que lleva en nuestro territorio, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide.
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

"Artículo Único.- Concédase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español Ramón Seco Pérez.".
- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2014, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA AL SACERDOTE SEÑOR ANDRÉS LACALLE ANDRÉS

(9188-17)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Andrés Lacalle Andrés.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción del Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 17 de diciembre de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala su discusión en los mismos términos.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Andrés Lacalle Andrés.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Servicio de Registro Civil e Identificación con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.-
La Moción que, da origen al proyecto en informe, señala que el padre Andrés Lacalle, nació en Cabezón de la Sierra, cercano a la ciudad de Burgos, España, en el año 1936. Siendo estudiante de Teología accedió a una invitación del Obispo de Chillán Eladio Vicuña, lo que motivó su venida a Chile como misionero. Terminó sus estudios eclesiásticos en el Seminario Pontificio de Santiago y fue ordenado sacerdote el 15 de Agosto de 1962 en la Catedral de Chillán. 
Fue destinado, en primer lugar, a atender a los jóvenes campesinos en el Instituto Rural, que se iniciaba en la Diócesis. Desde allí pudo conocer la realidad de los campesinos, de sus capacidades y sus necesidades. Fue enviado, después, a la Parroquia de Coihueco, como Vicario Cooperador. Atendió las comunidades rurales de esa extensa parroquia y en la ciudad de Coihueco, promovió la creación de un Liceo Vespertino para ofrecer a las personas adultas posibilidades de estudio.
Más tarde, fue trasladado a Bulnes con la misma calidad de Cooperador. Allí comenzó a realizar actividades similares en ese otro sector de la Provincia de Ñuble. Además de sus tareas ministeriales impulsó la creación de un Liceo Nocturno, en el cual tomó a su cargo algunas asignaturas. Fue apreciable la aceptación que tuvo en la ciudad, en las comunidades rurales, especialmente entre los jóvenes. 
Posteriormente, fue nombrado Párroco de Tucapel en un tiempo en que esa comuna pasó a pertenecer a la Diócesis de Chillán por unos diez años. Recorrió todos los pueblos aledaños dando vitalidad a las comunidades rurales, participando activamente en los proyectos de cada comunidad. Se interesó por rescatar los aportes culturales de la zona, lo que se demuestra en la ayuda que prestó en la construcción del Museo. También, acogió a una comunidad de religiosas y, con la colaboración de todo el pueblo, construyó el templo parroquial de características singulares. Ayudó a las personas detenidas durante el régimen militar, e intervino ante las autoridades a favor de varios campesinos participantes en organizaciones sociales de la época.

Luego, fue trasladado a Cobquecura como Párroco, lugar en el que permaneció por más de treinta años, atendiendo simultáneamente a la Parroquia de Ninhue por catorce años. Recorrió todos los sectores de esa extensa zona costera. No hubo quien no lo conociera, compartiendo con los campesinos, organizándolos para su superación, siempre atento a las necesidades de cada comunidad.

Su tarea pastoral estuvo siempre unida a la promoción humana, impulsando la creación de un Hogar para estudiantes en un lugar estratégico de Cobquecura, dedicado al cultivo de huertos familiares, a construir y reparar caminos y a obtener el servicio de agua potable en las distintas localidades. En los últimos años, ha seguido desarrollando su labor pastoral en la Parroquia de San Nicolás.

Cabe destacar que toda iniciativa de progreso tuvo acogida en él, incentivando la participación de todos. Para ello, se entrevistó en varias oportunidades con diversas autoridades para obtener las facilidades necesarias para las múltiples iniciativas que apoyó. Su entrega a la comunidad se ha visto reflejada en el hecho de que al cumplir cincuenta años de sacerdocio, en el mes de agosto de 2012, celebró una Eucaristía en la Catedral de Chillán, con la participación de millares de fieles, de las más diversas comunidades atendidas por él, que ofrecieron sus testimonios personales sobre los servicios ministeriales del Padre Andrés Lacalle. 

Por todo lo anterior, concluye que el Padre Andrés Lacalle Andrés es un extranjero de excepción, que amerita que se le conceda la nacionalidad por especial gracia, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 10 de la Carta Fundamental.
Dado los antecedentes anteriores, y el importante y fecundo aporte que ha realizado en nuestro país el sacerdote Andrés Lacalle, el autor de la Moción considera que es necesario otorgarle, por especial gracia, la nacionalidad chilena, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4°, del artículo 10 de la Carta Fundamental.

2.3.- Cabe consignar que la Comisión mediante Oficio N° DH/126/13 solicitó al Servicio de Registro Civil e Identificación antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Ramón Seco Pérez. Se recibió respuesta a través del Ordinario N° 10652, de 8 de enero de 2014.

Asimismo, por medio del Oficio N° DH/82/13 pidió antecedentes a la Conferencia Episcopal sobre el desempeño del sacerdote Andrés Lacalle Andrés. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su calidad de autor de la Moción, señaló que el padre Andrés Lacalle llegó al país hace más de cincuenta años como misionero y que fue ordenado sacerdote en la Catedral de Chillán en el año 1962.

Resaltó que dedicó su vida a la educación y a la vida pastoral, por lo que se ha hecho merecedor del respeto y cariño de gran parte de los pobladores de la VIII Región, especialmente de la Provincia de Ñuble. 

Destacó que ha realizado un verdadero apostolado con los más necesitados recorriendo diversas comunidades rurales y participando en un sinnúmero de proyectos locales, como en la construcción de un hogar para estudiantes y en el rescate de la memoria histórica de Tucapel.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el sacerdote Andrés Lacalle Andrés, por su gran aporte a la VIII Región, y al país y su gran labor pastoral, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

"Artículo Único.- Concédase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español Andrés Lacalle Andrés."
- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2014, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA AL SACERDOTE SEÑOR JOSÉ ANTONIO ORTEGA MARTÍN

(9189-17)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español José Antonio Ortega Martín.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción del Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 17 de diciembre de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español José Antonio Ortega Martín.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Servicio de Registro Civil e Identificación con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.-
La Moción que, da origen al proyecto en informe, señala que el padre José Antonio Ortega Martín, nació en Burgos, España, el 15 de Junio de 1937. Arribó a Chile luego de acceder a una invitación que le cursó el Obispo Vicuña en el año 1960, cuando ya había sido ordenado sacerdote. 
Su primer destino fue la ciudad de San Carlos y, desde allí, fue tomando parte en diversos servicios a nivel diocesano. Participó activamente en un Equipo Misionero que impulsó una Misión General, que organizó a las comunidades rurales, con personas del lugar, especialmente varones. Esto dio una gran vitalidad a los sectores campesinos, incentivando su participación en la comunidad cristiana y en el servicio social y promocional de estos sectores. 
Después, fue nombrado Cura Párroco de la localidad de El Carmen, en donde pudo proseguir con su labor de formación y promoción de líderes. Más tarde fue trasladado a Chillán, en donde atendió sectores poblacionales como las poblaciones Rosita O’Higgins y El Roble, en donde colaboró en la entrega de servicios sociales para la comunidad.

Además, estuvo a la cabeza del Centro de Formación Integral Diocesano, promoviendo Cursos de Teología a Distancia con la comunidad cristiana de Madrid. Asimismo, integró el Equipo Promotor del Movimiento por un Mundo Mejor (MMM), surgido a raíz del Concilio Vaticano II. Impulsó el programa “Nueva Imagen de Parroquia”, que trataba de incorporar a todos los sectores de la población en un programa común que acogía las aspiraciones y celebraciones populares dándoles sentido comunitario, a fin de vincular a las personas con las organizaciones sectoriales, mediante informaciones impartidas a través de boletines. También, tuvo una destacada participación en la celebración diocesana de los 500 años de la Evangelización del año 1992.

A su vez, fue Párroco de Yungay y, posteriormente, Cura Párroco de San Juan de Dios en la ciudad de Chillán a partir del año 1993. Allí manifestó una gran preocupación por la conservación y reparación del Monumento Nacional de la Capilla que lleva ese mismo nombre y creó un Centro Cultural para mantener vigente la memoria histórica de este lugar.

En los últimos años y, en memoria de su madre, fallecida en España, creó con su esfuerzo y el de toda la comunidad el Hogar llamado “Casa de acogida mamá Teresa”, destinado a acoger a adultos mayores en situación de precariedad económica. Esto, después de haber impulsado la creación de la Fundación Padre Chango, destinada a brindar acogida, protección y ayuda para la rehabilitación a personas jóvenes adictas a la droga.
Por todo lo anterior, concluye que el Padre José Antonio Ortega Martín es un extranjero de excepción, que amerita que se le conceda la nacionalidad por especial gracia, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 10 de la Carta Fundamental.
Dado los antecedentes anteriores, y el importante y fecundo aporte que ha realizado en nuestro país el sacerdote español José Antonio Ortega, el autor de la Moción considera que es necesario otorgarle, por especial gracia, la nacionalidad chilena, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4°, del artículo 10 de la Carta Fundamental.

2.3.- Cabe consignar que la Comisión mediante Oficio N° DH/127/13 solicitó al Servicio de Registro Civil e Identificación antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Ramón Seco Pérez. Se recibió respuesta por medio del Ordinario N° 10.651, de 8 de enero de 2014.

Asimismo, la Comisión pidió antecedentes a la Conferencia Episcopal sobre el desempeño del sacerdote José Antonio Ortega Martín por medio del Oficio N° DH/82/13. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su calidad de autor del presente proyecto de ley, señaló que el Padre José Antonio Ortega lleva en Chile más de cincuenta años y que ha dedicado su vida religiosa a los pobres y a las comunidades rurales, centrando su labor en la educación y en las actividades pastorales. 

Participó en la formación de grupos misioneros y se interesó por mantener vigente la memoria histórica de Chillán, ayudando a la reparación de su Capilla y creando un Centro Cultural. Además, colaboró en la construcción de un hogar para adultos mayores vulnerables y otro para acoger a jóvenes adictos a las drogas. Destacó que uno de sus mayores logros es haber creado vínculos de aprecio y reconocimiento con la comunidad por su abnegada y fructífera labor con los más necesitados.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el sacerdote José Antonio Ortega Martín, por su tremendo aporte a la Región de Biobío y al país, y por su gran labor pastoral, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide.
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

"Artículo Único.- Concédase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español José Antonio Ortega Martín.".
- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2014, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA AL ARTISTA BAILARÍN SEÑOR LUIS ORTIGOZA MARCHISIO

 (9123-17)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al artista bailarín Luis Ortigoza Marchisio.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción de los Honorables Diputados señoras María José Hoffmann y Ximena Vidal, y señores Pepe Auth, Ramón Farías, Rodrigo González, Hugo Gutiérrez, Sergio Ojeda, José Pérez, Víctor Torres y Germán Verdugo.
Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 26 de noviembre de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al artista bailarín argentino Luis Ortigoza Marchisio.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

II.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

II.2.- La Moción que da origen al proyecto en informe, recuerda que la Constitución Política de la República, en su artículo 10 numeral 4°, establece que son chilenos, los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley y, agrega que el artículo 63 numeral 5° dispone que sólo son materias de ley las que regulen honores públicos a grandes servidores.

Hace presente que no existe una norma que precise los requisitos que debe tener un ciudadano extranjero para hacerse acreedor de esta especial gracia de nacionalización como chileno o chilena. De esta forma, continúa, corresponde al legislador calificar cuándo procede otorgarla, conforme a los méritos personales que posee el ciudadano y a los servicios prestados a nuestra Nación que lo hacen merecedor de la calidad de gran servidor y de uno de los mayores honores que puede otorgar nuestro país, como es el otorgamiento de la nacionalidad chilena.

En seguida, la Moción hace una breve reseña de su vida y trayectoria, la cual destaca que don Luis Ortigoza Marchisio, primer bailarín Estrella del Ballet de Santiago del Teatro Municipal, ha dedicado veinticinco años de su vida al Ballet de Santiago enalteciendo el nivel de la Compañía y haciendo que ésta sea reconocida internacionalmente como entre las mejores del mundo.
Luis Ortigoza Marchisio, argentino, realizó sus estudios de ballet con el maestro Mario Galizzi en el Instituto superior de Arte del Teatro Colón de Buenos Aires. En 1988 ingresó al Teatro Argentino de la Plata y ese mismo año se integró al Ballet de Santiago como cuerpo de baile. En 1989 es ascendido a solista y en 1990 a primer bailarín, luego de ganar medalla de plata en el IV concurso internacional de Ballet de Jackson Mississippi (EEUU).

Se le describe como un bailarín extraordinario con dones especiales, de gran consistencia en el escenario y con un altísimo nivel artístico y técnico sólo visto en los grandes de la danza en el mundo, como Rudolf Nureyev, Mikhail Baryshnikov, Richard Cragun, Vladimir Malakhov y Julio Bocca, entre otros.

Destaca también que Ortigoza podría ser la estrella de cualquier compañía del mundo y que ha rechazado diversos ofrecimientos de trabajo por privilegiar a Chile. Lo anterior, sumado a su extensísima trayectoria y profesionalismo, y compromiso con nuestro país, lo hace, con mayor fuerza, merecedor de la nacionalidad por gracia. 

En seguida, informa que se ha presentado en numerosas galas y festivales internacionales en Alemania, Argentina, Bolivia, Brasil, China, Cuba, Estados Unidos, España, Hungría, Italia, Japón, México, Paraguay, Rusia y Venezuela, compartiendo el escenario con primeras figuras del ballet mundial. Su afinada técnica y gran versatilidad artística le ha permitido abordar un repertorio de connotados coreógrafos, tales como J. Cranko, Sir K. Macmillan, G. Balanchine, J. Robbins, R. Nureyev, M. Haydee, I. Nagy, N. Makarova, R Hynd, Loipa Araujo, entre otros.
Detalla que su repertorio incluye a Manon, La Bayadera, Carmen, Romeo y Julieta, Giselle, Don Quijote, El Lago de los Cisnes, La Bella Durmiente, Cenicienta, Rosalinda, Tema y Variaciones, Tchaikovski Pas de Deux, Who Cares, Estude, Diana y Acteon, La Consagración de la Primavera, Petruska, Gaite Parissienne, In The Night, Iniciale, La Viuda Alegre y Tanguero, creado especialmente para él por la coreógrafa argentina Mora Godoy.

Resalta, también, que ha sido nominado en dos oportunidades para el prestigioso premio Benois de la Danse por su interpretación de Drosselmayer y el Príncipe en el Cascanueces de Nureyev, y por su rol de don José en el ballet de Carmen de Marcia Haydee, siendo ovacionado en la Gala de Premiación en el Teatro Bolshoi.

En seguida, comenta que ha bailado con destacadísimos bailarines nacionales e internacionales. A modo de ejemplo, menciona a Marcia Haydee, Juliet Kent, Paloma Herrera, Cecilia Kerche, Nicole Rhodes, Agnes Oaks, Roberta Márquez, Alesza Popova, Alihaydee Carreño, Karina Olmedo, Cecilia Figaredo, Silvina Perillo, Cynthia Labaronne, Julieta Paul, Marcela Goicochea, Lidia Olmos, Natalia Berrios, Andreza Randisek, Maite Ramirez, Valentina Tchepatcheva y Sara Nieto.

Entre las distinciones y reconocimientos que ha recibido, destacan los siguientes: el Premio de la Crítica 1992 (Chile); el Premio Apes (Asociación de Periodistas de Espectáculos) 1990, 1992, 1993, 1996, 1998, 1999, 2001 y 2003 (Chile); el Diploma de la Fundación KONEX 1999, 2009 (Argentina); el Premio Clarín 2006 (Argentina), como mejor figura del ballet; distinción de la Embajada de la República Argentina en Chile 2007 por su trayectoria artística; la Medalla Elena Smirnova 2007 (Argentina), y Konex de Platino 2009 (Argentina), como máximo exponente en la disciplina de la danza.

En 2007 estrena su primera producción coreográfica, La Bayadere. En 2008 crea el Pas de deux Sylvia, para la Gala de celebración de los 150 años del Teatro Municipal, y Paquita gran Pas Classique, para la Gala Bicentenario 2010. Bajo la dirección artística de Marcia Haydee, es incorporado al Staff de la compañía, y en el 2007 lo nombra Primer Bailarín Estrella del Ballet de Santiago.

Destaca, asimismo, la fidelidad que ha demostrado hacia Chile, hacia su Teatro Municipal y hacia su Compañía de Ballet, el "Ballet de Santiago". Relata que en cada Gala a la que ha sido invitado, siempre ha solicitado concurrir con una Primera Bailarina de la Compañía del Ballet de Santiago, y que cada vez que lo han invitado a bailar a Argentina, consulta, si es posible, llevar a toda la Compañía, tal como sucedió en el caso de “Carmen”, exhibida en el Luna Park.

Por otra parte, hace presente que son numerosas y de los más variados ámbitos de la actividad nacional, las personas que lo apoyan y que patrocinan esta iniciativa de ley, que busca conceder la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Luis Ortigoza, por su trabajo y dedicación en la difusión y en el desarrollo del arte del ballet en nuestro país.
Posteriormente, da a conocer algunas de las personas de destacada trayectoria del ambiente de la cultura nacional que apoyan la presente iniciativa, a saber:
- Marcia Haydee, Directora Ballet de Santiago.
- Luz Lorca, Subdirectora del Ballet de Santiago.
- José Luis Domínguez, Director de la Orquesta del Teatro Municipal.

- Andrés Rodríguez, Director del Teatro Municipal.
- Carmen Gloria Larenas, periodista crítica de arte.
- Javier Ibacache, Director del GAM y periodista.
- Marietta Santi, crítica de arte.
- Ítalo Passalaqua, periodista crítico de arte.
- Maureen Lennon, periodista de arte y cultura de El Mercurio.
- Mario Córdova, periodista y crítico de arte.

- Juan Lavagna, representante de artistas argentinos.
- Luisa Durán, miembro del Consejo del Teatro Municipal.
- Mario Galazzi, maestro de Baile.
- Iván Magy, Bailarín, y

- Carolina Toha, Alcaldesa de la I. Municipalidad de Santiago.
Finalmente, expresa que la trayectoria del bailarín argentino Luis Ortigoza Marchisio, así como su compromiso con la danza y su identificación con nuestro país, sirven de fundamento para otorgarle este reconocimiento, cual es concederle la nacionalidad chilena, por especial gracia, como una manera de agradecer su entrega y trabajo para con la cultura y el arte de nuestro país.

II.3.- Ordinario N° 8.147, de 17 de octubre de 2013, del Servicio de Registro Civil e Identificación, en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros del señor Luis Horacio Ortigoza.

II.4.- Oficio N° 10.993, de 21 de noviembre de 2013, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de un artículo único, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Luis Ortigoza Marchisio.
Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados sólo por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, fue aprobada por la Sala de esa Corporación por 54 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que el otorgamiento de la nacionalidad por especial gracia, dice relación con la trayectoria de toda una vida de servicio al país y, al respecto, observó que el promedio de edad a quienes se les ha concedido este reconocimiento es bastante mayor al que presenta el proyecto en estudio. No obstante lo anterior, coincidió en que el señor Ortigoza es un gran artista y un excelente bailarín, por lo que solicitó un mayor plazo, con el objeto de estudiar esta iniciativa con mayor profundidad.

En la sesión siguiente, el Honorable Senador señor Orpis señaló que en la Comisión se ha puesto gran énfasis en el tiempo que la persona ha estado en el país para otorgarle este reconocimiento, sin embargo, expresó, también es importante considerar su aporte a la cultura nacional, y en este caso, se trata del Primer Bailarín Estrella del Ballet de Santiago del Teatro Municipal.

En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Pérez destacó que si bien es importante la permanencia en el país, el señor Ortigoza ha mostrado un compromiso con el arte y la danza de  nuestro país. Asimismo, destacó la votación unánime con que se aprobó este proyecto en la Sala de la Honorable Cámara de Diputados.

La Comisión, luego de conocer los antecedentes del señor Luis Ortigoza, se formó la convicción de que es merecedor de esta distinción especialísima, ya que sus actividades y trayectoria han alcanzado relevancia nacional, lo que constituye un hecho público y notorio, que no es necesario acreditar.

Considerando lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el artista bailarín argentino señor Luis Ortigoza Marchisio, por su destacado aporte y compromiso con la danza y entrega a nuestro país, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Orpis y Ruiz- Esquide.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe en los mismos términos que la Honorable Cámara de Diputados:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Concédase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al artista bailarín Luis Ortigoza Marchisio.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 15 de enero de 2014, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 21 de enero 2014.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.

13

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL TÍTULO II DE LA LEY N° 19.882, QUE FIJA CONDICIONES ESPECIALES, PARA LA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO POR EL PERÍODO QUE INDICA Y OTORGA OTROS BENEFICIOS POR RETIRO
(9228-05)

Oficio Nº 11.110


VALPARAÍSO, 21 de enero de 2014

Con motivo del mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Título II de la ley N°19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro, correspondiente al boletín N°9228-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N°19.882, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en la primera oración el vocablo “nueve” por “once”.

b) Suprímese la siguiente oración: “El monto de este beneficio se incrementará en un mes para las funcionarias”.

Artículo 2°.- Los funcionarios y funcionarias beneficiarias del Título II de la ley N° 19.882, sobre Bonificación por Retiro, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, y que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria a partir de la fecha que se establece en la presente ley y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir dicha bonificación por retiro voluntario, en las condiciones especiales que se indican a continuación:

a) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N°19.882 serán reemplazados por los que se señalan en el artículo siguiente.
b) La bonificación que corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N°19.882.

Artículo 3°.- El personal que se acoja a lo dispuesto en el artículo precedente que cumpla 65 o 60 años de edad, respectivamente, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.

Artículo 4°.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley N°19.882 con las condiciones especiales que otorga la presente ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema según lo establece su artículo 17, tendrán derecho a recibir una bonificación adicional de cargo fiscal, por una sola vez, equivalente a 395 unidades de fomento.
El reconocimiento de los períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N°19.882.

Los funcionarios que cumplan con los requisitos para percibir la bonificación adicional, que estén sujetos a los plazos dispuestos en la letra a) del artículo 3° de la presente ley, que no alcancen a tener los 20 años de servicio continuos o discontinuos requeridos, según corresponda, en el plazo establecido en dicha letra, podrán postergar su retiro hasta que ello ocurra, siempre que acrediten que los cumplirán como máximo al 30 de junio de 2014.
Los funcionarios que actualmente desempeñen cargos en planta o a contrata podrán completar la antigüedad requerida con hasta 10 años servidos en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones o al término del contrato de trabajo, según el caso.
La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
Para acceder a la bonificación adicional, el personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en las entidades señaladas en este artículo y el siguiente afectas al presente beneficio. El monto establecido será para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si ésta fuera inferior.

Si el funcionario no cesa en su cargo o termina su contrato dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.

Quienes perciban la bonificación no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. Del mismo modo, quienes sean beneficiados por la presente ley no podrán utilizar los mismos años de servicio para acceder a otras leyes que otorguen bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario, y quienes tienen vigente un plan especial de retiro que pudiera corresponder también al ámbito de la presente norma legal, como los establecidos en las leyes N° 20.648 o N° 20.692, no podrán acogerse a esta ley.
Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 2° y se sujetará al mismo procedimiento para la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen.

Artículo 5°.- Los funcionarios y funcionarias que desempeñen un cargo de carrera o a contrata y contratados conforme al Código del Trabajo en las instituciones enumeradas en el inciso primero del artículo sexto de la ley N° 20.212, no incluidos en el ámbito del artículo anterior, que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos o se ponga término a sus contratos en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley, y a más tardar el 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación adicional de cargo fiscal del artículo 4°, equivalente a 395 unidades de fomento, siempre que cumplan con los requisitos que se señalan a continuación:

a) Encontrarse afiliado al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal.

b) Tener a la fecha de renuncia o al término del contrato de trabajo, al menos 20 años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado.
c) Cesar en el cargo o terminar el contrato de trabajo, sea por renuncia voluntaria, o por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, dentro de los plazos fijados.
Las normas de los incisos segundo a octavo del artículo anterior, se aplicarán también a los trabajadores del presente artículo.

El personal que cumpla con los requisitos y que quiera acogerse a los beneficios del presente artículo deberá comunicar la decisión de renunciar voluntariamente a su cargo o, en su caso, informar que ha terminado su contrato de trabajo por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y adjuntar los demás antecedentes necesarios que acrediten cada uno de los requisitos requeridos en el departamento de personal o en la unidad en que desempeñe dichas tareas, quienes verificarán su cumplimiento.

La bonificación adicional se devengará y pagará por la institución en que el funcionario haya cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a contar del mes subsiguiente al de la total tramitación del acto administrativo que lo concede.

Artículo 6°.- Las edades señaladas en los artículos 4° y 5° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley Nº3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° los funcionarios y funcionarias que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley, o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley, pero anterior al 30 de junio de 2014, y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.
Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional que establece la presente ley durante los años 2013, 2014 y 2015, incluidas las mujeres conforme al artículo 3° de esta ley, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley Nº20.305, conjuntamente con la postulación a aquella. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, sin que sea aplicable el plazo de doce meses señalado en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley Nº20.305, manteniéndose todos los demás requisitos que la ley N°20.305 y sus modificaciones establecen.
Artículo 8°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los veinte años, con un máximo de 100 unidades de fomento.
Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974, los que se refieren en: i) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N°19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; ii) el artículo sexagésimo octavo de la ley N°19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado, y el reconocimiento de periodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional.

Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° tendrán, además, un bono por antigüedad de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los cuarenta años, con tope de 100 unidades de fomento. Los años de servicio se calcularán y pagarán en iguales términos que los señalados en el artículo anterior.

Artículo 10.- Los funcionarios y funcionarias que se acojan a los beneficios de la presente ley, que se encuentren realizando o acrediten por parte del empleador haber realizado trabajos calificados como pesados en el momento de presentar la renuncia voluntaria, o al término de su contrato de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a un bono por trabajos pesados de 10 unidades de fomento por cada año que hubieren cotizado o estuvieren certificados en tal calidad, con un máximo de 100 unidades de fomento.
Artículo 11.- Los exfuncionarios que hubieren cesado en sus labores en las instituciones a que se refiere la presente ley, entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrán acceder a la bonificación adicional de 395 unidades de fomento de los artículos 4° o 5°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro del Título II de la ley N°19.882 o acrediten el término de sus contratos de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y que, además, tuvieran cumplidos todos los requisitos requeridos para la percepción de la bonificación adicional.

Para este efecto, deberán presentar su solicitud ante el jefe superior del servicio o jefatura máxima de la institución en la cual hubieren cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta dentro de los noventa días siguientes a ella. Si dichas personas no presentan las solicitudes dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian al beneficio.

El bono se devengará y pagará por cada servicio a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que lo concede.

De proceder, se aplicará lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 6°. En todo lo no previsto en este artículo, el otorgamiento del beneficio se regirá por las normas señaladas en los artículos 4° y 5°, en cuanto le fueren aplicables.

Artículo 12.- Facúltase a los jefes superiores de servicio que se enumeran a continuación para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias que se indican en cada caso, ya sea que desempeñen cargos de planta o a contrata y hubieran tenido al 31 de julio de 2010 cumplidos 65 años de edad los hombres y 60 años las mujeres:

	Servicio
	N° máximo de personas por servicio

	Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo
	1

	Subsecretario de Relaciones Exteriores
	6

	Subsecretario de Hacienda
	2

	Subsecretario General de Gobierno
	2

	Subsecretario de Educación
	38

	Subsecretario de Justicia
	1

	Subsecretario de Obras Públicas
	1

	Subsecretario de Agricultura
	1

	Subsecretario de Vivienda y Urbanismo
	26

	Subsecretario de Bienes Nacionales
	6

	Intendente de la Región de Tarapacá
	1

	Intendente de la Región de Antofagasta
	4

	Intendente de la Región de Coquimbo
	4

	Intendente de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins
	1

	Intendente de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	1

	Intendente de la Región de Magallanes y Antártica Chilena
	1

	Gobierno Regional de Tarapacá
	1

	Gobierno Regional de Antofagasta
	3

	Gobierno Regional del Libertador Bernardo O`Higgins
	1

	Gobierno Regional del Bío-Bío
	1

	Gobierno Regional de la Araucanía
	3

	Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena
	1

	Gobernador Provincial de Linares
	2

	Gobernador Provincial de Ñuble
	2

	Gobernador Provincial de Valdivia
	1

	Gobernador Provincial de Aysén
	1

	Director del Servicio Electoral
	2

	Director General de Relaciones Económicas Internacionales
	2

	Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción
	13

	Fiscal Nacional Económico
	1

	Director del Instituto Nacional de Propiedad Industrial
	1

	Director de Presupuestos
	6

	Director del Servicio de Impuestos Internos
	88

	Tesorero General de la República
	25

	Superintendente de Valores y Seguros
	3

	Director Nacional del Servicio Civil
	1

	Presidente del Consejo de Defensa del Estado
	9

	Director Nacional de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos
	9

	Secretario General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas
	2

	Director Nacional de Servicio de Registro Civil e Identificación
	24

	Director Nacional del Servicio Médico Legal
	17

	Director Nacional de Gendarmería de Chile
	36

	Director Nacional del Servicio Nacional de Menores
	26

	Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública
	1

	Director General de Aeronáutica Civil
	27

	Fiscal Nacional de Obras Públicas
	2

	Director Nacional de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas
	2

	Director Nacional de Arquitectura
	12

	Director Nacional de Obras Hidráulicas
	7

	Director Nacional de Vialidad
	29

	Director Nacional de Obras Portuarias
	1

	Director de Planeamiento
	2

	Superintendente de Servicios Sanitarios
	2

	Director Nacional de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias
	2

	Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero
	27

	Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego
	5

	Superintendente de Seguridad Social
	1

	Superintendente de Pensiones
	4

	Director Nacional del Instituto de Previsión Social
	10

	Director Nacional del Instituto de Seguridad Laboral
	1

	Superintendente de Salud
	1

	Vicepresidente Ejecutivo de la Comisión Chilena del Cobre
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Tarapacá
	1

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Antofagasta
	1

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Valparaíso
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización del Bío-Bío
	3

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Los Lagos
	3

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Magallanes y Antártica Chilena
	3

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región Metropolitana
	7

	Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social
	2

	Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
	1

	Director Ejecutivo de la Comisión Chilena Energía Nuclear
	3

	Superintendente de Electricidad y Combustibles
	1


Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, cada jefe de servicio, mediante resolución exenta, identificará el personal que corresponde al número antes indicado, al que aplicará esta facultad, la que requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la que informará a las organizaciones de trabajadores. En dicha resolución, se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que deberán hacer dejación del servicio, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014.

Los funcionarios y funcionarias de las entidades señaladas en el artículo octavo de la ley N°19.882, a quienes se les solicite la renuncia de conformidad a la presente facultad, tendrán derecho a la bonificación por retiro del Título II de la referida ley con las condiciones especiales que fija el artículo 2° anterior. Del mismo modo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal, percibirán el bono adicional del artículo 4°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.

Respecto de las instituciones afectas al Título II de la ley N°19.882, a cuyos funcionarios se les solicite la renuncia conforme a la facultad del inciso anterior, se entenderá que cumplen con la causal de renuncia voluntaria. Lo mismo procederá respecto de los funcionarios regidos por el Código del Trabajo en instituciones acogidas al señalado Título II, a los que se aplique la norma contenida en el inciso anterior.
Por otra parte, los funcionarios y funcionarias de las instituciones a que se refiere el artículo 5° de la presente ley, no incluidos en el ámbito del inciso anterior, a los que se les solicite la renuncia o se les aplique el inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán el bono adicional del artículo 5°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.

Artículo 13.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 2° podrán, excepcionalmente, postular a la bonificación de los artículos 2°, 4° o 5°, cumpliendo los requisitos que se establecen en cada uno de los artículos mencionados, dentro de los cuarenta y cinco días corridos siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que como máximo podrá ser el 15 de julio de 2014. Para estos efectos, se considerarán 200 cupos.
Las postulaciones deberán hacerse en la institución en que se desempeña el funcionario. En el plazo indicado en el inciso anterior, el empleador deberá verificar el cumplimiento de los requisitos y remitirá las postulaciones junto con las certificaciones que corresponda, certificados médicos, si proceden, y cualquier otro antecedente que aporte información objetiva sobre la situación del empleado, dentro de los quince días corridos siguientes al vencimiento del período de postulación, a la Subdirección de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos. Esta Subdirección informará a cada uno de los empleadores y a la ANEF, de los resultados de las postulaciones dentro de los treinta días corridos siguientes al vencimiento del plazo para el envío de las postulaciones por parte del empleador. Si hubiera un mayor número de postulantes que cupos, la Subdirección de Racionalización y Función Pública los priorizará, según se señala en el inciso siguiente.
El total de cupos deberá distribuirse entre hombres y mujeres, según la proporción de postulantes por género. A continuación se elaborará un listado de hombres y otro de mujeres, dando prioridad a los funcionarios y funcionarias con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación, a los de mayor edad y años de servicio en la administración pública; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, los postulantes restantes se ordenarán alfabéticamente según sus apellidos y la selección se hará partiendo simultáneamente con los funcionarios y funcionarias, que aparezcan en primer y último lugar en cada lista, hasta completar los cupos restantes, manteniendo siempre la proporcionalidad resultante por género.

Artículo 14.- Los funcionarios nombrados o contratados del Ministerio Público y de la Dirección General de Movilización Nacional que cumplan 60 años si son mujeres o 65 años si son hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, podrán percibir, según proceda, hasta 11 meses de remuneración imponible con un tope de 90 unidades de fomento, y si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán además 395 unidades de fomento, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los plazos que se fijan en el artículo 3°. Para el efecto, se dispondrán 14 cupos en la primera de las instituciones mencionadas y 10 para la segunda.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RECAÍDAS EN EL PROYECTO DE LEY QUE PERMITE LA INTRODUCCIÓN DE LA TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE
(6190-19)


Oficio Nº 11.109


VALPARAÍSO, 21 de enero de 2014


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha despachado las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República, mediante el mensaje 267-361, de 15 de noviembre de 2013, al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, correspondiente al boletín N°6190-19, en los términos siguientes:


1) Ha declarado inadmisibles las observaciones números 3, 4, 6, 7, 10, 13, 17, 18, 19, 22 y 28.


2) Ha rechazado las observaciones números 2, 5, 11 y 27, y no ha alcanzado el quórum para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional.


3) Ha aprobado las observaciones números 1, 8, 9, 12, 14, 15, 16, 20, 21, 23, 24, 25 y 26.

*****


Hago presente a Vuestra Excelencia que las observaciones números 1, 8, 9, 12, 14, 15, 25 y 26 fueron aprobadas con el voto favorable de 91 diputados, de un total de 114 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


Acompaño los antecedentes respectivos.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
TEXTO DE LAS OBSERVACIONES

SANTIAGO, 15 de noviembre de 2013.

Nº 267-361/
Honorable Cámara de Diputados:

Mediante oficio Nº 10.967, de 17 de octubre de 2013, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley que permite la introducción de la Televisión Digital Terrestre.

Sobre el particular, vengo en informar que, en uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular observaciones al referido proyecto de ley.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley inició su tramitación por mensaje Presidencial el 06 de noviembre de 2008 y tuvo como principal objeto posibilitar la correcta implementación de la tecnología digital en la televisión abierta chilena. Como se sabe, la implementación del sistema de televisión digital cambiará de manera fundamental lo que hoy día conocemos como televisión de libre recepción, principalmente en lo que dice relación con la diversificación de los contenidos y el fortalecimiento de la televisión de carácter regional, local y comunitario. 

Desde su ingreso, el proyecto ha sido objeto de estudio y debate tanto en el Congreso Nacional como en la opinión pública. Su tramitación de cerca de cinco años, da cuenta de aquello. Finalmente, el Congreso Nacional despachó un proyecto que consta de dos artículos permanentes y seis transitorios, que introducen modificaciones a la ley 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, a la ley 18.169, General de Telecomunicaciones y a la ley 17.336, sobre Propiedad Intelectual.

OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY

Las presentes observaciones dicen relación con diversas materias entre las que destacamos las siguientes. 
Correcto Funcionamiento
En la tramitación legislativa tanto la Cámara como el Senado incorporaron al artículo 1° de la Ley N° 18.838, nuevos incisos tendientes a relevar algunos aspectos del correcto funcionamiento que el Consejo deberá fiscalizar y supervigilar, y a incorporar la exigencia de observarse otros cuerpos legales por parte de los sujetos de dicha fiscalización y supervisión. Las observaciones que se introducen buscan eliminar ciertos incisos con el objeto de evitar reiterar exigencias que se contemplan en otras leyes actualmente vigentes en nuestro país. Muchas de ellas no dicen directa relación con lo que se entiende por correcto funcionamiento de la televisión e implican la reiteración de garantías que ya están aseguradas por las leyes correspondientes.

Pluralismo

El literal d) del numeral 1° del artículo 1 del proyecto de ley, incorporó una definición de pluralismo, realizando una enumeración taxativa de aquellos elementos que para efectos de esta ley lo componen y estableciendo a los concesionarios y permisionarios el deber de promover los principios que detalla y de excluir aquellos contenidos contrarios a los mismos.

Respecto de este inciso, el Ejecutivo propone una modificación que persigue conservar como parte del correcto funcionamiento la observancia de estos principios, pero manteniendo la filosofía del precepto vigente. 
Composición del Consejo Nacional de Televisión

Otro aspecto que se aborda en el presente veto dice relación con  normas relativas a la conformación del Consejo Nacional de Televisión, tanto en lo relativo a las exigencias que se establecen para la propuesta que el Presidente de la República debe formular al Senado como aquellas circunstancias que el proyecto de ley establece, a manera ejemplar, como constitutivas de mérito personales o profesionales que una persona debe poseer a efectos de ser nominado como Consejero.

En este contexto, el Ejecutivo propone establecer categorías más generales que permitan cumplir con el objetivo principal que es contar con un Consejo Nacional de Televisión con una composición que refleje la pluralidad de la sociedad chilena. 

Horas de programación  cultural

El proyecto de ley, en lo relativo a la obligación de transmitir programación cultural, modifica la actual letra l) del artículo 12° de la Ley N° 18.838, incurriendo en una falta de precisión, pues establece la obligación a los concesionarios de transmitir “a lo menos cuatro horas” de programación cultural sin precisar entonces cual será en definitiva la real extensión de dicha obligación. 

Es por ello, que se propone eliminar las palabras “a lo menos”, contemplándose la obligación de transmisión de cuatro horas que serán exigibles por el Consejo pudiendo, como es evidente, transmitir más horas si así lo determina el concesionario. 

Campañas de interés público
En cuanto a las campañas de utilidad pública, el proyecto las regula en el número 8) del artículo primero, que incorpora una nueva letra m) al artículo 13 de la ley 18.838. En este sentido se proponen algunas modificaciones con el objeto de especificar con claridad el contenido y duración de dichas campañas. 

También se agrega un nuevo inciso final, similar al contemplado en el mensaje original y en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, que regula la posibilidad que sean los concesionarios los que determinen la forma y contenido de los spot siempre que cumplan con las normas generales e instrucciones de la autoridad. 

Publicidad de programación calificada para mayores de 18 años
En sexto lugar, el proyecto de ley introduce modificaciones al artículo 13 de la Ley N° 18.838 a través del numeral 9 de su artículo 1. 

En la letra b) del nuevo artículo 13 se regula la facultad del Consejo de determinar la hora a partir de la cual puede transmitirse programas para mayores de 18 años -calificado así por el Consejo de Calificación Cinematográfica-. Lo que se encuentra regulado en idénticos términos en la norma actualmente vigente. 
El proyecto, sin embargo, innova al establecer que el Consejo Nacional de Televisión también tiene la atribución de determinación del horario, respecto a la publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de los programas para mayores de 18 años, lo que fue incorporado por las Comisiones Unidas de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones del Senado. 

La norma puede inducir a confusión, ya que, no es preciso en señalar a qué Consejo se refiere. Por un lado, la letra b) hace antes una referencia al Consejo de Calificación Cinematográfica y por otro lado, la norma se inserta dentro de un precepto que define facultades del Consejo Nacional de Televisión. Para precisar lo anterior cabe señalar que el artículo 7° de la Ley 19.846, excluye expresamente de la competencia del Consejo de Calificación Cinematográfica a la publicidad. 

Respecto al cómo y al cuando se ejerce la facultad que contiene esta norma, cabe señalar que el Consejo Nacional de Televisión no tiene facultades para calificar ex ante y caso a caso publicidad sino que, como señala el artículo 13 letra l) antes citado, sus atribuciones dicen relación con dictar normas generales que impidan el acceso de los menores de edad a programación y publicidad que pueda afectar su salud y desarrollo físico de una parte, y con sancionar ex post las infracciones a la ley 18.838.
Considerando lo anteriormente expuesto se propone una supresión a fin que la norma tenga sentido en el contexto del resto del proyecto de ley y regulación pertinente, sin modificar la estructura de competencias del Consejo Nacional de Televisión. 

Respecto a la pérdida del derecho preferente

La actual legislación en materia de concesiones de servicios de radiodifusión televisiva contempla, para aquel concesionario que concursa con el objetivo de renovar su concesión, un derecho preferente para resultar adjudicatario en caso que no exista un postulante que haya presentado un mejor proyecto técnico. Así, el derecho preferente constituye un mecanismo de desempate en el marco de un concurso cuando más de un concursante obtiene el mismo puntaje técnico y uno de ellos es el actual titular de la concesión sobre la frecuencia concursada. 
El proyecto de ley innova en este marco introduciendo dos causales de pérdida del derecho preferente. La primera, que es la que se aborda en estas observaciones, dice relación con haber sido el concesionario condenado dos o más veces por infracciones a tres cuerpos legales que consagran derechos laborales y de propiedad intelectual, en el año anterior en el que le corresponda ejercer el derecho preferente. 
El objetivo perseguido por la norma descrita es exigir, para aplicar el criterio de desempate antes descrito, que los concesionarios a los que favorece hayan sido respetuosos del marco regulatorio que les es aplicable, no extendiéndose la exigencia a cualquier normativa sino a aquella que le es propia como industria. 
En este marco, y manteniendo el objetivo perseguido por la norma, el Ejecutivo propone un veto al párrafo séptimo del numeral 14 del artículo primero del proyecto de ley con el objeto de hacer explícita una exigencia de relevancia, calificada por el Consejo Nacional de Televisión, para la causal de pérdida de derecho preferente consistente en haber sido condenado por infracciones a las leyes N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo.

Respecto a la segunda señal de Televisión Nacional de Chile
Cabe señalar el proyecto de ley modifica el artículo 15 de la Ley N° 18.838 a través del numeral 14 de su artículo primero, estableciendo en forma expresa que no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas o sus controladoras que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza en la misma localidad. Lo anterior con el objeto de impedir la concentración de medios en el mercado de la radiodifusión televisiva y promover en el conjunto de la oferta programática el pluralismo.  Sin perjuicio de ello a continuación establece una excepción para Televisión Nacional de Chile, que le permite obtener una segunda concesión con dos objetos. Primero para transmitir señales de la propia concesionaria de carácter regional; y segundo, transmisión de señales de otros concesionarios que no cuenten con medios propios.

El objeto de esta norma era facilitar el ingreso al mercado a nuevos proyectos televisivos que no contaran con el financiamiento necesario para desplegar una red propia, y además administrar de mejor forma el espectro radioeléctrico. Con eso se iba a permitir potenciar la existencia de medios de carácter regional local y comunitario acercando los contenidos a la población y su realidad.

No obstante el objetivo perseguido por el legislador, la redacción finalmente aprobada pudiera generar el efecto contrario, pues la norma contenida en el párrafo 11 del número 14 del artículo 1° no sólo contempla la posibilidad para Televisión Nacional de Chile de transportar a concesionarios con medios de terceros sino también transmitir sus propias señales regionales, quedando tal definición al arbitrio de dicha empresa pública. Esta posibilidad de transmitir en esta segunda concesión por localidad, las señales regionales de Televisión Nacional de Chile, lejos de promover el pluralismo y los medios regionales, locales o locales comunitarios introduce desincentivos a dicho canal para ofertar su remanente a sus potenciales competidores. 
Lo anteriormente señalado motiva a este Ejecutivo a observar la norma que nos ocupa con el objeto de reforzar su sentido y propósito original que es que Televisión Nacional utilice la segunda señal sólo para transportar a otros concesionarios, más pequeños, promoviendo así la pluralidad de medios disponibles para los televidentes en las distintas localidades del país.
Concepto de concesionarios locales
El proyecto de ley innova respecto de la actual regulación al establecer cuatro categorías de concesionarios en razón de la cobertura que alcanza el conjunto de concesiones que se le otorguen, distinguiendo entre concesionarios nacionales, regionales, locales y locales de carácter comunitario, cuyas definiciones se contienen en las letras a), b), c) y d) del nuevo artículo 15 ter.

Cabe indicar que pese a que el legislador quiso distinguir entre dichas categorías, la redacción finalmente aprobada produce que en una de sus hipótesis, los conceptos de concesionarias regionales y locales se superpongan y en definitiva una misma situación de hecho pudiera ser encuadrada en ambas definiciones. En efecto, cuando se trate de un concesionario con presencia en una sola región, será concesionario regional o local dependiendo del porcentaje de población (25%) o de comunas (50%) que alcance.  Así, cuando ambos umbrales se superan, el concesionario será regional y cuando ninguno se alcance será local. Sin embargo cuando un concesionario supere uno cualquiera de dichos umbrales y no alcance el otro umbral, conforme a la definiciones contempladas en las letras b) y c) antes referidas, cumpliría con los supuestos para considerarse tanto concesionario regional como local. Lo anterior por contemplarse en ambas definiciones la conjunción “o” respecto de los dos elementos que componen la definición.

Con el objeto de corregir este error de redacción, el Ejecutivo plantea una modificación a la definición de concesionario local que indique que para ser tal debe necesariamente tener éste una cobertura menor al 25% de la población y al 50% de las comunas de la respectiva región. De lo contrario, será concesionario de carácter regional.

Prohibición para las entidades religiosas para ser concesionarios de carácter local comunitario
Respecto a esta materia, cabe indicar que el proyecto de ley define a los concesionarios de carácter local comunitario como aquellas personas jurídicas sin fines de lucro que tienen alcance local y cuyo objeto es velar por la promoción del desarrollo social y local. 

En el contexto de dicha definición el legislador excluyó de esta categoría de concesionarios a las organizaciones político partidistas y a las entidades religiosas regidas por la Ley N° 19.418. La exclusión de éstas últimas  no encuentra sustento en el objetivo perseguido, pues dichas entidades pueden tener un evidente carácter comunitario, en atención a las diferentes formas en las que las diversas iglesias en Chile se organizan.

Facultades de la Fiscalía Nacional Económica
Como se ha dicho, uno de los aspectos esenciales del proyecto fue cautelar que no se produjera concentración de medios en el mercado de la radiodifusión televisiva, impidiéndose, salvo la excepción a la que ya se ha hecho referencia, que un mismo concesionario sea titular de más de una concesión en una misma zona de servicio. 

Otro elemento que expresa este fin fue la regulación que introduce el proyecto de ley a los casos de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso que un concesionario pueda hacer a un tercero. 

El numeral 16 del artículo 1 del proyecto de ley estableció respecto de las hipótesis antes referidas, que importan en los hechos que un tercero haga uso de la concesión de la que un concesionario es titular, un estándar similar al contemplado en el artículo 38 de la Ley N° 19.733 sobre libertad de opinión y ejercicio del periodismo. Este último precepto, exige respecto de los medios de comunicación en general, y tratándose de aquellos medios sujetos al sistema de concesión como es el caso de la radiodifusión televisiva, que cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad sea informado a la Fiscalía Nacional Económica previo a su perfeccionamiento, pudiendo ésta en caso de considerar que la operación informada pudiere afectar la libre competencia, acudir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a fin que éste se pronuncie en un proceso no contencioso. 

La norma, sin embargo, en los términos en los que fue aprobada, cambia el estándar antes referido pues exige contar con informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica, lo que pudiere interpretarse como un requisito que impide la operación sin necesidad de recurrir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. De esta manera, resulta pertinente modificar su redacción a fin que su aplicación resulte armoniosa con aquella contenida en el artículo 38 de la Ley N° 19.733 ya citada.

En este mismo orden de ideas y con el mismo fundamento, se propone incorporar en este mismo numeral un estándar idéntico al existente en el artículo 38 de la Ley N° 19.733, ya citado en caso que la Fiscalía Nacional Económica no evacúe su informe dentro del plazo previsto para ello y que el proyecto de ley si incorpora en el numeral 19 de su artículo 1 para el caso de las modificaciones y cambios a la propiedad de los concesionarios. 

Adicionalmente, se propone un veto al párrafo segundo del numeral 19 del artículo 1 del proyecto de ley, con el fin de hacerlo completamente consistente con el tenor del artículo 38 de la Ley N° 19.733 respecto a las operaciones que requieren ser informadas previamente a la Fiscalía Nacional Económica, las que conforme a este último precepto deben ser aquellas de carácter relevante, quedando sujetas aquellas que no lo son, también a un régimen de información pero ex post.
De los usos del espectro radioeléctrico

Durante la discusión del proyecto de ley que introduce la televisión digital terrestre a nuestro país, uno de los aspectos que suscitó más discusión era el uso que podría dársele a aquella porción de espectro que se forma parte de la concesión que se otorga a los concesionarios con medios propios. 

El párrafo cuarto del número 17 del artículo 1 que introduce un nuevo artículo 17 contiene un error al referirse a “los nuevos usos a que se refiere el inciso segundo”, puesto que el “referido” inciso segundo no contiene alusión alguna a “nuevos usos” -la nomenclatura que hacía referencia a la posibilidad de televisión de pago- sino que a “actividades” que pudieren desarrollar los concesionarios en razón de la concesión pero por la cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.

El Ejecutivo propone entonces enmendar la inconsistencia antes referida de manera que la norma que nos ocupa no pudiere interpretarse en el sentido de permitir servicios de pago.

Multas para los concesionarios

El Senado modificó en segundo trámite, entre otros aspectos del artículo 33 de la Ley N° 18.838, que regula las sanciones que el Consejo Nacional de Televisión puede aplicar en ejercicio de sus facultades, su N° 2 relativo a las multas. En la letra a) del numeral 25 de su artículo primero, el proyecto de ley incorpora dos rangos de multas posibles de aplicar por parte del Consejo, dependiendo del tipo de concesionario sujeto de una sanción. 

Al introducir esta modificación, sin embargo, omitió establecer en forma clara y expresa un rango de multa aplicable a los permisionarios. Lo anterior resulta contradictorio con el resto del proyecto de ley y no ha sido la intención del legislador puesto que el artículo 12 letra a) de la Ley N° 18.838 actualmente vigente y que este proyecto de ley no modifica señala expresamente que la facultad del Consejo de velar por el correcto funcionamiento se refiere tanto a los concesionarios (servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción) y permisionarios (servicios limitados de televisión) y que en el propio artículo 33 se señala las causales por las que se puede sancionar a los permisionarios entre las cuales se encuentra la infracción a la letra l) del artículo 12°. 

La letra l) del artículo 12, señala expresamente que la infracción a esta norma que es obligatoria tanto para los concesionarios como permisionarios se sancionara con multa.

Se produce entonces una aparente contradicción entre el artículo 12 letras a) y l) y el artículo 33 puesto que este último -podría interpretarse dado el carácter restrictivo que debe darse al derecho sancionador- no hace aplicable a los permisionarios la sanción de multa, en circunstancia que no ha existido la intención de legislador de excluir a los permisionarios de este tipo de sanción.

Por lo anterior, las presentes observaciones persiguen subsanar esta omisión, clarificando los rangos de multas que serán aplicables a los permisionarios.

Definición incorporada a la Ley General de Telecomunicaciones
Durante el segundo trámite constitucional, las Comisiones Unidas incorporaron al proyecto de ley una modificación al artículo 2° de la Ley 18.168, General de Telecomunicaciones, con el objeto de establecer que el espectro radioeléctrico es un bien nacional cuyo dominio pertenece a la nación toda, el carácter temporal de las concesiones y la necesidad de pagar un justiprecio por parte de los beneficiarios de una concesión. 
Esta norma, precisamente por incorporarse a la Ley General de Telecomunicaciones, tendrá efectos más allá de los servicios de radiodifusión televisiva extendiéndose también a servicios públicos de telecomunicaciones, servicios limitados, servicios intermedios, servicios de radioaficionados y servicios de radiodifusión sonora, entre otros. Por lo anterior, la norma debe ser analizada en este contexto amplio y no sólo respecto de la radiodifusión televisiva.
Desde esta perspectiva, algunos de los aspectos incorporados por el Congreso Nacional, no se condicen con el resto de la regulación contenida en la Ley General de Telecomunicaciones o con las concesiones existentes otorgadas al amparo de legislaciones anteriores. En efecto, el literal b) de la norma que se incorpora al artículo 2 de la Ley General de Telecomunicaciones resulta contradictoria con el propio proyecto de ley en que se inserta, el que no deroga las concesiones indefinidas actualmente vigentes sino que otorga a los titulares de éstas la opción de mantener aquellas o de ser titulares de concesiones de radiodifusión televisiva digital conforme al nuevo marco regulatorio. Ello además se produce respecto de otros servicios de telecomunicaciones como radiodifusión sonora y servicios intermedios en los que existen concesiones de carácter indefinidas. Además de lo anterior, la Ley General de Telecomunicaciones aborda distintos servicios de telecomunicaciones, entre los cuales se encuentran los servicios limitados de telecomunicaciones cuya definición contenida en el artículo 3, letra c)  resulta contradictoria con la letra d) que se incorpora en el proyecto de ley, dado que se trata de servicios cuyo objeto es satisfacer necesidades específicas de telecomunicaciones de determinadas empresas, entidades o personas previamente convenidas con éstas. 
Por las consideraciones anteriores el Ejecutivo propone eliminar de la norma aprobada por ese Congreso aquellos literales que no resultan consistentes con el resto de la normativa en la que la modificación legal que nos ocupa se inserta. 
EL VETO

En razón de lo expuesto, las modificaciones que se introducen al proyecto de ley que se suprimen, sustituyen o agregan las disposiciones que se señalan.

AL ARTÍCULO 1°DEL PROYECTO DE LEY:
1)
Para agregar en el párrafo primero de la letra d) del número 1), la frase “los pueblos originarios,” después de la expresión “y la juventud,”. 

2)
Para suprimir en el párrafo segundo de la letra d)  del número 1), las frases “promover en los contenidos entregados” y “, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”.

3)
Para suprimir el párrafo cuarto de la letra d) del número 1).
4)
Para suprimir el párrafo quinto de la letra d) del numeral 1).

5)
Para suprimir el párrafo sexto de la letra d) del número 1).

6)
Para sustituir en la letra a) del número 2), en la parte que reemplaza a la letra b) del artículo 2, inciso primero de la ley 18.838, la frase “y la paridad de género” por la siguiente: “y los equilibrios propios de una sociedad democrática”.  


7)
Para sustituir en la letra c) del número 2), la frase “y la paridad de género en su integración” por la siguiente: “y los equilibrios propios de una sociedad democrática”. 
8)
Para sustituir en la letra e) del número 2), la palabra “social” que sigue a la frase “trayectoria en el ámbito”, por la siguiente: “de la sociedad civil”.

9)
Para agregar en letra e) del número 2) la palabra “ o alto funcionario de otros poderes del Estado” entre las frases “haber sido parlamentario” y “; ser o haber sido profesor universitario”.
10)
Para suprimir en el párrafo primero de la letra f) del número 8), que reemplaza la letra l) del artículo 12 de la Ley N° 18.838, las palabras “a lo menos”.

11)
Para sustituir en el párrafo primero de la letra f) del número 8), la frase que señala: “al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y”, por la siguiente: “a la dimensión artística o científica y a”.

12)
Para suprimir en el párrafo segundo de la letra g) del número 8), que agrega una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838, la siguiente frase “las autoridades competentes, para estos efectos”. 

13) Para sustituir en el párrafo segundo de la letra g) del número 8), que agrega una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838,  la frase que dice “y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas” por otra que señale: “de riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias” 

14)
Para agregar en el párrafo quinto de la letra g) del número 8), que agrega una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838,  la frase “, por una sola vez,” entre las palabras “podrá renovarse” y “siempre”.

15)
Para agregar en la letra g) del número 8), que incorpora una letra m) al artículo 12 de la Ley N° 18.838, el siguiente párrafo final nuevo: “Las concesionarias podrán determinar la forma y contenido de los spot, pero los someterán a aprobación previa del Consejo, el que verificará el cumplimiento de las normas generales e instrucciones a que hace referencia esta letra. La aprobación se dará conforme con el inciso primero del artículo quinto. En caso que la concesionaria decida no hacer uso de este derecho relativo a los spot, deberá transmitir las campañas diseñadas por el Ministerio Secretaría General de Gobierno.".

16)
Para suprimir en el párrafo primero del número 9), en la letra b) del artículo 13 de la ley 18.838, la frase “catalogados por el Consejo como”.

17)
Para suprimir en el número 11), que sustituye el artículo 14 de la ley 18.838, las palabras: “de noticias,”. 

18)
Para sustituir, en el párrafo séptimo del número 14), la frase que dice  “que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº17.336, Nº20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o” por otra que diga “que durante el año calendario inmediatamente anterior a la solicitud de la renovación, hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones graves a las leyes N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, cuestión que será calificada por el Consejo Nacional de Televisión, o”.  
19)
Para suprimir en el párrafo 11 del número 14), la frase que señala: “de señales de la propia concesionaria de carácter regional o”. 

20)
Para sustituir en el número 15), en la parte que agrega al artículo 15 ter una letra c), la conjunción “o” por “y” después de la frase “de su población”.

21)
Para suprimir la frase “ni las entidades religiosas regidas por la ley N° 19.638” contenida en el nuevo artículo 15 ter de la ley 18.838, incorporado por el número 15) del proyecto de ley. 

22)
Para suprimir en el párrafo primero del número 16), la expresión “favorable” que sigue a “informe”.

23)
Para agregar en el párrafo primero del número 16), la frase “De no evacuarse el informe dentro del plazo de 30 días siguientes a la recepción de los antecedentes, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”, a continuación de “Fiscalía Nacional Económica.”.

24)
Para sustituir en el párrafo cuarto del número 17, la frase que señala: “los nuevos usos” por la siguiente: “las nuevas actividades”.

25)
Para sustituir el inciso final del artículo 19 de la ley 18.838, incorporado por el número 19) del proyecto de ley, por el siguiente “Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo a cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva”.

26)
Para agregar en la letra a), del número 25), a continuación de “servicios de radiodifusión televisiva”, las dos veces en las que aparece, la oración “o permisionarios de servicios limitados de televisión”. 

27)
Para suprimir en la letra a) del número 29), que incorpora un nuevo número 1 al artículo 47 de la ley 18.838, que modifica a su vez la ley N° 18.168, la siguiente frase “a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad,”. 

28) 
Para suprimir en la letra a) del número 29), que incorpora un nuevo número 1 al artículo 47 de la ley 18.838, que modifica a su vez la ley N° 18.168, la siguiente frase: “c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales”. 
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián piñera Echenique,
Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñan, Ministro de Hacienda.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro 
Secretario General de la Presidencia.- Cecilia Pérez Jara, Ministra 
Secretaria General de Gobierno.- Pedro Pablo Errázuriz Domínguez, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.
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